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ORDEN DEL DiA 

Primero. Lectura y aprobación, si procede, del acta de la sesión anterior. 

Segundo. Interpelaciones: 

De don Carles Martí Massagué, del Grupo parlamentario Catalunya, De. 
mocracia i Socialisme, y de don Casimiro Barbado González, del Grupo 
Parlamentario Socialista, acumuladas, sobre tramitación de los expedientes 
de concesión de pensiones EU los familiares de los fallecidos como consecuen- 
cia de la guerra civil. (Apéndices 3 y 3 bis.) 
De don Juan Francisco Delgado Ruiz, del Grupo Parlamentario Socialista, 
sobre criterios del Gobierno sobre enseñanza de la Educación Física, pre- 
paración del correspondiente profesorado y adecuación y futuro de los Ins- 
titutos Nacionales de Educación Física. (Apéndice 1 .) 

De don José Vicente Beviá Pastor, del Grupo Parlamentario Socialista, sobre 
urgente aprobación del Decreto de bilingüismo en el País Valenciano, 
(Apéndice 2.) 

Tercero. Elección de los miembrcs y constitución de la Comisión Especial de Investi- 
gación sobre la situación del orden público y las actividades terroristas, 
creada por acuerdo del Pleno del Senado en su sesión del día 12 de junio 
de 1970. 

Moción de la Comisión de Asuntos Exteriores por la que el Senado solicita a la Organización de Estados Americanos que haga valer toda su autoridad con objeto de que se restaure la paz civil y se haga posible la expresión libremente manifestada de la voluntad del pueblo de Nicaragua. Enlace a página 239.
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Cuarto. Proposición no de ley del Grupo Parlamentario Mixto solicitando que el Go- 
bierno comparezca ante el Pleno de la Cámara para formular una declara- 
ción sobre criterios y medidas tendentes a corregir los desequilibrios inter- 
regionales cuctualmente existentes (véase ap6ndice 6 del "Diario de Sesia- 
nes" número 7). 

S U M A R I O  
Se abre la sesión a las cinco y cuarenta y cin- 

co minutos de la tarde. 
Página 

Acta de la sesión anterior, celebra- 
da el día 12 de junio de 1979 ... ... 204 

El señor Presidente pide al señor Secretario 
que dé lectura del acta de la sesión ante- 
rior. Así lo hace el señor Secretario (Ca- 
sals Parral). Queda aprobada. 

Seguidamente el señor Secretario (López He- 
nares) da cuenta de las excusas & asisten- 
cia a la sesión. 

A continuación el señor Presidente informa 
a la Cchnara que, en relación con el segun- 
do punto del orden del día, se va a alterar 
el desarrollo de las tres interpelaciones que 
en el mismo ftguran, tratándose, en primer 
término, las que aparecen en segundo y ter- 
cer lugares y a continuación la que apare- 
cía como primera. 

Interpelaciones: 
Página 

De don Juan Francisco Delgado 
Ruiz, del Grupo Parlamentario 
Socialista, sobre criterios del Go- 
bierno sobre enseñanza de la 
Educación Física, preparación del 
correspondiente profesorado y 
adecuación y futuro de los Ins- 
titutos Nacionales de Educación 
Física (Apéndice 1) . . . . . . . . . . . . . . . 204 

El señor Delgado Ruiz explana su interpela- 
ci&n.-Le contesta el señor Ministro & 
Educación y Ciencia (Otero Novas). - En 
turno de répüca interviene de nuevo el se- 
ñor Delgado Ruiz y el señor Ministro de 
Educación y Ciencia (Otero Novas).-A con- 
tinuación hacen uso de la palabra los se- 

ñores Montaner Roselló y Fernández-Ga- 
limo Fernández. Acto seguido interviene el 
señor Presidente. 

PAgIna 

De don José Beviá Pastor, del Gru- 
po Parlamentario Socialista, so- 
bre urgente aprobación del De- 
creto de bilingüismo en el País 
Valenciano (Apéndice 2) ... ... ... 215 

El señor Beviá Pastor explcrna su interpela- 
ción.-Contestación del señor 'Ministro de 
Educación y Ciencia (Otero Novas). - En 
turnq de rectificación intervienen nueva- 
mente los señores Beviá Pastor y Ministro 
de Educación.-A continuación usan de la 
palabra los señores Pons Pons, IriZrrte 
Errazti, Andréu i Abellb y Broseto Pont. 

PAgina 

De don Carles Martí Massstgué, del 
Grupo Parlamentario Catalunya, 
Democracia y Socialisme, y de 
don Casimiro Barbado Gonzá- 
lez, del Grupo Parlamentario So- 
cialista, acumuladas, sobre la 
tramitación de los expedientes de 
concesión de pensiones a los fa- 
miliares de los fallecidos como 
consecuencia de la guerra civil 
(Apéndice 3 y 3 bis) ... ... ... ... 228 

Los señores Martí Massagué y Barbado Gon- 
zález, explanan la interpelación.-Les con- 
testa el señor Ministro del Interior (Ibáñez 
Freire).-En turno de rectificación intervie- 
nen de nuevo los señores Martí Massqpé 
y Barbado González y a continuación lo ha- 
ce el señor Cascrls Parral. 

Página 

Elección de los miembros y consti- 
tución de la Comisión Especial de 
Investigación sobre la situación 

Acuerdo del Pleno del Senado por el que se autoriza la celebración de sesión extraordinaria a partir del 1 de julio de 1979. Enlace a página 258.
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PBeina 

del orden público y las activida- 
des terroristas, creada por acuer- 
do del Pleno del Senado en su se- 
sión del día 12 de junio de 1979 ... 238 

El señor Presidente procede a dar lectura de 
los nombres de los señores Senadores que 
integrarán esta Comisión Especial, en re- 
presentación de cada uno de los Grupos 
Parlamentarios que constituyen la Cámara. 
La Cámara muestra su asentimiento a es- 
tas designaciones. 

hl señor Presidente suspende la sesión por 
treinta minutos, pura proceder a la consti- 
tución formal c€e esta Comisión, mediante 
la elección de la Mesa. Así se acuerda. 

Se reanuda la sesión. 
PAgina 

Moción del Senado español, pidien- 
do a la Organización de Estados 
Americanos que haga valer toda 
su autoridad con objeto de que 
se restaure la paz civil y se haga 
posible la expresión libremente 
manifestada de la voluntad del 
pueblo nicaragüense ............ 239 

Antes de entrar en el último punto del orden 
del da el señor? Presidente somete a la Cá- 
mara una moción procedente de la Comi- 
sión de Asuntos Exteriores del Senado, mo- 
ción que ha sido aprobada por la Mesa y 
los miembros & la Junta de Portavoces, y 
en la que se pide a h Organización de Es- 
tados Americanos que haga valer toda su 
autoridad, con objeto de que se restaure la 
paz civil y se haga posible la expresión ll- 
bremente manifestada de la voluntad del 
pueblo nicaragüense. 

La Cámara presta su asentimiento y el señor 
Presidente manifiesta que se elevará al Go- 
bierno para que dé trasiado de ella a la Or- 
ganización de Estados Americanos. 

A continuación usa de ia palabra el señor La- 
borda IMartín y seguidamente lo hace el se- 
ñor Presidente. 

PAglna 

Proposición no de ley del Grupo 
Mixto, solicitando que el Gobier- 

Página 

no comparezca ante el Pleno de 
la Cámara para formuiar una de- 
claración sobre criterios y medi- 
das tendentes a corregir los des- 
equilibrios interregionales ac- 
tualmente existentes [v é a s e 
Apéndice 6 del "Diario de Sesio- 
nes" número 7) . . . . . . . . . . . . . . . . . .  240 

El señor Cercós Pérez eKplana la interpela- 
ción.-A continuación intervienen los se- 
ñores Ollora Ochoa de Aspuru, Subirats Pi- 
ñana, Estrella Pedrola, Biescas Ferrer y Vi- 
llodres Garcfa. 

A pregunta del señor Presidente de la Cáma- 
ra toma en consideración por asentimiento 
la proposición no de ley formulada por el 
Grupo Parlamentario Mixto, que ha sido ob- 
jeto de debate e indica que dará cuenta de 
su contenido al Gobierno. 

Pdgina 

Comunicaciones del Congreso y se- 
siones extraordinarias de la Cá- 
mara ........................... 258 

A continuación el señor Presidente informa a 
la Cámarq que se han recibido en el día de 
hoy, dos comunicaciones de la Presidencia 
del Congreso: una de ellas participando la 
aprobación por el Pleno del proyecto de 
Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para el ejercicio de 1979, en el que se ha 
integrado el proyecto de ley de modifica- 
ción del mismo, y que su tramitación sea 
realizada por el procedimiento de urgen- 
cia. 

La otra comunicación se refiere a la aproba- 
ción también por el Pleno del Congreso del 
proyecto de ley de distribución del crédito 
de 75.000 millones de pesetas, así como el 
de 20.000 millones, concretando las inver- 
siones en que uno y otro han de materiali- 
zarse, habiéndose tramitado también por el 
procedimiento de urgencia. 

Como consecuencia de lo anterior, informa 
del trabajo a realizar por la Cámara. Lee a 
continuación un escrito firmado ,por los por- 
tavoces de los Grupos Parlamentarios, so- 
licitando la celebración de sesiones extra- 
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ordinarias a partir del 1 de julio. La Cáma. 
ra aprueba dicho escrito por unanimidad. 

Se levanta ,la sesión a las diez y cuarenta y 
cinco minutos de Za noche, 

Se abre la sesión a las cinco y cuarenta J 

cinco minutos de la tarde. 

ACTA DE LA SESION ANTERIOR 

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores 
Senadores, el señor Secretario segundo pro- 
cederá a dar lectura del acta de la sesión 
anterior, correspondiente al Pleno que tuvo 
lugar el día 12 del corriente. 

Así lo hace el señor Secretario segundo, 
Casals Parral. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna objeción 
al acta? (Denegaciones.) ¿Se aprueba? 
(Asentimiento.) Queda aprobada el acta. 

Si hubiera excusas de asistencia de seño- 
res Senadores a esta sesión, ruego al señor 
Secretario primero dé lectura a las mismas. 

El señor SECRETARIO (López Henares) : 
Han excusado su asistencia don Carlos Ca- 
latayud Maldonado, don Roque Calpena Ji- 
ménez, don Francisco Román Díaz y don Vi- 
da1 García Tabernero. 

El señor PRESIDENTE: Me permito infor- 
mar a Sus Señorías que en relación con el 
segundo punto del orden del día, que acoge 
tres interpelaciones, a petición del señor Mi- 
nistro del Interior y con la conformidad del 
señor Ministro de Educación y de la Mesa, y 
dando también su asentimiento los señores 
portavoces, se va a alterar el desarrollo de las 
tres interpelaciones para que, en primer lu- 
gar, se formulen, defiendan o razonen las que 
figuran en el orden del día distribuido en se- 
gundo y tercer lugar pasando, por consi- 
guiente, la que figura en-primer lugar al ter- 
cero. 

INTERPELACION DE DON JUAN FRAN- 
CISCO DELGADO RUIZ, DEL GRUPO PAR- 
LAMENTARIO SOCIALISTA, SOBRE CRITE 
RIOS DEL GOBIERNO SOBRE ENSENANZA 

CION DEL CORRESPONDIENTE PROFESO 
RADO Y ADECUACION Y FUTURO DE LOS 

CION FISICA 

DE LA EDUCACION FISICA, PREPARA- 

INSTITUTOS NACIONALES DE EDUCh- 

El señor PRESIDENTE: Así, pues, entra- 
mos en el debate de la interpelación formula- 
da por don Juan Francisco Delgado Ruiz, del 
Grupo Parlamentario Socialista, sobre crite- 
rios del Gobierno sobre enseñanza de la Edu- 
cación Física, preparación del correspondien- 
te profesorado y adecuación y futuro de los 
Institutos Nacionales de Educación Física, 
que fue publicada en el «Boletín Oficial de las 
Cortes Generales» número 9, del día 1 de ju- 
nio actual. 

Tiene la palabra el Senador señor Delgado 
Ruiz. 

El señor DELGADO RUIZ: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Senadores, según la 
facultad que me confiere el Reglamento Pro- 
visional del Senado, y en nombre del Grupo 
Parlamentario Socialista, paso a exponerles 
esta interpelación. Posiblemente es de las po- 
cas veces que en esta Cámara -yo diría que 
es la primera- se ha hablado sobre educa- 
~ i ó n  física y sobre deportes, y también, por 
fin, al cabo de trece meses hemos logrado 
que el Ministro de Educación o el Gobierno 
venga a explicarnos cuál es el pensamiento 
sobre el tema de la educación física. 

Hace trece meses que el Gobierno fue in- 
:erpelado. En la anterior legislatura fue pre- 
5entada al Gobierno, el 10 de mayo de 1978, 
ina interpelación para que contestara sobre 
;u postura ante la anómala situación produ- 
:ida por la no impartición generalizada de la 
?ducación física. Pasaron los meses y esta 
nterpelación no fue contestada; es más, en 
loca del Ministro de Cultura de entonces la 
nterpelación se había perdido. 

Posteriormente, el 17 de noviembre, fue 
.ambién interpelado el Gobierno con dos nue- 
ras preguntas que aparecieron en el «Bole- 
ín Oficial de las Cortes Generales)), sobre el 
nismo tema: la educación física. El 1 de ene- 
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ro fueron disueltas las Cortes, y a pesar de 
haber pasado cuarenta y tres días, tampoco 
el Gobierno explicó a la Cámara (entonces 
a la Cámara de los Diputados), qué pensaba 
sobre la educación física. Todo esto quizá 
demuestra la poca atención que el Gobierno 
presta, o que el anterior Gabinete en este ca- 
so, prestaba, al tema de la educación física. 

Incidiendo en esto he de indicarles que 
también en numerosas ocasiones el que aquí 
les habla en nombre del Partido Socialista y 
de la Unión General de Trabajadores ha pe- 
dido entrevistas al Ministerio para hablar dr 
estos temas. La última carta, que se envió el 
18 de enero pasado, fue certificada, y no ha 
sido contestada todavía. Bien es verdad que 
entonces el titular del Departamento era otra 
persona que no es el actual Ministro. 

También puedo decir que conocemos algu- 
nos casos más de cartas que han sido envia- 
das; concretamente el 25 de abril fue envia- 
da una por parte del Colegio de Profesores, 
y no fue contestada por lo menos hasta la 
fecha no tenemos noticia de que lo haya sido. 
Todo ello nos hace pensar nuevamente en la 
falta de iniciativa que el Gobierno tiene p a ,  
ra afrontar con realismo la impartición real 
y efectiva de la educación física y, de verdad, 
que es un tema preocupante. 

El día 9 del pasado mes de noviembre la 
prensa resaltaba una noticia de la Agencia 
Efe en la que se hablaba de un anteproyecto 
de ley, elaborado por el Ministerio y diversos 
sectores afectados, en el que se decía que se 
regulaba la enseñanza de la educación física 
en los distintos niveles educativos. 

Desde entonces, desde noviembre del año 
pasado, hasta ahora no hemos tenido noti- 
cias, a pesar de que tenemos en nuestro po- 
der un borrador y hace unos días el Minis- 
tro de Cultura declaraba a los medios infor- 
mativos que se iba a elaborar, en colabora- 
ción con el Ministerio de Educación, una Ley 
de Educación Física. 

Realmente los socialistas estamos un poco 
perplejos ante tanta confusión, ante tanta 
incógnita por parte del Gobierno. Cientos de 
llamadas y de peticiones se han hecho desde 
diversos sectores a la Administración para 
que el Ministerio de Educación diga lo que 
piensa, y también el Ministerio de Universi- 
dades e Investigación, en estos momentos. 

Esperemos que hoy el señor Ministro nos diga 
cuáles son los planes del Gobierno en esta 
materia, pues realmente hay mucha gente es- 
perando su respuesta. 

A finales de marzo pasado alumnos y pro- 
fesores del INEF, de Madrid ccncretamente, 
redactaban un escrito más, un escrito denun- 
cia, un escrito angustioso en donde exponían 
sus múltiples problemas. Hace tan sólo unos 
días mantuvimos una reunión con ellos y 
también con algún representante del INEF de 
Barcelona, y ratificaron ese escrito. Entre 
otras muchas cosas el escrito decía: «El 
INEF es un centro perteneciente al Ministe- 
rio de Cultura, que tiene una marcada indefi- 
nición docente y de titulación. Que existe 
una mala gestión en cuanto a la adecuada do- 
cencia y al material didáctico)). 

Pedían en este escrito la dimisión del Pre- 
sidente del Consejo Superior de Deportes co- 
mo parte responsable de esta situación, y pe- 
dían que el INEF fuera traspasado al Minis- 
terio de Educación. En este caso, según las 
teorías de los chicos del INEF, sería al de Uni- 
versidades e Investigación, con rango de Fa- 
cultad. Esto es bastante expresivo, aunque no 
es todo. 

En 1977 concretamente se reunían miem- 
bros del Ministerio de Educación -hablo 
del año 1977- y miembros del Ministerio de 
Cultura y sectores afectados por este tema, 
aunque realmente no todos los sectores, para 
elaborar un informe sobre los problemas de 
la educación física y del sistema educativo, 
grupo de trabajo que se formó a propuesta 
del propio Ministerio de Educación. El infor- 
me, que está en nuestro poder, resume la si- 
tuación planteada con la anómala política lle- 
vada a cabo en el pasado, donde la educación 
Física fue desprestigiada, según unas moti- 
vaciones que constan en este informe, por ser 
ronsiderada como una de las tres «Marías», 
ronjuntamente con la política y la religión; 
por ser utilizada por el régimen pasado para 
;u implantación en el sistema educativo y por 
.a baja calidad de la enseñanza. Todos recor- 
iaréis las épocas de aquellas nefastas tablas 
le gimnasia que realmente no tenían nada 
lue ver con la educación física, por lo menos 
:n nuestro criterio. 

También se dice que la definición y clara 
?stmcturación del órgano u órganos que asu- 
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men su gestión, así como la determinación de 
sus competencias y eventuales relaciones re- 
cíprocas, pondrían fin al actual estado de con- 
fusión en cuanto a la organización de la edu- 
cación física en el sistema educativo. 

Se estima también que todo lo referente a 
la educación física en el sistema educativo 
debe ser competencia del Ministerio de Edu- 
cación, y para ello es necesaria una adecuada 
planificación del desarrollo de la educación 
física escolar, que parta de una estimación de 
necesidades, para cuya atención se habilita- 
rían los medios proporcionados, se definirían 
los objetivos y se determinarían los conteni- 
dos y programas ; sería necesaria la especifi- 
cación de las correspondientes instalaciones 
e igualmente el profesorado entraría dentro 
de este gran plan general. 

Estos trabajos finalizaron en diciembre de 
1977 y nada más (por lo menos que nosotros 
tengamos noticias) se ha sabido de ellos. 

Como todos sabemos, en 1961 se promulga- 
ba un decreto sobre educación física que no 
aportaba nada nuevo. Sólo inctitucionalizaba 
de alguna forma algunos aspectos, y creaba el 
Instituto Nacional de Educación Física, de- 
pendiente por supuesto, en aquella época, del 
Movimiento. Posteriormente, en 1970, sale la 
Ley General de Educación, en la que entre 
otras cosas disponía que en el plazo de dos 
años el Ministerio de Educación se haría car- 
go de los centros hasta entonces dependien- 
tes de los diversos órganos del Movimiento, 
y el INEF pasaría a ser Facultad. Se garan- 
tizaba, según la Ley de 1970, la impartición 
total de la educación ffsica en EGB y en 
los Institutos de BUIP. Después ahondare- 
mos en el tema y recordaremos un poco la 
ley. 

Como todos podéis comprobar, esto no ha 
sido así. Afortunadamente el Movimiento ca- 
yó y ahora estos centros pertenecen al Mi- 
nisterio de Cultura, sin más; es decir, con 
más pena que gloria, porque realmente la si- 
tuación está poco clara. 

Nosotros pensamos que no se puede per- 
mitir por más tiempo la perjudicial situación 
de la educación física en nuestro país. No pue- 
de pasar un curso más sin que se resuelva 
la situación anacrónica e irrecuperable para 
muchos chicos, sobre todo para la formacidn 
de nuestros niños y jóvenes y para la activi- 

dad física de la sociedad en general. Las nue- 
vas leyes tienen que clarificar las cosas y el 
Ministerio de Educación y, en su caso, el de 
Universidades ha de cargar con la responsa- 
bilidad de la educación física. 

Nosotros entendemos -y somos conscien- 
tes de ello- que no hay profesorado sufi- 
ciente, ni hay todo el profesorado totalmen- 
te adecuado que nosotros quisiéramos. Tam- 
bién sabemos que hay carencia de instalacio- 
nes, y esto es consecuencia de la mala polí- 
tica que se ha llevado en el pasado, como 
todos sabemos -y esto no es lo único-, 
pues también hay una mala política sanita- 
ria, una política que viene del pasado; la de 
transportes, que también es mala, y que todo 
esto es consecuencia de la mala política que 
se ha llevado en los últimos años de subde- 
sarrollo general que hemos sufrido en este 
país. 

Todo ello hay que transformafillo, indu- 
dablemente hay que transformarlo, hay que 
cambiar las actitudes y hacer ver la necesi- 
dad de atención que requiere el cuerpo huma- 
no en su aspecto físico-motriz. Para nosotros, 
la educación física es uno de los temas funda- 
mentales de la educación en general. Hay que 
atender la educación física con un nuevo ta- 
lante, en donde el niflo se realice, en donde 
el profesor sugiera: que el niño se sienta 
creativo para que se satisfaga de sí mismo. 
Sobrará el premio, como hasta ahora lo ha- 
bía, el premio y el castigo; las notas, la mo- 
tivación artificial y el encadenamiento repeti- 
tivo de gestos o acciones sin sentido; sobra- 
rá el silbato, por supuesto, y las tablas de 
gimnasia y las voces de orden que se daban 
en la impartición de la gimnasia antigua. Tam- 
bién a través del componente psicológico se 
impregnará la educación física no sólo de 
componentes de conocimiento, sino de afec- 
tividad. Esta nueva educación física tan dis- 
tinta de la que conocemos y que pretende 
una serie de objetivos operacionales, de co- 
nocimientos sicomotrices, físicos y afectivos, 
precisa el colofón, por supuesto, de unas ins- 
talaciones de tiempo libre adecuadas, que hoy 
realmente no existen. 

Pero ni siquiera aquí ha habido suerte en 
las instalaciones, y hoy la mayoría de los cen- 
tros escolares carecen de instalaciones míni- 
mas para el desarrollo de la educación física. 
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No hablamos de unas instalaciones de com- 
petición reglamentaria, sino del espacio mí- 
nimo suficiente para poder implantar la edu- 
cación física en los colegios. Hasta en eso 
el Ministerio ha incumplido cuando llevaba a 
cabo la puesta en marcha de centros escola- 
res, la pobre Ley del Suelo. Creemos que 
esto es el colmo, pero lo justifica el que en- 
tra en el engranaje de una parte de la socie- 
dad opresora que realmente no deja sitio a 
la sociedad oprimida, y permitidme que haga 
este análisis. 

Casi nadie sabe ni se imagina el gran daño 
que estamos haciendo a nuestros hijos, a los 
niños que padecerán durante toda su vida la 
carencia de educación física y tendrán gran- 
des problemas de motricidad y salud en gene- 
ral, y eso como consecuencia de que en las 
etapas de Educación General Básica no se 
está dando educación física. 

Vamos a ver ahora la situación de la ense- 
ñanza privada y pública, aunque no profun- 
dicemos, y lo vamos a ver brevemente. Ha- 
remos un esquema general. En la enseñanza 
privada se polariza radicalmente en los dos 
extremos fundamentales posibles. Por una 
parte, tenemos en la enseñanza privada un 
extremo, que es la no impartición de la asig- 
natura, generalmente por la inexistencia de 
profesorado adecuado y falta de instalacio- 
nes mínimas, aprovechándose de la negligen- 
cia del Ministerio de Educación y el despresti- 
gio o falta de interés de los padres de alum- 
nos por la educación física. Por otra parte, 
tenemos otros centros de enseñanza privada 
en donde la utilización de la educación física 
es un reclamo publicitario de los grandes mo- 
nopolios de la enseñanza privada, quienes 
ofertan piscinas climatizadas, gimnasios, poli- 
deportivos, e, incluso, deportes náuticos o de 
invierno. El personal docente brilla por su 
ausencia en estos centros privados, puesto 
que a las patronales de estos centros les inte- 
resa contratar individuos sin titulación, para 
no efectuar los pagos correctamente y ame- 
nazarlos con despidos en cualquier momento. 

En la enseñanza pública o estatal la situa- 
ción es bastante peor, y siguiendo con el 
ejemplo de injusticias apuntadas en estos cen- 
tros, en la mayoría de ellos no hay profeso- 
rado de educación física y no se imparte di- 
cha asignatura. Tampoco estos centros de 

enseñanza privada disponen a veces de unas 
cantidades con las que dota el Consejo Supe- 
rior de Deportes del Ministerio de Cultura, 
unas cantidades para hacer deporte competi- 
tivo, cantidad que la asumen tan sólo los co- 
legios privados y a la que, por tanto, no pue- 
den acceder los colegios públicos, 

Por otra parte, en estos centros se impar- 
ten las veinticinco horas generalmente de 
asignaturas intelectuales y no se imparte nin- 
guna de educación física. 

En el BUP o formación profesional la si- 
tuación es bastante mala, ya que el poco pro- 
fesorado que existe está muy desprestigiado 
y cobra salarios bastante bajos, bastante mo- 
destos ; no están equiparados, por supuesto, 
al resto del profesorado. 

En cuanto a la Universidad, no existe el 
mínimo criterio lógico para la impartición de 
la educación física y se dan altas cotas de 
intrusismo, y aún más indignante es que ac- 
tualmente se abonan nóminas a gente que di- 
cen llamarse profesores y que no aparecen 
por la Universidad. 

Voy a citar algunos aspectos de la Ley Ge- 
neral de Educación de 1970. En. el artículo 16 
dice que en la Educación General Básica la 
formación se orientará a la adquisición y des- 
arrollo de la capacidad físico-deportiva. El ar- 
tículo 24, hablando del BUP, dice que las ma- 
terias comunes serán impartidas en las si- 
guientes áreas. [Cita unas cuantas y, en el 
apartado f ) ,  la educación física y deportiva.] 
En el artículo 36, 3, dice que la enseñanza de 
educación física y deportiva será regulada 
por el Gobierno. Las actividades extraescola- 
res complementarias, por el mismo procedi- 
miento de selección del profesorado, serán 
establecidas por el Gobierno. Esta ordenación 
de las plantillas y remuneraciones de perso- 
nal docente se fijará por analogía con las co- 
rrespondientes a los profesores de los dife- 
rentes niveles educativos. 

En la disposición transitoria segunda dice 
que el Gobierno, a propuesta del Ministerio 
de Educación y Ciencia y la entonces Secre- 
taría General del Movimiento, reglamentará 
la incorporación a la Universidad del Institu- 
to de Educación Física, con el rango de Ins- 
tituto Universitario. 

En la disposición transitoria décima dice 
que el Ministerio de Educación y Ciencia po- 
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drá habilitar excepcionalmente, en defecto de 
titulados del grado académico correspondien- 
te, a personas competentes para que durante 
los cinco años inmediatamente posteriores a 
la publicación de esta ley puedan impartir 
la enseñanza, aunque no posean la titulación 
que en la misma se exige para el correspon- 
diente nivel. Los beneficios no adquirirán por 
ello derecho a ingreso en los Cuerpos do- 
centes. 

Pero para todo esto se prevé un plazo de 
diez años. En el año 1980 se cumple este pla- 
zo, y realmente en el tema de la educación 
física nada se ha hecho. 

Yo diría que sí hay mucha gente que está 
iliteresada en la impartición de la educación 
física en los colegios. Hay mucha gente, mu- 
chos padres de familia que continuamente nos 
escriben y se interesan por el tema. Voy a ci- 
tar un párrafo de la carta que escribían unos 
padres de Castellón de la Plana el día 5 de 
mayo del año pasado -y la cito por lo viejo 
de la fecha- que decía: (Además, la educa- 
ción física debe ser absolutamente popular, 
todos tenemos derecho a ella, y sin la ade- 
cuada ley serán un privilegio de clases aco- 
modadas, clubs y colegios caros)). 

Por otra parte, su enseñanza corresponde, 
para el bien de todos, a personas debidamen- 
te preparadas, especialmente para impartirla 
en los centros escolares, y dependerá del Mi- 
nisterio de Educación. 

Nosotros pensamos que hay que armonizar 
las inquietudes de este sector con la realidad 
de países socialmente avanzados. Se trata 
de conseguir las justas aspiraciones de una 
sociedad democrática, considerando que la 
educación física no es sólo una asignatura es- 
colar durante los períodos educativos, sino 
que también debe ser una de las bases para 
poder llevar una vida sana y libre en cual- 
quier edad. 

Cuando la Constitución habla del derecho 
a la educación interpretamos que así debe 
hacerse, que debe enfocarse en el sentido de 
llegar a lograr una formación integral no ba- 
sada exclusivamente en los aspectos deno- 
minados hasta ahora intelectuales, sino en el 
desarrollo global del ser. Estamos convenci- 
dos de que se tiene que empezar a planificar 
desde este próximo curso un plan efectivo de 
actuación que tardaremos muchos años posi- 

blemente en conseguir. Pero para ello yo que- 
rría enmarcar unas necesidades mínimas a 
corto y medio plazo, y que muy brevemen- 
te son: 

Impartición efectiva de la educación física 
en la escuela, de forma obligatoria para el Mi- 
nisterio de Educación, único responsable, y 
obligada para todo ser en edad de desarrollo. 

Habilitación del profesorado suficiente, 
pero atendiendo a una real calidad de la en- 
señanza. Para ello ha de ser considerada como 
una unidad en la carrera docente, en donde 
la educación física será una opción más para 
!os que elijan la enseñanza como profesión. 
Es decir, no será una cosa aparte, sino que 
será una opción más para aquellos que elijan 
esta enseñanza como profesión. Además, se 
tendran que homogeneizar las titulaciones ac- 
tualmente existentes, dentro de una justicia 
y equidad que debe resolver el propio Go- 
bierno. 

Hay que actualizar y crear el equipamien- 
to mínimo deportivo y la disponibilidad de 
lugares cubiertos e higiénicos para realizar la 
actividad en los centros escolares, y material 
elemental de educación física. También se lle- 
varán a cabo convenios con los municipios. 

Logro, mediante la formación de un futuro 
en donde la actividad físico-deportiva sea una 
de las bases sociales de los españoles, en or- 
den a su desarrollo integral y mantenimiento 
eficaz de la salud. 

No voy a reseñar aquí las declaraciones 
internacionales suscritas por nuestro país en 
este tema y que obligan a la impartición de 
1s educación física, pero sí es importante des- 
tacar precisamente este año que se celebra 
el Año Internacional del Niño y que tantos 
actos se hacen proclamando sus derechos, 
que la Declaración de los Derechos del Niño, 
aprobada por la Asamblea General de la 
ONU en 1959, proclama a lo largo de diez 
principios la obligación de la sociedad y de 
los gobernantes para con los niños, y más 
concretamente en su principio segundo dice 
que el niño gozará de todos los medios para 
desarrollarse físicamente. En el principio cuar- 
to dice que tiene derecho a la salud del cuer- 
po, y en el principio séptimo que el niño tiene 
derecho a recibir una educación gratuita que 
le permita el desarrollo total y pueda tener 
acceso a disfrutar de juegos y recreos orien- 
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el Departamento de Educación, la existencia 
de una seria preocupación por regular de un 
modo coherente las enseñanzas y las activi- 

mente estamos esperando que nos conteste 
el señor Ministro y nos diga qué planes tiene 
el Gobierno en el futuro para la impartición 
efectiva de la educación física en los colegios. 

El tema es largo y creo que tendrá sufi- 
cientes datos, pero voy a repetirle una vez 
más el motivo de mi interpelación, para que 
quede bien claro que se basa fundainental- 
mente en pedirle que nos explique los crite- 
rios que tiene el Gobierno para una imparti- 
ción efectiva de la educación física, y los 
criterios que tiene para la preparación del 
profesorado y futuro del Instituto Nacional 
de Educación Física. 

Que sepa el señor Ministro que los socia- 
listas estamos a la disposición del Gobierno 
en este caso, que vamos a prestar la colabo- 
ración que haga falta en este tema tan fun- 
damental y que desde luego es necesario que 
de ahora en adelante se lleve una política cla- 
ra en el tema de la educación física, porque 
realmente están en juego los niños y los chi- 
cos de muy corta edad, que actualmente no 
están recibiendo esta práctica en los cole- 
gios. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE : Gracias, señor Del- 
gado. 

En nombre del Gobierno, tiene la palebie 
para responder a la interpelación el señor 
Ministro de Educación. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION Y 
CIENCIA (Otero Novas) : Señor Presidente, 
señoras y señores Senadores, yo me permito 
disentir, naturalmente, del Senador interpe- 
lante, señor Delgado Ruiz, en cuanto a que 

grupo de trabajo que ha rendido sus trabajos 
el primero de diciembre de 1977, porque pa- 
rece que el señor interpelante lo conoce bien, 
así como conoce que del trabajo de este gru- 
po, de esta Comisión, ha salido un proyecto 
de ley, o un anteproyecto de ley, o un borra- 
dor de proyecto de ley sobre el tema de edu- 
cación física. 

Quiero decirle que no se puede olvidar que 
las enseñanzas y las actividades de la educa- 
ción física estaban vinculadas durante el ré- 
gimen anterior a la organización y a las es- 
tructuras del extinto Movimiento Nacional. En 
este momento tenemos necesidad de reajustar 
la educación física a la nueva situación, y 
esto nos obliga a realizar unos estudios pre- 
vios sin los cuales cualquier disposición podía 
ser precipitada y podía ser poco coherente. 

El actual Gobierno desde luego está decidi- 
do a acometer la solución de estos proble- 
mas de la educación física. El señor interpe- 
lante me pregunta -muy bien preguntado- 
con qué criterios piensa el Gobierno acome- 
ter la solución de esta cuestión. Yo tengo que 
decirle que los criterios para acometer la so- 
lución de los problemas de la educación físi- 
ca no los puede dar el Gobierno; estos cri- 
terios han de darlos precisamente las Cáma- 
ras del Parlamento, al debatir y decidir sobre 
19 Ley de la Cultura Física y el Deporte que 
actualmente está sometida a debate en el 
Parlamento. 

Es decir, yo tendría que devolverle al señor 
interpelante la pregunta. En este momento, 
en este mismo momento, no es la Cámara la 
que puede preguntar al Gobierno sobre los 
criterios que tiene en orden a la solución de 
este o estos problemas, sino que sería, si aca- 
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so, el Gobierno quien tendría -si hubiera 
cauce para ello- que preguntar a la Cámara 
cuáles son los criterios que va a establecer 
para solucionar los problemas de la educación 
física. Obligación del Gobierno será, natural- 
mente, aceptar los criterios que las Cámaras 
decidan : aceptarlos y aplicarlos. 

Quiero decirle que el tratamiento de la 
educación física y el deporte debe contem- 
plarse en una perspectiva global e integrado- 
ra, que difícilmente podrá ignorar la exigencia 
de una planificación de más amplias miras, y 
que inevitablemente supera las competencias 
de un solo Departamento ministerial. 

Nosotros estamos de acuerdo con el conte- 
nido de este texto que acabo de leer en este 
momento, que está recogido del escrito del 
Colegio oficial de profesores de educación ff- 
sica a que ha hecho referencia el señor inter- 
pelante. Justamente porque estamos de acuer- 
do con este criterio, no podemos ahora entrar 
a definir cuál es la política educativa del Go- 
bierno, sino que tenemos que esperar a la 
resolución que sobre este tema adopte el Par- 
lamento. No obedece ello a ningún intento di- 
latorio, sino a unas elementales exigencias de 
coherencia. 

El Departamento de Educación tiene per- 
fecto conocimiento de las deficiencias que nos 
ha señalado el señor interpelante que aque- 
jan a la educación física en centros educati- 
vos y de los problemas con los que se en- 
frenta su profesorado. No van a ser desoídos, 
puede tener la seguridad el señor interpelan- 
te, quienes en estos últimos meses se han di- 
rigido de un modo apremiante al Ministerio 
de Educación exponiendo las necesidades del 
sistema educativo en materia de educación 
física y las necesidades del profesorado de 
educación física. 

Tan pronto queden fijados, a través de la 
nueva Ley de la Cultura Física y el Deporte, 
los criterios parlamentarios, por consiguiente 
del Estado español, en esta materia, y una 
vez que haya sido derogada la actual norma- 
tiva que nos impide efectuar las necesarias 
adaptaciones, entonces el Departamento de 
Educación dictará las normas de desarrollo 
adecuado, dentro del ámbito del Departa- 
mento. 

Quiero decirle que el Departamento, natu- 
ralmente, concede suma importancia a la edu- 

cación física, que suscribimos todas esas po- 
siciones que nos ha leído el señor interpelan- 
te de declaraciones internacionales, que las 
hacemos nuestras y que queremos llevarlas a 
la práctica ; que queremos tener en cuenta los 
distintos trabajos que se han hecho, las dis- 
tintas aportaciones que han realizado los sec- 
tores afectados, y que el desarrollo y la apli- 
cación de la normativa futura se realizará en 
consulta con todos los sectores afectados. 

Por ello, no puedo decirle exactamente cuál 
va a ser el futuro, por ejemplo, del INEF. 
Nos lo habrán de decir Sus Señorías al Go- 
bierno en la aprobación de la ley que ahora 
está a discusión. En cualquier caso, nosotros, 
el Departamento de Educación. entendemos 
que la formación del profesorado de educa- 
ción física habrá de responder, entre otros, a 
criterios de rigor científico y de sentido inte- 
gral de la formación física, a lo que me pare- 
ció entender que aludía el señor interpelante. 

Otros criterios que podremos adelantar, y 
que esperamos que no sean contradichos por 
el Parlamento al aprobar la ley que actual- 
mente está pendiente de discusión, son el 
principio de correspondencia entre las exi- 
gencias de preparación del profesorado de 
educación física y su estatuto retributivo, así 
como de la especificidad de las funciones que 
están encomendadas a este profesorado. 

Habremos de armonizar los legítimos inte- 
reses del actual profesorado con los intereses 
de la educación física tal como debe ser con- 
cebida en este momento, labor que no se le 
escapa al señor interpelante que va a ser algo 
difícil. 

En cualquier supuesto, y para concluir, el 
Departamento de Educación está empeñado 
en conseguir para el profesorado de educa- 
ción física una consideración análoga a la que 
tienen los profesores de las restantes materias 
en los niveles del sistema educativo que caen 
bajo su competencia. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE : Muchas gracias, 
señor Ministro. 

El señor Delgado tiene la palabra para rec- 
tificar, durante cinco minutos, si lo desea. 

El señor DELGADO RUIZ: Señor Presi- 
dente, señor Ministro, señoras y señores Se- 
nadores, yo diría que la respuesta del señor 
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Ministro, en el fondo, me la esperaba, y me la 
esperaba porque realmente los criterios que ha 
expuesto sobre este tema me parecen un poco 
pobres, un poco vagos y ciertamente no res- 
ponden a los criterios que un Gobierno, un 
Gobierno fuerte, en estos momentos debe te- 
ner, y porque realmente, señor Ministro, con- 
sideramos que el Gobierno no tiene unos cri- 
terios reales sobre el tema de la educación fí- 
sica. 

Ha basado el tema en que hay una Ley de 
Cultura Física y Deportes en el Parlamento, 
que se empieza a discutir ahora, y que esa ley 
dirá al Gobierno qué es lo que tiene que ha- 
cer. Partiendo de la base de que sería muy lar- 
go especificar aquí cómo nosotros entendemos 
esa Ley de Cultura Física y cómo entendemos 
una Ley General de Educación, donde tiene 
que estar el tema de la educación física, al 
margen de la Ley de Cultura Física y del De- 
porte, que en teoría no tendría nada que ver 
con el tema de la educación física del Minis- 
terio de Educación y del Ministerio de Uni- 
versidades e Investigación, al margen de eso, 
voy a decirle a Su Señoría que este Gobier- 
no tiene en sus manos la Ley General de 
Educación y ha sido incumplida totalmente en 
tres o cuatro aspectos, y el más claro de ellos 
es en el tema de las instalaciones. Todavía 
se están haciendo centros escolares sin ins- 
talaciones de ningún tipo y todavía se están 
haciendo aulas en los pocos espacios libres 
que les quedan a algunos centros escolares. 
Todavía se tiene a profesores de educación 
física en situaciones verdaderamente deplo- 
rables, y realmente la Ley General de Educa- 
ción está vigente hasta que se apruebe la nue- 
va Ley General de Educación. 

Ciertamente el Gobierno lo que ha hecho 
ha sido soltarle a la Cámara la pelota de que 
sea ella la que diga qué es lo que tenemos 
que hacer sobre el tema de educación física. 
Lo veo perfecto; la Cámara va a decir cdmo 
se ha de impartir esa educación física. De 
acuerdo. De aquí a un año, o quizá antes, 
vamos a ver si el Gobierno realmente asume 
lo que los socialistas decimos en cuanto a la 
impartición de la Educación Física, porque, si 
no, vamos a tener que interpelarle de nuevo 
al señor Ministro para decirle que el Gobier- 
no no está de acuerdo con nosotros en cuan- 
to a imparticion de la Educación Física. Nada 

más. ( E l  señor Ministro de Educación y Cien- 
cia, Otero Novas, pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE : Gracias, señor Del- 

Tiene la palabra el señor Ministro. 
gado. 

El señor MINISTRO DE EDUCACTOiN Y 
CIENCIA (Otero Novas): Señor Residente, el 
señor interpelante dice que se esperaba la 
contestación, y me parece que con ello de- 
muestra un alto índice de inteligencia. Si el 
Gobierno tuviera criterios diferentes que ex- 
plicar a la Cámara, creo que entonces el se- 
ñor interpelante, con mucha razón, también 
nos diría que éramos inconstitucionales, que 
estábamos invadiendo el papel del Parlamen- 
to, etc. 

Quiero decirle simplemente, para matizar, 
que la Ley de Educación Física de ninguna 
manera puede desentenderse de la ley que se 
está discutiendo en las Cortes: es absoluta- 
mente imposible, porque la educación física, 
naturalmente, tendrá que meterse dentro del 
contexto de la cultura física del país. 

Nosotros entendemos que primero tiene 
que ser la definición sobre cultura física y el 
departamento en general, para que luego, a 
la luz de los criterios, se haga la Ley de Edu- 
cación Física. 

El señor interpelante, por ejemplo, nos ha- 
bla -y yo lo he recogido también-, de la 
formación física integral. Esto es un concep- 
to general, es un concepto anterior al concep- 
to puramente educativo. Lo educativo es ins- 
trumental en este terreno. Este concepto ha- 
brá de ser definido por ustedes y nosotros 
(yo también soy miembro de las Cámaras), en 
esa Ley de Cultura Física y Deportes. A par- 
tir de ahi podremos presentar una Ley de Edu- 
ción Física, un Reglamento de Educación Fí- 
sica o lo que sea. 

Nos dice el señor interpelante que la Ley 
General de Educacion está incumplida. Bue- 
no. Yo quiero decirle que la Ley General de 
Educación está incumplida en muchos aspec- 
tos, en muchísimos aspectos está derogada y 
en otros va a estarlo. No creo que haya que 
sacar las cosas de quicio porque la Ley Ge- 
neral de Educación esté incumplida. De todas 
maneras, en este punto concreto el incumpli- 
miento digamos que es un incumplimiento fí- 
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sico. O sea, que no existe posibilidad, en un 
momento dado, de atender a todos los princi- 
pios que en su día fueron consagrados en la 
Ley General de Educación. 

Ya sabemos que tenemos Profesores de 
Educación Física mal pagados. Pero yo quiero 
decir al señor interpelante que hay profeso- 
res del mismo nivel y de niveles superiores en 
la vida española que están todavía peor paga- 
dos que los Profesores de Educación Física. 
Los Profesores de Educación Física me parece 
que, los que menos, cobran 27.000 pesetas y, 
desgraciamente, hay profeso,res que todavía 
cobran menos en nivel secundario. 

Por último, quiero matizar que no hemos 
de hacer exactamente lo que quieran los so- 
cialistas. Hemos de hacer lo que quieran las 
Cámaras al aprobar las leyes. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Saben los señores 
Senadores que se pueden consumir ahora tres 
turnos a cargo de Senadores que no perte- 
nezcan al Grupo Parlamentario Socialista del 
Senado, al que pertenece el señor interpelan- 
te. Invito a que se manifiesten los que estén 
dispuestos a intervenir. (Pausa.) Entiendo 
que sólo harán uso de la palabra el señor 
Montaner, del Grupo Parlamentario Socialis- 
ta Andaluz, y el señor Fernández-Galiano, 
de UCD. 

Tiene la palabra el señor Montaner, que dis- 
pone de diez minutos. 

El señor MONTANER ROSELLO: Señor 
Presidente, señoras y señores Senadores, se- 
ñor Ministro, en primer lugar, un saludo en 
esta mi primera intervención en esta Cámara, 
para de alguna manera apoyar lo que el re- 
presentante del Grupo Parlamentario Socia- 
lista del Senado ha dicho de la necesidad de 
que haya un pronunciamiento claro sobre el 
tema de la educación física. 

Los socialistas consideramos que esta edu- 
cación física forma parte de la educación in- 
tegral del ser y que, por tanto, debe ser una 
obligación no solamente de ciertos sectores 
de la sociedad, sino del Gobierno y, por con- 
siguiente, tiene que tener una pronta solución 
este problema. 

No voy a entrar en las consideraciones his- 
tóricas que tanto por parte del señor interpe- 

lante como por parte del señor Ministro se 
han expuesto para justificar la deficiencia del 
sector de la educación física arrastrada a tra- 
vés de la historia. No obstante, entiende el 
Grupo Parlamentario de Senadores Socialis- 
tas Andaluces que el Gobierno, de alguna ma- 
nera, ha abandonado la educación física den- 
tro de los centros escolares y, concretamente, 
dentro de los centros de EGB, que a nuestro 
juicio es lo más grave, porque ha dejado en 
manos de asociaciones privadas esta educa- 
ción física, y aunque es cierto que ha habido, 
por parte de los sectores de la Administra- 
ción, una serie de preocupaciones como decía 
el señor Ministro y unas posiciones volunta- 
ristas, también ha habido unos intentos de co- 
ordinación, en este caso, que han sido inefi- 
caces hasta el momento, entre los diferentes 
Departamentos Ministeriales, entre el Depar- 
tamento de Cultura y el Departamento de 
Educación. 

Los Socialistas Andaluces consideramos 
que esta coordinación es absolutamente nece- 
saria y es, además, obligatoria. Como decía 
el señor Ministro, es fundamental que exista 
una coordinación entre los distintos Depar- 
tamentos que en la actualidad tienen compe- 
tencia en materia de educación física y de- 
portes. No voy a hacer la caricatura que desde 
otros estamentos de información pública se 
ha hecho de las competencias que tiene, por 
ejemplo, el IRYDA, que tiene el Consejo Su- 
perior de Deportes, que tiene el Ministerio del 
Ejército, el Ministerio de Educación o el Mi- 
nisterio de Cultura. Hay una serie de Depar- 
tamentos que están incidiendo, a nuestro jui- 
cio, erróneamente, porque hay una ausencia 
total de coordinación ministerial que sea la 
que asuma estas obligaciones y le dé una 
pronta solución. 

Indudablemente, el Grupo de Senadores So- 
cialistas Andaluces apoyamos la propuesta 
de reconocimiento de la titulación y de la ca- 
pacidad profesional de los alumnos que están 
dentro de los Institutos Nacionales de Edu- 
cación Física. La respuesta clara de homolo- 
gación, que ha dado el señor Ministro, sobre 
esta formación que se va a impartir de la edu- 
cación física, tendrá que serlo al mismo nivel 
que el resto de los profesores dentro de la 
etapa de la formaci6n escolar. 

No obstante, quisiéramos dejar unas cuan- 
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tas ideas claras sobre el tema de la Ley de 
Cultura Física y Deportes, que los señores 
Senadores habrán tenido ocasión de estudiar, 
porque nos lo mandaron a todos a nuestras 
casas. Esta Ley de Cultura Física y Deportes 
es el fruto de una primera Asamblea General 
del Deporte que se celebró en diciembre de 
1977, donde, de alguna manera, diferentes 
sectores de la sociedad, como el sector de 
profesores, el sector de directores de instala- 
ciones, el sector de investigadores o de estu- 
diosos del tema y también, cómo no, sectores 
de la vida pública y sindical, pudieron parti- 
cipar y algunos lo hicimos así en esa Asam- 
blea General del Deporte, en la que se dieron 
las bases generales sobre lo que debería ser 
la educación física, el planeamiento material 
de las instalaciones, el deporte de competi- 
ción, el deporte de élite y el deporte popular, 
y que desde aquel diicembre de 1977 no ha 
tenido una concreción en una política del Go- 
bierno. 

Al margen de que esa Asamblea pudiera 
ser más o menos democrática, o que pudo 
haber sido más democrática, indudablemen- 
te, a través del Ministerio de Cultura y del 
Consejo Superior de Deportes se hicieron tres 
borradores de Ley de Cultura Física, y el ter- 
cer borrador es el que ahora, hace poco, se 
ha presentado en el Congreso de los Dipu- 
tados. Por si Sus Señorías no lo sabían, este 
anteproyecto de Ley de Cultura Física y De- 
porte ha sido contestado por todas las fuer- 
zas políticas, incluso desde sectores de la 
Unión de Centro Democrático. Se ha inten- 
tado que se abandone esta ley, porque hay 
enmiendas a la totaildad bastante justifica- 
das, por parte de expertos en el tema de la 
cultura física y del deporte, y lo que se inten- 
ta es que el Gobierno realmente asuma las 
obligaciones que tiene respecto a esta cul- 
tura física. 

Es loable la intención de que las directri- 
ces generales se asuman desde los requeri- 
mientos que, a través de las dos Cámaras, se 
hagan. No obstante, quisiéramos que el Go- 
bierno, desde esta posición no beligerante, 
sino de colaboración, fuera coherente con los 
propios acuerdos internacionales que ha asu- 
mido a lo largo de los últimos años. Me re- 
fiero, concretamente, a la Carta Europea del 
Deporte que, sin tener Ministerio de Deporte, 

‘irmaron representantes del Gobierno espa- 
iol ; a los Acuerdos Internacionales sobre 
21 Año Internacional del Niño ; a los acuerdos 
?n los que, incluso dentro de nuestra Consti- 
tución, en el artículo 43, se reconoce como 
2bligación del Estado el impartir una edu- 
ración física y desarrollar una Ley del De- 
porte. 

Quisiéramos decir claramente que los So- 
cialistas no compartimos esa idea generaliza- 
da que han desarrollado durante los últimos 
años los responsables de la educación física 
y el deporte, porque nosotros tenemos una 
postura política clara respecto a lo que debe 
ser la educación física, y tenemos unos cri- 
terios socialistas muy claros sobre hacia dón- 
de debe ir la educación física y el deporte. 
Esto está recogido en una publicación que ha 
salido a la luz pública hace pocos días y que 
se llama «Hacia un deporte popular», donde 
hay una alternativa concreta a estos proble- 
mas. Esto lo introducimos como un elemento 
de difusión, de debate, que pueda contribuir 
a que tengamos más luz para saber qué es lo 
que las diferentes Cámaras proponen sobre 
la educación física. 

Indudablemente, nosotros no vamos a man- 
tener unas posiciones dogmáticas, rígidas o 
inflexibles sobre nuestros criterios. Estos cri- 
terios los expondremos en las Cámaras. 

No obstante, quisiera, para terminar, decir- 
les que es necesario y urgente que planteemos 
la solución concreta de estos profesores de 
Educación Física, que se reconozca estia titu- 
lación, que se respete la Ley General de Edu- 
cación en el tema de las instslaciones, que se 
haga de una forma conjunta con los demás 
Ministerios que también hacen instalaciones 
deportivas, que tictualmente son insuficientes 
y se están asaltando esos espacios de deporte, 
de recreo y de ocio para hlacer instalaciones 
escolares que bajo ningún concepto vamos a 
denunciar que se hagan. Lo que intentamos 
los socialistas es que, existiendo estas situa- 
ciones límite de asalto del campo de deporte 
para hacer instahciones escolares, entende- 
mos que hay que tener un programa de prio- 
ridades claro, y no queremos que se abando- 
-ie ese frente de actuacibn ni ninguna respon- 
sabilidad de gobierno, en el sentido de que 
proponemos que se actúe en paralelo, en 
forma de peine, pana que nada quede por 
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detrás. Que en razón de la Constitnición todas 
las obligaciones sean del mismo grado. Y aquí, 
respecto a los andaluces quisiera deciros que, 
igual que tenemos, con relación al resto del 
territorio del Estado, mayor índice de analfa- 
betismo y, por lo tanto, mayor falta de escue- 
las, desde el marco de la descentralización del 
Estado, los socialistas andaluces pedimos, den- 
tro del tnaspaso de las transferencias del Go- 
bierno central a las autonomías, no sólo que 
esos centros de institutos regionales y nacio- 
nales de Educación Física se vayan pasando 
a los entes preautonómicos, sino que, además, 
los socialistas queremos que se posibiliten. 
respetuosos ante la ley, en razón del artícu- 
lo 148 de la Constitución, todas las compe- 
tencias que creemos debemos tener. 

Quisiera también decir que necesitmnos este 
traspaso de competencias, y que ofrecemos 
desde nuestro territorio andaluz la colabora- 
ción pana contribuir a nuestra cultura, para 
contribuir a la educación física y a la forma- 
ción derportiva del pueblo andaluz, con lo que 
contribuiremos a realizar nuestra historia y, 
cómo no, nuestro futuro. 

Muchas gracias. 

El señor .PRESJDENTE: Tiene la palabra el 
señor Femández-Galiano. 

El señor FERNANDEZ - GALIANO FER- 
NANDEZ : Señor Presidente, señores Senado- 
res, señores Mhistros, la vedad es que para 
quien me conoce, e incluso para quien simple- 
mente me ha visto deambular por los pasillos 
de la Cámara, parecerá un poco extraño que 
con mi fenotipo intervenga en un tema de 
Educación Física. 

La mayoría de los centros, ha dioho el se- 
ñor Delgado, carecen del espacio necesario 
para expansih física. Esta es una afirmación 
que yo niego, lporque durante la etapa en que 
yo he estado en el Ministerio se han construi- 
do multitud de centros, en la mayoría de los 
cuales, no digo, por supuesto, en todos, pero 
en la mayoría, junto a las aulas e instalacio- 
nes propiamente docentes ha existido o se ha 
construido un polideportivo, e incluso, cuando 
razones climáticas lo han aconsejado, un po- 
lidepartivo cubierto. 

Lo que ha ocurrido, lo que Ocurre y me 
temo que siga ocurriendo, es que el Minis- 

terio de Educación tropieza con un inconve- 
niente a veces absolutamente insoslayable. El 
Ministerio de Educación construye sus cen- 
tros escolares -me refiero a los niveles de 
EGB y de BUP, los que competen hoy al ac- 
tual Ministerio de ~Educación- sobre temenos 
facilitados por los Ayuntamientos, y no pue- 
den suponerse Sus Señorías lo que significa 
la lucha por la cmsecución de solares muni- 
cipales en los que instalar centros escolares. 
Yo comprendo que los Ayuntamientos, a su 
vez, tienen sus propios problemas patrimonia- 
les, que muchas veces son Ayuntamientos po- 
bres que no sólo carecen de solares, sino de 
las dotaciones presupuestarias adecuadas pa- 
ra la adquisición de 6 0 s  solares. Me acuerdo, 
anecdóticamente, de un Ayuntamiento que 
ofreció un solar al Ministerio para construir 
un grupo escolar, y cuando fue el arquitecto 
de Servicios Técnicos se encoiitró con que era 
un cementerio. Como estos casos han ocurri- 
do otros, como ofrecer solares en colinas, con 
una pendiente del 4.0 por ciento; es decir, 
absolutamente inadecuados para la cunstruc- 
ción de los centros docentes. Y entonces en 
alguna ocasión -y lo reconozco, porque fue 
así- hubo que morder los espacios destina- 
dos a la educacidn física para construir aulas 
para la imparticih de la docencia, pero por 
una absoluta necesidad, porque los niños ha- 
bía que escolarizarlos de alguna manem y 
porque en todo el término municipal el Ayun- 
tamiento era incapaz, y no es una censura, 
sino la expresih de una realidad, de ofrecer 
al Ministerio un solar adecuado para la cons- 
trucci6n del centro o del aulario en cualquier 
caso. 

Dice también el señor Delgado que en la 
mayoría de los centros docentes no se realiza 
la impartición de la enseñanza de educación 
física y que no hay profesorado. He tomado 
estas notas al hiio de su intervención y creo 
que son fieles. Esto es igualmente una afirma- 
ción gratuita que yo, desde luego, desmiento. 
Dice que cobran salarios bastante modestos. 
El Ministro ha contestado ya diciendo que, 
efectivamente, puede que lo sean, pero que 
no son, desgraciadamente, los más modestos 
que disfruta el personal que depende del Mi- 
nisterio de Educación. 

Hay un principio procesal según el cual la 
prueba incumbe al que afirma, no al que niega. 
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Yo niego que la realidad presentada por el 
señor Delgado sea tal, en los teirninos abso- 
lutos en que él la ha presentado. Yo, natural- 
mente, no voy a ser tan ut&pico como para 
decir que no hay deficiencias; las hay, pero 
afirmar que en la mayor parte de los casos 
existen esas deficiencias me parece, señores, 
un acto demagógico, una falta a la veracidad 
y yo debo negar esa realidad. 

El señor Montanes se ha referido al proyec- 
to de Ley de Eduoaci6n Física. Se ha Iamen- 
tado, lo mismo que el señor Delgado, de una 
aparente morosidad del Ministerio en su etapa 
anterior y en su etapa actual, en el sentido de 
la ordenación legal de las enseñanzas físicas. 
Yo, señores, puedo decirles a Sus Señorías 
que el problema es enormemente complejo, 
que el problema se ha intentado resolver des- 
de hace tiempo, pero que se ha tropezado, en 
primer lugar, con que era un tipo de ense- 
ñanza dependiente simultáneamente de la ex- 
tinguida Secretaría General del Movimiento 
y del Ministerio de Educación y Ciencia, con 
lo cual la dependencia funcional del profeso- 
rado era doble, con las consiguientes compli- 
caciones y complejidades que esto suponía a 
la hora de una reordenación de estas ense- 
ñanzas. 

Nos encontramos también con que algunos, 
bastantes, de los profesores que impartían, 
desde un punto de vista de los hechos, desde 
un punto de vista fáctico, las enseñanzas, no 
tenían la titulación mínimamente exigible, y 
nos planteamos entonces el problema de hasta 
qut5 punto podíamos tirar por la calle de en- 
medio, exigiendo una titulaci6n que dejara 
literalmente en la calle a muchos profesores 
que durante años habían venido impartiendo 
estas enseflanzas. 

¿Que no hay preocupación en el Ministerio 
de Eduoacióci actual por las enseñanzas de 
Educación Física? Yo quiero recordar que en 
Iris Escuelas de Formación del Profesorado de 
Educación General Básica, que son las Escue- 
las Universitarias específicamente dedicadas 
a la formación del profesorado que despues 
ha de dar enseñanza en ese nivel educativo, 
hay una opción específica para Educación Fí- 
sica, de manera que los futuros maestros (em- 
pleo el término tradicional, por otra parte tan 
lleno de abolengo) puedan elegir como espe- 
cialidad de impartición, en la actualidad, la 

Educación Física. Esto me parece que es una 
muestra de la atención que merece al Minis- 
terio la importición de estas enseñanzas de 
Educación Física. 

La realidad, señoms y sefiores, y con esto 
termino, es que los hechos son tozudos, están 
ahí, no se apartan de nuestro camino, y esos 
hechos y esos inconvenientes que, durante 
meses y, ¿por qué no decirlo?, durante años, 
se han enfrentado a una solución definitiva 
del problema de Educación Física son datos 
con los que el Gobierno, necesariamente, ha 
tenido que apechugar. Es muy fácil, desde 
los escaños de la oposición, denunciar demo- 
ras, denunciar incumplimientos ; pero cuando 
se enfrentan las personas encargadas de una 
responsabilidad gubernamental con esos he- 
chos tozudos que no quieren apartarse de 
nuestro camino, comprenden, entonces, que 
una cosa es predicar y otra dar trigo. 

Muchas gracias. 

El señor MONTANER ROSELLO: Pido la 
palabra por alusiones. 

El señor PRESIDENTE: Está cerrado el de- 
bate a esta interpelación. Invité antes a que 
se manifestaran *los señores Senadores que 
querían intervenir. Lo han hecho los que pi- 
dieron la palabra, y el debate se ha cerrado. 
Pasamos al siguiente punto. 

INTERPELACION DE DON JO'SE BEVIA 
PASTOR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

CION DEL DECRETO DE BILINGOISMO EN 
EL PAIS VALENCIANO 

SOCIALISTA, SOBRE URGENTE APROBA- 

El señor PRESIDENTE: Entramos en la in- 
terpelación formulada por el Senador don 
José Beviá Pastor, del Grupo Parlamentario 
Socialista, sobre urgente aprobación del De- 
creto de bilingüismo en el País Valenciano, 
publicado en el ((Boletín Oficial de las Cortes 
Generales)) número 10, del día 7 de junio de 
1979. 

Tiene la palabra el señor Beviá. 

El señor BEVIA PASTOR: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Senadores, yo deseo 
traer hoy a la Cámara de representación temi- 
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torial que de manera especial pienso que debc 
asumir el mandato de la Cmstitución de pro 
teger las culturas, tradiciones, lenguas e Ins 
titucimes de todos los pueblos de España 
la voz de los Senadores Socialistas del Paír 
Valenciano integrados en el Grupo Socialisti 
del Senado. Y, previamente, aunque parezcz 
a primera vista qwe no pueda tener una cone 
xión directa con e! tema, quisiera afirmar quÍ 
el iPaís Valenciano es ante todo una voluntac 
de pervivencia ; voluntad oscuna, soterrads 
tal vez, no ausente de contradicciones, perc 
voluntad firme de pervivencia. Frente al secu 
lar intento de negación oficial de la existencie 
del País Valenciano. frente a la larga oculta. 
c i h  y mmipulación de su historia y la pro- 
funda represión cultural de que ha sido objeto 
se ha mantenido vivo en la mayoría de los 
hombres y mujeres de sus comarcas el senti- 
miento de construir una comunidad diferen- 
ciada, el sentimiento de ser valencianos. 

Y queremos destacar aquí que sin duda ha 
sido su lengua, la lengua propia de la mayoría 
de las comarcas del País Valgiciano, el factor 
decisivo para la permanencia en esa concien- 
cia de nacionalidad, una lengua que ha resis- 
tido un secular proceso de castellanización 
impuesto por un aDarato del Estaldo uniforma- 
dor y cemtralista y secundado, por desgacia, 
con entusiasmo, por las clases dominantes del 
país, una lengua que intuitivamente el pueblo 
se negó a abandonar pese a que había sido 
radicalmente excluida de áreas tan importan- 
tes como era la de la Administración o la de 
la enseñanza. 
Y ha sido tambih  fundamentalmente en 

torno a Ird recuperación del idioma como se ha 
producido de modo especial en las últimas dé- 
cadas un importsntísimo renacimiento cultu- 
1m1 en el País Valenciano, renacimiento cul- 
tural agresivo por autodefensivo, porque se 
vio forzado a surgir como contestación a una 
cultum oficialista y fuertemente monopoliza- 
dora ; un renacimiento cultural que surge des- 
de un clima de crítica y revuelta estudiantil, 
una recuperación cultural que contra la vo- 
luntad de sus protagonistas se ha demrrolla- 
do sólo en amplias minorías del )País con unos, 
lógicamente, fuertes desequilibrios territoria- 
les, porque la censura y el dirigismo estatales 
cercenaron toda posibilidad de conectar am- 
pliamente con el pueblo valenciano que de 

alguna manera había sido el motor y era el 
destinatario de esta recuperación. Un renaci- 
miento cultural que prácticamente se vio obli- 
gado a reducirse al ámbito universitario, sin 
posibilidad, por una férrea voluntad cmtralis- 
ta y burocmtizada de la Administración, de 
extenderse a los otros niveles educativos, al 
nivel de la enseñanza básica o media, así co- 
mo Q otros niveles normales de la vida de 
los ciudadanos en las relaciones de éstos con 
la Administración, en los medios informativos, 
etcétera. 

(Por ello, señor (Ministro, cuando plantea- 
mos la urgencia de que nuestra lengua se 
incorpore plenamente al sistema educativo 
dentro del ámbito territorial del (País Valen- 
ciano, cuando reclamamos la urgencia del de- 
creto $de bilingüismo, negociado ya a fines de 
septiembre del año .pasado, tenemos bien pre- 
sente, por una parte, que estamos exigiendo 
un derecho básico de la persona humana: el 
derecho de todo niño Q recibir una formación 
lingüística adecuada de su lengua materna, de 
la lengua en que ha empezado a comprender 
y a comprenderse, de la lengua en que ha em- 
pezado a construir el mundo y a construirse a 
;í mismo; estamos reciamando el derecho de 
Lodos los habitantes del País Valenciano a co- 
mcer la lengua propia o la lengua del entorno 
:n que vive; estamos reclamando también, ce- 
'ior Ministro, que se cumplan unos principies 
iedagógicos básicos, principios que exigen que 
os niños reciban la educación y la enseñanza 
iai su lengua materna para que no se pro- 
luzcan unos saltos bruscos en el desarrollo 
7 en la evolución inicial de su pensamiento, 
,ara que el ocio creador que la aesklolb debe 
iignificar, cumpla su función sin ruptura con 
0 vida familiar ni con la vida de relación del 
iiño coa1 los otros niños; para que, en fin, la 
!scuela no sea un islote cercado, un islote 
otalmente ajeno al entorno del niño y que 
'ea capaz de generar sentimientos distintos 
L los sentimientos encontrados -diría yo- 
le sumisih-rebeldía, sino que esa escuela se  
bncuentre, inmersa sin violencias, sin solución 
le continuidad, en la realidad viva que en- 
ruelve al  niño. 

Es largo, muy largo, el tiempo en que en 
1 País Valenciano, como en otros muchos 
iueblos de España, la escuela ha hecho vio- 
m5a: «Que el maestro -ordena  un escrito 
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de 26 de marzo de 1787, un escrito de la Real 
Audiencia de Valencia al Alcalde Mayor de 
Novelda- no permita que los niños hablen 
el idioma valenciano)). Este ha sido, desde 
principios del siglo XVIII ,  como una perma- 
nente obsesión del poder central, obsesión 
mantenida duramente. En 1902, una Real Or- 
den llega a fijar la separación del Magisterio 
oficial, con pérdida de todos sus derechos, de 
aquellos maestros y maestras que enseñen a 
sus discípulos «en un idioma o dialecto que 
no sea la lengua castellana)). Y pienso que es 
ocioso traer hoy aquí disposiciones oficiales 
del régimen anterior pana evidenciar el estado, 
yo diría -y no quiero hacer alarmismos-, 
de persecución implacable, de absoluta pros- 
cripción a la que estuvieron sometidas durante 
ese período las lenguas de España que no 
fueran la oficial. 

Reclamar, pues, señor Ministro, para el País 
Valenciano el Decreto de bilingüismo pienso 
que es reclamar -como ya he dicho- un de- 
recho humano universalmente reconocido ; es 
reclamar el cumplimient:, de unos principios 
pedagógicos básicos; 2s reclamar, sí, la defi- 
nitiva rwptura con una triste y secular tradi- 
ción de violencia de la escuela; pero es, ade- 
más, también, en nuestro caso -y pienso que 
en algunos otros pueblos del Estado-, la ur- 
gente exigencia de que se ofrezca al pueblo 
valenciano !a posibilidad de iniciar, con la 
incorporación del idioma a s u  sistema educa- 
tivo, un proceso serio de normalización lin- 
güística. Porque la situación de disglosia en 
que nos encontramos -consumada casi la 
sustitución lingüística en algunas zonas- no 
se remedia con medidas parciales, como puede 
ser la que regula el empleo de las distintas 
lenguas españolas en las actuaciones de las 
Corlporaciones Locales, aunque lo valoremos 
muy positivamente. 

Se 'hace necesario, en efecto, normalizar el 
uso de estas lenguas distintas al castellano, en 
el campo de la Administración, como también 
en el campo de los medios de comuniaación 
social, y muy pronto habrá que preocuparse 
para que eso al menos se produzca en los 
medios de comunicación del Estado; pero, 
ante todo, es preciso normalizarla plenamente 
en el campo de la educación. Y no hay nada, 
creo que no hbay absolutamente nada que 
pueda justificar la conculcación del derecho 

de un pueblo a ser, a su  plena recuperación, 
ni por la vía directa de la coacción o la opre- 
sión ni por la más sutil, pero torpe en cual- 
quier caso, de las excusas, las dificultades o 
las dilaciones. 

El Consell del País Valenciano, desde el 
primer momento de su constitucióai, entendió 
que su papel no era el ser únicamente em- 
brión y motor de una autonomía que pudiera 
significar exclusivamente tratar de alcanzar 
unas cotas de libertad y bienestar, sino que 
erltendió que su tmbajo consistía, además y 
prioritariamente, en vertebmr un pueblo ase- 
dialdo, diría yo, desde tantas y tan viejas ne- 
gaciones; vertebrar un pueblo y conseguir 
una autonomía que fuera, ante todo, un acto 
de restitución histórica. Ese fue el primer ob- 
jetivo que el Consell s e  planteó. 

La normalización lingüística fue asumida 
desde esta perspectiva como un objetivo prio- 
ritario del Consell, y así, desde el primer mo- 
mento, estableció el uso indistinto del valen- 
ciano y castellano para sus actuaciones oficia- 
les; animó y orientó a los Ayuntamientos y 
comarcas valenciano-parlantes para que pudie- 
ran normalizar, a efectos administrativos y 
públicos, sus nombres respectivos y, sobre 
todo, puso un empeño y un énfasis especial en 
la incorporación del idioma al sistema educa- 
tivo. Por este motivo, y aunque no se tratase 
exactamente Ide una materia objeto de transfe- 
rencia, utilizó el cauce que permitía la Co- 
misión Mixta de Transferencias Administra- 
ción del Estado-Consell, para elaborar, a finex 
de septiembre del año pasado, y negociar un 
borrador de Decreto de bilingüismo que, PO: 
trámite de urgencia, el Consell aprobó porque 
había una cierta promesa verbal de que sería 
ratificado en Consejo de Ministros antes del 
día 9 de octubre, Día Nacional del País Va- 
lenciano. 

Se trataba, como el señor Ministro cono- 
cerá sin duda, de un proyecto realista; pre- 
veía el inicio de su aplicación para este curso 
próximo, para el curso 79-80, con el fin de 
disponer de un año para preparar adecuada- 
mente los medios necesarios para su efectiva 
entrada en vigor ; contemplaba la incorpora- 
ción de la lengua y cultura del País Valencia- 
no a los programas ordinarios de los niveles 
obligatorios de General Básica y de Preesco- 
lar previamente v también de Formación Pro 
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fesimal y Bachillerrato; partía de la realidac 
sociológica del País Valenciano y dejaba ai 
Consell la determinación de los centros en 
los que se pudieran desarrollar los programas 
en valenciano, en atención a la lengua mater- 
na de los alumnos y a las opciones de los pa- 
dres; preveía la creación de cátedras de len- 
gua y cultura del País Valenciano en los Ins- 
titutos de E3achillerato y en las Escuelas Uni- 
versitarias del profesorado de Educación Ge- 
neral Básica y establecía, en fin, la posibili- 
dad de habilitaci6n provisional del profeso- 
rado, así como la organización de cursos pana 
su formación y perfeccionamiento. Se trata- 
ba, en suma, pienso, de un proyecto acertado, 
flexible y realista. 

Pero ese mismo realismo exigía atender, 
desde el primer momento, las numerosas de- 
mandas de centros de estos niveles que solici- 
taban autorización y medios para impartir, 
ya en el curso 1978-79, clases de valenciano; 
centros que, con toda razón, esperaban que la 
existencia de m &gano de gobierno del País 
Valenciano, por mucha que fuera su provisio- 
nalidad, permitiera realizar, con más eficacia, 
la tarea que ellos, aprovechando unas veces 
el pequeño margen que la instrumentación 
existente les permitía o, a veces, al margen 
de esa legislación, habían venido desarrollan- 
do. Y así se consiguió del Ministerio, para el 
curso que ahora termina, un plan experimen- 
tal de enseñanza del valenciano, que -y es 
preciso conocerlo, pese a sus muchas limita- 
ciones- ha significado un paso importante 
hacia adelante. 

(Por vez primera en nuestro ámbito geográ- 
fico, cerca de 25.000 alumnos han podido 
estudiar su lengua en la escuela en igualdad 
de condiciones con cualquier otra materia. Es 
evidente que este primer plan exige, de una 
parte, una cmtinuidad y que, de otra, ha 
preparado ya la infraestructura precisa para 
su extensión. Pero lo que puede desarrollarlo 
con eficacia y extenderlo debidamente no es 
un segundo plan experimental, sino ,la entrada 
en vigor del Decreto de bilhgiiismo negocia- 
do con la Administmción hace ya más de ocho 
meses. Porque si es importante la cifra de 
unos 20.000 alumnos en el nivel de Educacidn 
General Básica que han podido seguirlo, no 
hay que olvidar que en ese mismo curso en 
el )País Valenciano había, si nuestros datos 

no nos engañan, en Educación General Básica, 
578.000 alumnos. De ellos, cerca de 400.000 
de comarcas valenciano-parlantes. Es decir, la 
realidad descarnada es que sólo -el 5 por cier 
to -y eso como una positiva novedad-, sólo 
el 5 por ciento, repito, de las comarcas 
valmciano-parlantes han podido estudiar, du- 
rante este curso, con normalidad o bien su 
propia lengua o, en los casos de aquellas 
ciudades de una muy fuerte inmigración, la 
lengua de su entorno. 

Consideramos, pues, que el plan experimen- 
tal ha cumplido satisfactoriamente sus obje- 
tivos y debe dejar paso, sin más ditlacimes, a 
la incorporación normalizada del valenciano 
al sistema educativo, dentro de nuestro ám- 
bito, con la publicación inmediata del corres- 
pondiente Real Decreto de Bilingüismo. 
Sin embargo, yo no quiero ocultar aquí h 

inquietud que ha despertado en muchos sec- 
tores del (País Valenciano el inexplicable re- 
traso en la aparición de este decreto, que en 
principio estaba como anunciado, yo diría ca- 
si prometido, para el 9 de octubre, y el Con- 
se11 10 ha repetido en varias ocasiones sin te- 
ner una respuesta concreta o una aprobación 
inmediata. Y quisiera SaIir al paso de un po- 
sible pretexto parra esa demora. Se ha dicho 
en alguna ocasión, y desde altos puestos de 
la Administración, que éste era en Valencia 
un «tema polémico». En el empeño de los 
valencianos por encontrar nuestras propias 
señas de identidad es cierto que, eai torno a 
alguna de ellas, de manem especial, se ha 
oficiado por algunos sectores de Valencia una 
impresionante ceremonia de la confusión. Y 
ha de ser, como ya se ha dicho en otra oca- 
sión en esta Cámara, en el seno del futuro 
Piaclamento del País Valenciano, o en el seno 
del plenario de parlamentarios - q u e  de algu- 
na manera lo prefigura-, ha de ser el lugar 
donde tenga que producirse un debate sobre 
estas cuestiones en profundidad. Pero en tor- 
no al tema de la lengua, por tratarse de una 
,uestión exclusivamente cientifica, el propio 
Zonsell -forzosamente ambiguo en algunas 
xasiones, por su conformación política plu- 
*al- ya se manifestó con c1arida.d cuando 
;olicito el Decreto de bilingüismo. 

Yo lamento que aquí -y han hecho muy 
3ien SS. SS. de tomarse un respiro con ante- 
5oridad-, y a estas alturas del debate, pueda 
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robar un poco de tiempo a SS. SS. declarando 
quizá obviedades. Quizá sea éste uno de los 
más tristes sinos que parece pesar sobre los 
españoles : estar condenados 0 perder el tiem- 
po, cuando todo o casi todo falta por hacer, 
discutiendo obviedades. Pero lo hago porque, 
a veces, y ante determinadas cuestiones, el 
Gobierno muestra como unos irireprimibles 
escrúpulos democráticos, y, sinceramrnte, 
uno llega a considerarlo capaz de plantear un 
referéndum sobre el producto de 2 por 2, 
cuando desde algunos sectores pueden acusar 
que el resultado 4 {puede ser autoritario. Ade- 
niás -y esto no son ya suposiciones, sino 
hechos, como el compañero y Senador Cuco 
manifestó en la última sesidn del Senado-, 
hemos podido constatar una, yo diría, casi in- 
creíble capacidad de inhibición en situaciones 
vergonzantes de algambías, rabiosamente 
agresivas, contra instituciones y perscmas re- 
presentantes autenticas del pueblo. 

Ante el temor -y ojalá que gratuito, por 
mi parte- dc que cualquier montaje callejero 
o unas cuantas «cartas a1 Director)), bien in- 
ducidas, puedan paralizar la decisión que los 
valencianos exigimos de la Administración, 
por ese motivo ruego disculpen SS. SS. mis 
obviedades. 

¿Cuál es la lengua de la mayoría de las co- 
marcas valencianas? ¿Que lengua es ese va- 
lenciano que pretendía el Consell que se in- 
corporara, y pretende que se incolnpore, al sis- 
tema de enseñanza de su territorio? ¿Hará 
falta traer el testimonio unánime de todos los 
romanistas para afirmar que el valenciano es 
una variante de una lengua común que se 
habla principalmente en Cataluña, Baleaires y 
el País Valenciano? 

Creo que todos conocemos de sobra que el 
valenciano es el nombre genérico que se da a 
las diferentes variantes habladias en el País 
Valenciano de esa lengua unitaria que se ex- 
tiende de Salses a Guardamar, de Fraga a 
Mahón y a la sarda Alguer, y que actualmente 
se conoce científicamente como catalán, sin 
que la homonimia con el área catalana signi- 
fique ninguna preeminencia especial para es- 
ta zona. 
Y el reconocimiento de esa unidad de la 

lengua no significa, en absoluto, la renuncia 
a las modalidades propias del valenciano, con 
tal que no sean barbarismos o vulgares co- 

rrupciones lingüísticas. Decía el Consell : «En 
la lengua a enseñar se dará preferencia a las 
modalidades y rasgos específicos del valen- 
ciano, tanto en lo que se refiere a la fonética 
como a la morfosintaxis o al léxico)). Y las 
gramáticas que se publican hoy día en el País 
Valenciano, especialmen te aquellas que publi- 
ca directamente u orienta la propia Universi- 
dad de Valencia, Q través de su Instituto de 
Ciencias de la Educación, tienen muy en cuen- 
ta todas estas particularidades. Esas variantes 
no se oponen en absoluto a 1,a unidad idiomá- 
tica de base; al contrario, la enriquecen, co- 
mo enriquecen el castellano las variantes de 
Andalucía, las de Canarias o las múltiples 
variantes de América latina. Más aún; no hay 
ningún inconveniente en que se mantenga el 
mismo nombre de «valenciano)) que ha tenido, 
por razones diversas, una larga tradición, con 
tal de que exista siempre una clara concien- 
cia de la unidad básica del idioma. 

Les aseguro, sinceramente, señoms y seño- 
res Senadores, que hago todas estas afirma- 
ciones con la incomodidad de saberme decla- 
rando obviedades. Porque es absurdo, o de- 
bería ser absurdo, recordar al Gobierno que 
no nos encontramos ante ningún invento no- 
vedoso; que la pervivencia y desarrollo de 
nuestra lengua pasa necesariamente por el re- 
conocimiento de esa unidad matizada, unidad 
que lleva en su historia - u n a  historia car- 
gada de negaciones y de opresión- el viejo 
y soberbio bagaje de un Eiximenis, Vicent Fe- 
rrer, Ausías March o Joanot Martorell; uni- 
dad que arrastra, tras los intentos del pasado 
siglo de un Teodoro Llorente o Constantí 
Llombart, todo el esfuerzo, todo el rigor y 
toda la carga de honestidad de escritores, in- 
vestigadores y entidades cultumles valencia- 
nas que, ante el sentimiento de su propia res- 
ponsabilidad por el mantenimiento de su len- 
gua y conscientes de que esa lengua es la 
más alta mmifestación de la personalidad de 
un pueblo, firmaron en Castellón, en 1932, 
unas normas ortográficas unificadoras. De 
acuerdo con ellas, durante toda la guerra civil 
y a su  termino, y hasta ahora, los valencianos 
han publicado en su lengua más de 1.200 tí- 
tulos, y se puede cifrar quizá en más de cien 
(dos por semana, aproximadamente) los li- 
bros que este mismo año se están publicando 
en esa misma lengua en el País Valenciano. 



Desde entonces, y hastma la fecha, la unidad 
ortográfica y gramatiaal, lograda con tanto 
esfuerzo, se ha mantenido plenamente por los 
escritores valencianos, alguno de los cuales, 
como Vicente Andrés Estellés, se ha manifes- 
tado como uno de los mejores poetas españoles 
contemporáneos. 

En suma, señoras y señores Senadores, es 
toda una voluntad en acción la que tiene en 
este momento el pueblo valenciano de salvar 
a ese mismo pueblo en su desmemoria, desde 
el nervio de la lengua. 

Frente a todo ello, los intentos iniciados, po- 
dríamos decir, aunque ya previamente se ha- 
bían producido algunos conflictos, pero los 
intentos iniciados recientemente, en 1977, de 
segregamiento del valenciano de su comuni- 
dad idiomática por (personas que ni siquiera 
pertenecen al campo de la Filología, que tra- 
tan de aumentar, artificialmente, las diferen- 
cias del valenciano, introduciendo apenas po- 
co más que unas cuantas variantes en el cam- 
po de la ortografía ; todos esos intentos, digo, 
no deberían merecer, en una situación míni- 
mamente seria y racional, otro calificativo que 
el de «peregrinos». Sin embargo (y de ahí 
tambiéri nuestros recelos) , la Administración 
-y perdórienme la expresión- se despachó, 
en vísperas del referéndum de la Constitución 
Española, con la publicación y difusión e n  el 
País Valenciano de una versión, yo diría que 
peregrina, del texto constitucional, de acuer- 
do con estos criterios peregrinos. Y no le ím- 
portó a la Administración situarse frente al 
mundo de la cultural, frente a todas las Uni- 
versidades, no le importó situarse frente a la 
propia Universidad de Valencia, cuya Facul- 
tad de Filología había elaborado, unos meses 
antes. un informe técnico sobre la lengua au- 
tóctona del Pars Valenciano, ante la confusión 
de sectores muy concretos que trataban de 
alimentar para dividir al pueblo. No le impor- 
tó situarse frente a la Real Academia Españo- 
la, frente a las puntualizaciones que habían 
hecho en el año 1975 académicos como Dá- 
mas0 Alonso o Vicente Alexandre, Lapesa, 
Camilo José Cela, Alarcos, Alvar o Laín En- 
tralgo. Vimos con asombro los valencianos 
cómo la Administración se enfrentaba a la 
ciencia y a la historia sin ningún rubor. Real- 
mente, yo no sé si pudo ser un irreprimible 
deseo de hacer populismo frente al Consell lo 

que le llevó a cometer aquel lamentable aten- 
tado cmtra el patrimonio cultural del País 
Valenciano ; atentado que tuvo que corregir, 
poco después, en la versión de la Constitución 
que se publicd en el (Boletín Oficial del Es- 
tado». 

Los Senadores socialistas valencianos es- 
tamos seguros, señor Ministro, que el nuevo 
equipo de Educación no va a actuar con esa 
actitud dicotómica o bifronte que pudiera lle- 
varle a ignorar ante el pueblo la opinión de 
las propias instituciones científicas o educa- 
tivas, en aquellas materias que son especí- 
ficas de ellas. Yo estoy seguro que el Par- 
tido en el Gobierno no tendrá un comporta- 
miento esquizofrénico, es decir, una especie 
de razón o de sentido de la cordura o de la 
sensatez, como roto o dividido en dos, que 
casi sería más un comportamiento, no sé, 
como polifrénico, como una practicona y 
adaptable poli-razón, defensora, a veces, has- 
ta la histeria, de contrarios, afirmadora de 
irracionalidades con tal de sacar beneficio de 
todas las aguas, algunas de ellas no demasia- 
do limpias. 

Ante estas dudas, hemos pedido en esta 
interpelación que el Gobierno explique cuá- 
les han sido las causas del retraso de la apro- 
bación y publicación del Decreto de bilingüis- 
mo para el País Valenciano. 

Repito que, Sinceramente, confiamos en 
que los nuevos responsables de la política 
educativa del Estado no incidirán en los erro- 
res señalados; confiamos en que tendrán 
la capacidad de gobierno suficiente para 
afrontar el tema en seguida y para plantearlo 
desde la racionalidad ; porque la racionalidad 
política exige no adoptar criterios diferentes 
a los universalmente reconocidos por las au- 
toridades científicas de cada materia; la ra- 
cionalidad mínima exige -y creo que lo exi- 
ge también una mínima honestidad- no con- 
tribuir a enfrentar el pueblo a la cultura; 
porque tratar de halagar con falacias el amor 
propio de sectores populares, tratar de avivar 
los recelos de gentes sencillas abonando su 
orgullo con el mito de la lengua autóctona y 
aborigen, contra el criterio unánime de la 
ciencia y la Universidad es un juego creo 
que demasiado sucio para algunas fuerzas 
que aspiren a ser tenidas por democráticas 
y mínimamente progresistas. Conviene no ol- 
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vidar la llamada de Dámaso Alonso en la 
conferencia que hace unos días envió al pri- 
mer Congreso Internacional de Escritores de 
Lengua Española, sobre la necesidad de con- 
servar la unidad del español, no una unidad 
total, pero sí una unidad básica. Si es verdad 
que hacemos nuestra la afirmación de la 
Constitución de que la riqueza de las distin- 
tas modalidades lingüísticas de España es un 
patrimonio cultural de todos los españoles 
que debe ser objeto de especial protección, 
conviene recordar, conviene tener muy en 
cuenta la advertencia de Dámaso Alonso con- 
tra la fragmentación, porque esa advertencia 
es válida también -y yo diría que, si cabe, 
en mayor medida, por ser minoritaria- para 
las otras lenguas españolas distintas del cas. 
tellano. 

Desde este planteamiento, señor Ministro, 
y desde la urgencia de avanzar hacia la nor- 
malización lingüística de nuestro pueblo en 
el campo de la educación, hemos querido co- 
nocer la intención del Gobierno respecto a 
la aprobación y publicación inmediata del 
Real Decreto que regule la incorporación del 
valenciano al sistema escolar dentro de nues- 
tro área, así como si efectivamente mantiene 
su decisión de que esa entrada en vigor se 
produzca, tal como se había acordado inicial- 
mente, en el próximo curso escolar 1979-80. 
Muchas gracias. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE : En nombre del Go- 
bierno, tiene la palabra de nuevo el señor 
Ministro de Educación. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION Y 
CIENCIA (Otero Novas) : Señor Presidente, 
señoras y señores Senadores, la contestación 
a esta interpelación por parte del Gobierno 
no es, en absoluto, polémica. Quiero anticipar 
que el Gobierno, en modo alguno, quiere en- 
trar en las pequeñas o grandes polémicas in- 
temas, eso es indiferente, que puedan exis- 
tir en el País Valenciano. Entendemos que 
este es un tema que no es del Gobierno, sino 
del propio País Valenciano y de sus órganos 
representativos. 

En este sentido, quiero decirle, por con- 
testar a algo que ha indicado el señor inter- 
pelante al final, que la Administración no 
hizo la traducción de la Constitución que se 

divulgó antes del referéndum, sino que ésta 
fue una traducción, digamos, de los servicios 
de propaganda del referéndum constitucional. 

Lo que sí fue una actuación administrativa 
fue la traducción que se hizo de la Constitu- 
ción a la lengua del País Valenciano y que se 
introdujo en el ((Boletín Oficial del Estado)). 
Esta traducción, que parece ser del agrado 
del sefior interpelante, fue consultada con 
representaciones del Consell del País Valen- 
ciano ; es decir, cuando la Administración 
realiza como acto propio una traducción tiene 
en cuenta el criterio de los órganos represen- 
tativos del País Valenciano. La anterior no 
era un acto de la Administración. 

Dicho esto, prácticamente todo el conteni- 
do de lo que nos ha dicho el señor interpe- 
lante creo que podría haberlo oído también 
perfectamente de mis propios compañeros de 
partido e incluso todo lo que ha dicho el se- 
ñor interpelante, con la matización de las 
cuestiones internas del País Valenciano, po- 
dría haberlo dicho yo mismo, absolutamente 
todo. 

Después de cientos de años, durante los 
cuales las diversas lenguas y culturas de Es- 
paña, con la única excepción del castellano, 
no solamente no han sido protegidas, sino 
que de alguna forma han sido combatidas, 
comprendo perfectamente, como miembro 
del Gobierno, e incluso en mi condición de 
gallego parlante desde mi infancia, que las 
distintas regiones y nacionalidades de Espa- 
ña sientan que cada semana que se produce 
un retraso en la incorporación de la lengua 
propia al sistema educativo es como si fue- 
ra un siglo. 

Quiero decir, pues, que yo comprendo per- 
fectamente los sentimientos que inspiran la 
interpelación que hoy nos hace el señor Be- 
viá Pastor. No podemos, sin embargo, igno- 
rar las naturales dificultades que tiene este 
proceso. Las aspiraciones de los diversos 
pueblos de España en ese terreno no queda- 
rían satisfechas muchas veces con la mera 
publicación de un decreto en el que se reco- 
nozca solemnemente el derecho de las len- 
guas vernáculas a estar en el sistema edu- 
cativo. Es preciso promulgar un decreto 
cuando las condiciones objectivas permitan 
que este derecho se ejercite efectivamente. 
Un decreto de esta naturaleza, si no está 
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garantizada su operatividad, no resolvería 
nada, sino que, al contrario, añadiría nuevos 
motivos de frustración para las distintas re- 
giones y nacionalidades de España. 

Lo que está claro es que el Gobierno na 
abriga ningún intento dilatorio en la pro- 
mulgación de las disposciones que han de 
incorporar las distintas lenguas del Estado 
español al sistema educativo; al contrario, el 
Gobierno quiere respetarlas, fomentarlas y 
potenciarlas de acuerdo con la Constitución. 

Esta declaración no es solamente un gesto 
para caer bien. Creo que es una declaración 
que está avalada por los hechos. A la luz de 
los principios constitucionales que son la 
base y el fundamento para esta política, an- 
tes de la promulgación de la Constitución, 
en un caso, y después, en otros, se han ido 
dando los pasos necesarios para normalizar, 
en este sentido, una situación que no era nor- 
mal después de muchos cientos de años. 

Hemos dictado ya el Decreto de bilingüis- 
mo de Cataluña, que ya está aplicándose ; he- 
mos dictado el Decreto de bilingüismo del 
País Vasco, que en estos días estamos estu- 
diando para su publicación en el próximo 
curso. Previsiblemente promulgaremos en 
pocos días el Decreto de bilinguismo de Ga- 
licia, y tenemos en avanzado estudio el De- 
creto de bilinguismo del País Valenciano, co- 
mo nos ha recordado el señor interpelante. 
Incluso hemos iniciado ya conversaciones y 
contactos para el estudio del Decreto de bi- 
lingüismo del País Balear. 

El interés del Gobierno por ese tema no 
queda desmentido, entiendo, por el retraso 
a que se refiere el interpelante, porque como 
también el mismo nos ha reconocido, en el 
curso pasado hemos dictado unas normas pa- 
ra un plan experimental de enseñanza de la 
lengua del País Valenciano ; plan experimen- 
tal que se ha aplicado en EGB y BUP, 
y cuyos resultados pueden ahora, a partir de 
estos días, comenzar a ser evaluados. Creo 
que la evaluación de estos resultados es ab- 
solutamente necesaria antes de dictarse el 
Decreto de bilingüismo. Esta es una de las 
razones por las cuales el Decreto de bilin- 
güismo, lógicamente, debía esperar a la fina- 
lización del plan experimental, porque, si no, 
no sería un plan experimental. 

No se puede negar, sin embargo, que, efec- 

tivamente, el Decreto de bilingüismo para el 
País Valenciano padece un retraso que no 
puede hacerse mayor si queremos -y nos- 
otros lo queremos- que pueda ser operati- 
vo en el curso próximo. En cualquier caso, 
no se trata de un retraso «sine dien, de nin- 
guna manera, señor interpelante, y que no 
tenga una explicación suficiente ; por una 
parte, en la finalización del plan experimen- 
tal que, como he dicho, se concluye estos 
días; por otra parte, en el proceso electoral 
que ha tenido nuestro país, en el cambio de 
Gobierno y en el cambio de los órganos re- 
presentativos del País Valenciano. 

Todo esto explicaría asimismo que desde 
mi incorporación al Departamento de Educa- 
ción no hayan podido hacerse presentes en 
demanda de la pronta publicación del Decre- 
to de bilingüismo los representantes del pue- 
blo valenciano, representantes que, natural- 
mente, han cambiado en estas semanas. 

Después de estos acontecimientos, ¿cuál 
es la posición del Gobierno en relación con 
el tema objeto de la interpelación? Creo que 
es muy sencilla, y ya se deduce de lo que 
antes he expuesto. El Gobierno quiere reanu- 
dar inmediatamente los contactos con el Con- 
se11 resultante de las útimas elecciones para, 
primero, evaluar los resultados del plan ex- 
perimental, para terminar de perfilar los 
acuerdos ya iniciados y para proceder, en su 
caso, como ya esperamos, a la urgente y 
pronta publicación del Decreto de bilingüis- 
mo del País Valenciano; un decreto que, si 
el acuerdo es el que esperamos, permitiría 
la aplicación práctica a partir del próximo 
xmo.  Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE : Muchas gracias, 
señor Ministro. 

Señor Beviá Pastor, ¿quiere apurar el turno 
ie rectificación? (Pausa.) Tiene la palabra el 
señor Beviá Pastor. 

El señor BEVIA PASTOR: Solamente unas 
3alabras, en primer lugar para agradecer la 
imabilidad del señor Ministro de venir a dar 
*espuesta a estos interrogantes que hay en 
:1 País Valenciano. En segundo lugar agra- 
lecerle esta buena noticia de que en el pró- 
rimo curso habrá entrado en funcionamiento 
!n el País Valenciano y será aplicado ese De- 
:reto de bilingüismo. 



SENADO 

- 223 - 
19 DE JUNIO DE 1979.-Nú~. 8 

Ha dicho que, efectivamente, no siempre 
los derechos conviene que sean publicados 
o reconocidos en el momento en que uno lo 
desearía, sino cuando se dan las condiciones 
objetivas. Pienso que los derechos están re- 
conocidos en la Constitución, que la legisla- 
ción lo que tiene que hacer es desarrollarlos 
y que, por otra parte, también consideramos 
los valencianos que se dan las condiciones 
objetivas en el País Valenciano para que pue- 
da ser aplicado con eficacia este decreto, 
puesto que, efectivamente, entre las grandes 
ventajas de ese plan experimental, a pesar 
dc sus limitaciones, ha sido el preparar la 
infraestructura para permitir que pueda real- 
mente desarrollarse con eficacia y sin dar 
lugar a frustraciones. 

Pienso, pues, que está en condiciones, re- 
pito, el País Valenciano de que se inconpore 
al sistema educativo el estudio de este idio- 
ma, que es mayoritario a lo largo de todo el 
País Valenciano. 

Después, señor Ministro (esto es una cosa 
de pasada), simplemente quería indicarle que, 
independientemente de quién fuera el encar- 
gado de la traducción de 'la Constitución, fue 
para mí, desde mi punto de vista personal y 
desde el punto de vista de muchos sectores, 
un desacierto. Porque si la Administración no 
hizo esa traducción, ¿quién la hizo? ¿Con 
qué fondos? ¿A qué organismo fue abonada 
aquella traducción? 

En último término se trataba de un ser- 
vicio de propaganda cuya vinculación al Go- 
bierno debe ser estrecha y desde ese punto de 
vista se podría decir al Gobierno -y no soy 
quién para dar consejos- que cuidáramos en 
otra ocasión un poco más esos servicios de 
propaganda. 

Lo que sí me ha preocupado ha sido esa 
manifestación de extremo sentido Ijiberal que 
ha expuesto el señor Ministro. Ha dicho que 
la Administración no entra en cuál es la len- 
gua de los valencianos. Efectivamente, noso- 
tros no pedimos una definición política sobre 
la lengua de 110s valencianos; lo que sí ped5- 
mos y sí es importante es que desde la Ad- 
ministración, para una correcta política edu- 
catica, es imprescindible que los órganos del 
Ministerio correspondiente, en este caso el 
Ministerio de Educación, a nivel de inspec- 
ción, etc., traten de que la enseñanza que se 

pueda impartir sea una enseñanza de ca- 
lidad; yo difícilmente veo que pueda haber 
una enseñanza mínimamente de calidad, se- 
ría, si no es una enseñanza que vaya de 
acuerdo, yo diría, con la verdad histórica, y 
si no quieren entrar tan a fondo, sí d'iría con 
el criterio unánime de la ciencia filoldgica 
actual. Y eso sí creo que compete a la Ad- 
ministración: que esa enseñanza, por cuya 
eficacia y por cuya calidad debe vdlar, tie- 
ne que ir de acuerdo con el criterio cientifico 
actual. 

No creo que pueda implantarse un tipo de 
lengua que sea contraria, tratándose de una 
lengua románica, a la opinión unánime de 
los romanistas. Pienso que no puede ser una 
lengua contraria a la que manifiestan todas 
las Universidades. En el caso del País Va- 
lenciano, para nosotros el punto de referen- 
cia en lo cultural, en lo científico más inme- 
diato es la Facultad de Fimlología de la Univer- 
sidad de Valencia. ¿Quién está legitimado 
para hablar sobre la lengua? Yo soy pro- 
fesor de griego antiguo, y Socrates, mudhas 
veces, cuando la gente le preguntaba: (Pero 
para eso, ¿cómo se ha de decidir?)), con- 
testaba: qQui6n es aquel que ,puede hablar 
de caballos? El que entiende de caballos)). 
La Administración no puede quedarse al mar- 
gen, aunque sea con una intención inmejora- 
ble. No puede seguir una política de lavarse 
las manos frente a los compromisos con la 
Universidad. El Ministerio de Educación, por 
mucho que esté separado de la Universidad 
desde un punto de vista organizativo, no pue- 
de actuar con criterios ajenos a'l criterio de la 
Universidad. 

Solamente quería decir al señor Ministro 
que en este sentido esperamos también del 
nuevo gabinete de Educación, con toda con- 
fianza, que esos criterios sean racionales y 
que haya una profunda coherencia entre la 
Universidad y el Ministerio de Educación. 

señor Ministro de Educación. 
El señor PRlESIDENTE: Tiene la palabra el 

El señor MINISTRO DE EDUCACION Y 
CIENCIA (Otero Novas): Brevemente, señor 
Presidente, para decir que estoy conforme 
con que hay que hacer una enseñanza de ca- 
lidad, y ésta, en materia de lengua, debe ser 
según la verdad histórica. 
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Pero quiero decir que sigo entendiendo que 
no es la Administración central la que debe 
decidir cuál es la verdad histórica del País Va- 
lenciano, y me parece que el ,Conse11 del País 
Valenciano entiende exactamente igual, y por 
eso en el proyecto de decreto que estarnos 
estudiando y negociando se contiene la so- 
lución conjunta de algunos de estos pro- 
blemas. 

Naturalmente, la Administración central ha 
de pedirle al Consell del País Valenciano que 
nos diga cuál es la verdad histórica. Y noso- 
tros podemos tener alguna opinión (yo perso- 
nalmente la tengo, no conozco demasiado la 
lengua valenciana, pero la tengo y me la 
guardo). Creo que es la opinión del Consell 
del País Valenciano la que debe pesar ante la 
Administración central. 

El señor PRESIDENTE: Hay algunos Se- 
nadores con vocación de intervenir. Si hay 
más de tres, puede la Cámara autorizar que 
se aumenten los turnos. Por consiguiente, que 
levanten la mano los señores que deseen in- 
tervenir. (Pausa.) 

Han pedido la palabra los señores Senado- 
res Iriarte Errazti, Pons Pons, Andeu i Abe- 
110 y Broseta Pont. 

Siguiendo el orden de la costumbre, tiene 
la palabra el señor Pons por el Grupo Mixto. 

El señor PONS PONS (desde los escaños): 
Señor Presidente, señoras y señores Senado- 
res, antes de empezar quiero aclarar que por 
pertener al Grupo Mixto, y debido a la di- 
versidad de posturas que en él reglamenta- 
riamente se acogen, estoy hablando a título 
personal. Por tanto, en lo que toca a este 
tema sobre el Decreto del Bilingüismo en el 
País Valenciano, es una opinión personal y 
de ninguna manera implica que los otros com- 
ponentes dell Grupo Mixto se adhieran a mis 
palabras. 

El señor PRESIDENTE: Señor Pons, ,no he 
debido decir <cpor el Grupo Mixto)), sino «del 
Grupo Mixto)), puesto que son señores Sena- 
dores que no pertenezcan al Grupo interpe- 
lante. Tiene razón S. S .  y, por tanto, puede 
hablar a título personal. 

El señor PONS ,PONS: Son dos las razones 
que me han impulsado a intervenir: primera, 

porque en las islas Baleares y Pitiusas hay 
una realidad sociolingüística que es pareci- 
da a la que está presente en el País Valen- 
ciano. Las palabras del Senador señor Be- 
viá podrían ser, casi casi, las mismas refe- 
ridas a nuestras islas, haciendo ciertas 
salvedades porque, por una mayoría abruma- 
dora, el pueblo que habita estas islas es ca- 
talano-parlante en la realidad de nuestras pro- 
pias islas. Por lo tanto, el pueblo está pa- 
deciendo, en realidad, una situación de 
disglosia; y esta situación de disglosia hace 
que hablemos y escribamos incorrectamente 
el castellano y que el conocimiento cientí- 
fico que tenemos de nuestra propia lengua 
sea también francamente deplorable. 

Además, el segundo motivo es, si no me 
falla la información, que el Consell Interin- 
sular de las islas Baleares y Pitiusas está a 
punto de presentar, y negociar posteriormen- 
te, un Decreto de bilingüismo referido a nucs- 
tras islas, según manifestaciones de personas 
directamente vinculadas al Consell Interin- 
sular y que han aparecido en la prensa, y las 
propias palabras del señor Ministro creo que 
han dado fe de esta intención. 

No creo que una táctica también dilatoria 
-y veo que el señor Ministro no quiere usar 
tácticas dilatorias referidas a nuestras is- 
las- fuera beneficiosa para nadie y mu- 
cho menos para nosotros, que estamos su- 
friendo y [padeciendo esta situación de pen- 
sar en un idioma y, a veces, tener que hablar 
en otro. 

La diversidad de las lenguas en España es 
una realidad; se ha intentado -y esto se ha 
dicho en esta Cámara- incluso a veces por 
la fuerza aplastar estas culturas, pero no se 
ha conseguido. No sólo no se ha conseguido, 
sino que el renacimiento que se ha produ- 
cido en estas culturas ha sido muy fuerte, so- 
bre todo de unos años a esta parte. 

Nosotros creemos que en un decreto de bi- 
lingüismo el estudio de la lengua materna 
debe ser obligatorio para todos y no preten- 
demos, con esta obligatoriedad, que no se 
estudie y que no se conozca el castellano. 
Estamos convencidos de que nuestros alum- 
nos, nuestro pueblo, conocerá y utilizará mu- 
cho mejor el castellano si conoce perfecta- 
mente su propia lengua. Y en esto quiero ha- 
cer referencia a un párrafo de un escrito pu- 
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blicado en la prensa balear por una filólo- 
ga, que dice que «el conocimiento de la len- 
gua debe ser una tarea normal de todos los 
estudiantes y no una heroicidad de los alum- 
nos extraordinarios». 

Después de las palabras del señor Minis- 
tro estoy tranquilo; creo que también com- 
prenderá la postura del pueblo de las islas 
y que hará lo posible porque en el próximo 
curso, si no hay dificultades técnicas, como 
ha expresado, se pueda dar cumplimiento a 
este párrafo cuarto del Preámbulo de la Cons- 
titución y al artículo 3.", párrafo segundo y 
tercero, y que también en las islas podamos, 
o puedan nuestros alumnos, hablar, escri- 
bir y aprender en nuestra propia lengua. 

Muchas gracias. 

El señor 'PRESIDENTE: Gracias, señor 
Pons. Estoy seguro que aceptará que s610 a 
la benevolencia de la Presidencia es debido 
que haya apurado su intervención. Estamos 
en el curso de una interpelación que afecta, 
concretamente, a la urgente aprobación del 
Decreto de bilingüismo en el País Valenciano. 
El señor Pons está en su derecho de hacer 
una interpelación del Decreto de bilingüismo 
en las islas Baleares, pero no podemos salir- 
nos de la cuestión, y terminada su interven- 
ción, que he respetado, me permito llamar la 
atención de los señores que vayan a inter- 
venir 'para que se ciñan al tema que ha sido 
objeto de la interpelación. Tiene la palabra 
el señor Iriarte, del Grupo de Senadores 
Vascos. 

El señor IRIARTE ERRAZTI: En realidad, 
señor Presidente, mi idea, en principio, era 
solidarizarme en nombre de mi Grupo y de 
todo el pueblo vasco con el problema que 
tienen los valencianos en esta cuestión, e in- 
dudablemente también, (hacer una serie de pe- 
ticiones amables al señor Ministro, pero como 
el señor Presidente no da opción, voy a limi- 
tarme a la solidarización. 

Nosotros nos tenemos que solidarizar to- 
talmente con todo tipo de problemas que cual- 
quier nacionalidad o región del (Estado pre- 
sente aquí, y no solamente solidarizarnos, 
sino incluso felicitarnos y congratularnos, 
porque creemos que es muy bueno para nues- 
tra causa y para la causa del pueblo vasco 
el que sus representantes aquí en Madrid, 

tanto en el )Congreso como en el Senado, PO- 
damos apoyar, a veces moralmente como en 
este caso, otras veces materialmente con 
nuestro voto cuando llegue la oportunidad, 
con todas nuestras fuerzas sus propias rei- 
vindicaciones, porque con ello damos sentido 
a nuestras propias reivindicaciones vascas, 
tan viejas y tan conocidas por todos, para 
que sean más comprensibles cada vez, para 
que no nos veamos obligados, como en al- 
gunas ocasiones, a mantener una especie de 
exclusividad en las reivindicaciones nacio- 
nales. 

Creemos que es muy saludable para todos 
que las diversas nacionalidades y regiones de 
España nos unamos en esa legítima lucha por 
corregir los excesos de un centralismo, vamos 
a llamar ya histórico, porque creemos que se 
está en un (período de superación, pero tam- 
bién tenemos que superar las lacras que ha 
dejado ese exceso de centralismo y una de 
ellas es, precisamente, ese uniformismo des- 
tructor de peculiaridades, de riquezas de pue- 
blos, de regiones en este caso concreto de 
peculiaridades culturales y lingüísticas. Por 
eso, repito, nos solidarizamos plenamente con 
el problema del País Valenciano y de Balea- 
res con sus ansias de tener un Decreto de 
bilingüismo que, como el señor Ministro ha 
dicho, hay que poner en práctica. Ese es pre- 
cisamente el problema vasco. En este mo- 
mento hay que completar el proceso de su 
puesta en práctica. Deseamos que el bilin- 
güismo sea realidad en todas las nacionali- 
dades que son propietarias y conservadoras 
de lenguas vernáculas, autóctonas, tratando 
de revitalizarlas y desarrollarlas cara al fu- 
turo. Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor 
Iriarte, por su comprensión y aceptación del 
criterio de la Presidencia. 

Tiene la palabra el señor Andreu i Abe- 
110, del Grupo Parlamentario Catalunya, De- 
mocracia i Socialisme. 

El señor ANDREU 1 ABELLO: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Senadores, en nom- 
bre de la minoría que represento quiero ma- 
nifestar ante la Cámara que hacemos nues- 
tras todas las palabras que ha pronunciado el 
Senador señor Beviá Pastor. Comprendemos 
completamente los problemas y preocupacio- 
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nes que sienten hoy los valencianos. En Ca- 
talufía, nosotros hemos sufrido lo mismo que 
ellos. 

Quisiera decir también que me han com- 
placido las palabras que han pronunciado el 
señor Ministro de Educacibn, no solamente 
las que ha pronunciado, sino las que intuyo 
que se han quedado en su corazón. Creo que 
está bien dispuesto a resolver el problema. 

Todos somos conscientes de que vivimos 
un momento político difícil, que hay una de- 
cepción, y que el único camino para cambiar 
este ambiente es solucionar rápidamente ya, 
desde ahora, todos los problemas candentes 
que tiene planteado el Estado español. Y hoy 
el problema de que se dicte y se apruebe rá- 
pidamente el Decreto de bilingüismo valen- 
ciano es una necesidad que ha de sentir y que 
ha de resolver el Gobierno en pleno. Tene- 
mos que procurar resolver los problemas vi- 
tales que existen sin ningún temor. Nadie 
debe temer que esto produzca unas diferen- 
cias entre los Senadores que estamos aquí, 
y entre los diferentes pueblos y regiones de 
España. 

Nosotros somos nacionalistas catalanes 
-yo al menos lo soy-, pero integrados en 
el Estado español. Hemos votado la Cons- 
titución y hemos aceptado la Monarquía. Yo, 
personalmente, debo decir que cuando toma- 
mos una actitud como ésta hombres como 
yo, que he sido republicano toda mi vida, per- 
seguido lpor ser republicano y por ser nacio- 
nalista catalán, es porque creemos que éste 
es el único camino que podemos seguir en 
estos momentos. 

Estamos dispuestos a mantener esta posi- 
ción, y queremos pedir que un prchlema como 
éste de la lengua valenciana no nos divida; 
ni tampoco el de la lengua catalana. Tene- 
mos que hacer en estos momentos un gran 
esfuerzo los hombres de la mayoría, los que 
podéis mandar, cambiar y oponerse a lo que 
nosotros propongamos, y nosotros, que esta- 
mos en la oposición. Tenemos que crear ese 
clima que nos permita seguir adelante, y vol- 
ver a ganar la confianza de todos los que 
componen el pueblo español, así como de las 
Fuerzas Armadas. 

Por eso encuentro muy acertada la expo- 
sici6n serena que ha hecho el Senador va- 
lenciano, y creo que hay que seguir hacia 

adelante. Y me dirijo al Gobierno para que 
sea audaz, resuelva los problemas y trabaje 
rápido, porque éste es el único camino que 
puede llevar a la confianza, a la paz y a crear 
esa España nueva que todos queremos y en 
la que todos podamos vivir satisfedos y con- 
tentos. Nada más y gracias. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra 
el señor Broseta, del Grupo de Unión de Cen- 
tro Democrático. 

El señor BROSETA PONT: Señor Presi- 
dente, Señorías, señores Ministros, sólo dos 
palabras muy breves. 

Quiero que mis primeras palabras sean de 
felicitación para el Senador señor Beviá. Como 
valenciano que he aprendido la lengua cas- 
tellana en la escuela, y he sufrido como él 
los efectos de la disglosia, he de decir pú- 
blicamente, en este momento, que parte de 
su interpelación verbal ha llegado a recor- 
darme sentimientos de la juventud, y ha pro- 
ducido en mi -qu ie ro  ,decírselo fraternal- 
mente- algún retazo de emoción personal. 

Cumplo con ello un deber de lealtad y de 
afecto, y cumplo también un deber con la 
Cámara. 

Pero también pienso que mi silencio en 
este momento, como Senador de Unión de 
Centro Democrático por Valencia, podía ser 
quizá mal interpretado, y quiero manifestar 
que tan solo pequeñas, muy pequeñas, dife- 
rencias, intranscendentes y que, como ahora 
invocaba el Senador Andreu i Abelló, no de- 
ben en ningún caso separarnos, me con- 
ducen a manifestar lo siguiente: 

En primer lugar, que la Unión de Centro 
Democrático de Valencia, .de Alicante y de 
Castellón, está también ya empeñada en el 
proceso profundo y largo, larga y profunda- 
mente esperado, de lo que nosotros en nues- 
tra tierra llamamos «el retrovament de la 
nostra propia personalitatn. Y en este sen- 
tido somos también conscientes de que el 
Decreto de bilingüismo es una pieza clave, es 
la pieza maestra que ha de establecer la nor- 
malización. Y lo digo porque fui yo, con un 
compañero de Castellón y con un compañero 
de Alicante, quienes precisamente redacta- 
mos ese borrador o proyecto de decreto sobre 
instauración del bilingüismo, y pocos como 
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yo conocen las dificultades que nos ha ex- 
plicado el señor Ministro de Educación. Aun 
cuando lamente, y nos pese a nosotros va- 
lencianos ese retraso de meses, que a muchos 
nos parecen décadas, sin embargo, lo com- 
prendemos. 

En consecuencia, quiero decir públicamen- 
te a los compañeros socialistas de Alicante, 
de Castellón y de Valencia que los Senado- 
res, y también los Diputados de Unión de 
Centro Democrático estamos empeñados en 
la pronta publicación del Decreto de bilin- 
güismo. 

En este sentido, tan sólo, para terminar, 
una puntualización. Yo comprendo algunos 
de los temores que ha sugerido o apuntado 
el Senador Beviá en punto al modo de llevar 
adelante el proceso de la aplicación del fu- 
turo decreto, pero yo también quiero re- 
cordar que no es precisamente papel y fun- 
ción de los autonomistas o de quienes re- 
clamamos la autonomía, lo más plena y lo 
más pronta posible, el invocar la interven- 
ción de la Administración Central para diri- 
mir nuestros propios problemas. 
Y ello por dos razones: en primer lugar, 

porque son nuestros problemas, y, dentro 
del nuevo clima de concordia y de enten- 
dimiento que se está gestando en enorme 
profundidad en el país valenciano entre los 
tres partidos de presencia parlamentaria, he- 
mos estado, estamos y continuaremos estan- 
do debatiendo estos problemas lpara evitar 
que nos separen y nos dividan cuestiones que 
pueden ser tangenciales. 

Estamos empeñados en un proceso de se- 
renidad de todos los procesos y de todos 
los problemas valencianos, y es precisamen- 
te en atención a eso por lo que yo reclamo 
para los propios políticos -y es la segunda 
vez que lo digo en esta Cámara-, para los 
propios políticos valencianos, aquellos que 
tienen la responsabilidad del proceso autonó- 
mico, que sean los que afronten y afrontemos, 
clara y serenamente, los problemas, para re- 
solverlos entre nosotros mismos. 
Y esa previsión ya está contenida en el 

borrador del decreto que se presentó, como 
lo recordaba el Senador Beviá, en el Minis- 
terio de Educación. Porque nosotros, los que 
vivimos en aquellas tierras, sabemos que al- 
gunos de los prablemas fundamentales han 

sido aludidos por el Senador Beviá. Pero ahí 
tampoco podemos admitir dogmatismos y te- 
nemos que utilizar flexibilidades, y en esas 
flexibilidades estamos y estaremos muchos. 
Y en ese sentido está redactado el borrador 
o proyecto de decreto, que me consta que el 
Ministro de Educación no sólo hace suyo en 
sus líneas generales pendiente de conocer los 
resultados, como nos #ha dicho, del plan ex- 
perimentd, sino además deseoso de la pron- 
ta publicación del decreto, yo rogaría al se- 
ñor Ministro que en la medida de lo posible 
se mantuviera en ese borrador lo que esta- 
blecía que iba a ser su articulo 7." y el 
segundo párrafo de su artículo 6.", cuando 
establece una especie de órgano conjunto en- 
tre las autoridades del Ministerio de Edu- 
cación y Ciencia y los representantes del Con- 
se11 del País Valenciano, para que diriman 
y decidan las cuestiones y los problemas que 
puedan suscitarse. No sea que queramos la 
pronta aplicación del artículo 148 de la Cons- 
titución en el que, si no recuerdo mal, se re- 
fiere a los gobiernos preautonómicos y des- 
pués autonómicos, la protección de la cultu- 
ra y de la lengua propias de las nacionali- 
dades y regiones españolas, y después, des- 
de nuestras propias autonomías queramos 
acudir al Poder Central para dirimir nues- 
tros propios problemas. En el borrador del 
decreto está ya prevista, con una previsión 
cautelar para fomentar la serenidad y evi- 
tar los enfrentamientos, precisamente la con- 
junción de las autoridades competentes, en 
todo y amplio sentido, del Ministerio de Edu- 
cación y Ciencia, pero también la presencia 
con plena responsabilidad de los represen- 
tantes del Consell. 

Y o  me atrevería a decirle al señor Beviá, 
y lo digo afectuosamente porque sé cuál 
es su sana preocupación, que tengamos con- 
fianza en el nuevo proceso reinstaurado, por- 
que desde ese proceso y desde nuestra pro- 
pia política, preautonómica ahora y creemos 
que pronto autonómica, seremos capaces to- 
dos de resolver estos problemas y quizá ter- 
minen los tiempos en los que ajigunas de las 
cosas de las que el Senador Beviá calificaba 
de obvias no tengan que volver a esta Cá- 
mara. Muchas gracias. 
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INTERPELACION DE DON CARLES MAR- 
TI MACSAGUE, DEL GRUPO PARLAMEN- 
TARIO CATALUNYA, DEMOCRACIA 1 SO- 
CIALJSME, Y DE DON CASIMIR0 BARBA- 
DO GONZALEZ, DEL GRU'PO PARLAMEN- 
TARIO SOCIALISTA, ACUMULADAS, SO- 
BRE TRAMITACION DE LOS EXPEDIEN- 
TES DE CONCESION DE PENSIONES A 
LOS FAMFLIARES DE LOS FALLECIDOS 
COMO CONSECUENCIA DE LA GUERRA 

C M L  

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, 
señor Broseta. Concluida, pues, la delibera- 
ción en torno a la interpelación 'que nos ha 
ocupado, ,pasamos a la última de las que se 
incluyen en el punto segundo del orden del 
día, que reza así: «De don Carles Martí Mas- 
sagué, del Grupo Parlamentario Catalunya, 
Democracia i Socialisme, y de don Casimiro 
Barbado González, del Grupo Parlamentario 
Socialista, acumuladas, sobre tramitación de 
los expedientes de concesión de pensiones a 
los familiares de los fallecidos como conse- 
cuencia de la Guerra Civil (publicada en el 
"Boletín Oficial de las Cortes Generales" nú- 
mero 10, del día 7 de junio de 1979))). 

Saben, sin duda, los señores interpelan- 
tes, Senadores Martí y Barbado, porque han 
sido consultados con oportunidad, que con- 
siderando la Mesa de la Cámara, oída la 
Junta de 'Portavoces en el mismo sentido, 
que ambas interpelaciones tenían sustancial- 
mente el mismo contenido de fondo, se pro- 
puso su acumulación, dieron su conlformidad, 
repito, los señores interpelantes y, por con- 
siguiente, esta Presidencia ofrece que si es su 
interés repartir el tiempo de treinta minu- 
tos de que disfruta el interpelante según el 
Reglamento, para poder oír la voz de uno y 
otro, propicia está la Presidencia a otorgarlo, 
Si por el contrario quisiera ser uno sdlo el 
portavoz de la interpelación para reservarse 
luego el otro la intervención en el turno de 
los Senadores de los distintos Grupos Parla- 
mentarios, también será posible hacerlo. Por 
consiguiente, pregunto al señor Martí que es 
el primero que aparece nombrado. 

El señor MARTI MASSAGUE: Me parece 
mejor la primera solución. 

El señor PRESIDENTE: Entonces tiene la 

palaibra el señor Martí por un tiempo de quin- 
ce minutos. 

E1 señor MARTI MASSAGUE: Se va a pro- 
ducir un hecho nuevo, vamos a defender una 
interpelación «al alimón)), dos Senadores. Se- 
ñor Presidente, señoras y señores Senadores, 
quisiera de ibuena gana continuar con el tema 
de la interpelación anterior, reposante y gra- 
ta de espíritu, pero debemos cambiar. IEn esta 
interpelación vamos a hablar -y alhora sí 
que espero sea por última vez- de las se- 
cuelas de la Guerra Civil y, en concreto, del 
distinto trato que merecieron los combatien- 
tes, los mutilados, las viudas y los familiares 
de aquellos que ducharon por el bando repu- 
blicano y los que lo hicieron en el ejército 
franquista, y en este caso y en esta inter- 
pelación, y concretando más todavía, nos va- 
mos a referir a la marcha de los expedientes 
que se están siguiendo o que se pretende se- 
guir a favor de las viudas de los combatien- 
tes y de la interpretación que el Ministerio 
del interior ha dado a las disposiciones lega- 
les en virtud de las cuales se siguen estos ex- 
pedientes. Este, concretamente, es el tema de 
la interpelación. 

En 'la pasada legislatura, para plantear los 
problemas que todavía hoy discutimos, En- 
tesa dels Catalans dirigió una interpelación al 
Gobierno, a consecuencia de la cual se creó 
una 'Comisión interministerial ,presidida por 
don Félix Díaz Burgos, en colaboración con 
los Parlamentarios a quienes el señor Otero 
Novas - q u e  ha estado aquí hasta hace un 
momento- invitó (porque fue 61 quien con- 
testó la interpelación), a intervenir. Toma- 
ron parte, también, diversas asociaciones de 
mutilados y viudas de guerra y entre t d o s  
se llegó, con esfuerzo y buena voluntad, a 
un consenso (recordarán que entonces esta- 
ba de moda esta palabra) en virtud del cual 
se publicó el Real Decreto-ley de 16 de no- 
viembre, complementado por el Decreto de 
1." de diciembre. 

Estas normas, concretadas a lo que ahora 
se discute en esta Cámara, nos dicen lo si- 
guiente: que los solicitantes deben justificar 
su derecho documentalmente y, si estos do- 
cumentos no existieren, serán sustituidos por 
un acta de notoriedad y, en Último término, 
será también admisible la prueba de testigos. 
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Queda, pues, bien claro que el legislador, 
para probar los hechos en virtud de los cua- 
les se basan los derechos de los interesados, 
o sea, esencialmente el hecho de la muerte 
y las circunstancias' en que se produjo, no se 
remite a la Ley de Registro Civil para la ins- 
cripción del fallecimiento fuera de plazo, ni 
a los artículos 193 y 194 del Cbdigo Civil. 

A pesar de haber quedado tan claros estos 
criterios, en el momento en que con una len- 
titud desesperante se están tramitando o tra- 
tando de tramitar estos expedientes a'pare- 
cen unas circulares emanadas de la Secreta- 
ría General de la Dirección General de Polí- 
tica Interior dirigidas a los Gobernadores Ci- 
viles precisando que son absolutamente ne- 
cesarias las certificaciones de defunción fue- 
ra de plazo, tramitadas en el Juzgado de Dis- 
trito de la residencia del solicitante. 

El Gobierno sabe que para quien a estas 
alturas no tiene todavía un acta de defunción 
de sus deudos, su obtención significa cuan- 
tiosos gastos y meses de espera, y les re- 
cuerdo que las más jóvenes de las que espe- 
ran tienen setenta años. 

Sin un acopio de datos, digamos un agobian- 
te acopio de datos en el expediente ante el 
Juez de Distrito del domicilio del peticiona- 
rio, el Juez de Primera Instancia del lugar 
donde se produjo el fallecimiento -porque 
todo este recorrido tiene que hacer el expe- 
diente gubernativo- no mandará se practi- 
que la inscripción. Queda el procedimiento 
de los artículos 193 y 194 del Código Civil, 
inacabables y fuera del alcance económico de 
los interesados. 

Y hay una cosa peor, que es la diversidad 
de criterios entre los jueces referente al pro- 
cedimiento a seguir, pues como es natura!, 
ellos no se sienten vinculados por las circu- 
lares de la Secretaría General y la mayoría 
de estos jueces, además, opinan, vistos los 
textos legales y vista la opinión de la Di- 
rección General de Justicia de feoha 30 de 
mayo último, que no es necesario que se 
acompañe el expediente del certificado de 
defunción. 

Más todavía cuando el párrafo tercero de 
la disposición aadicional del Real Decreto-rley 
establece que se considerarán fallecidos en 
acción de guerra los desaparecidos en el fren- 

te de combate. Por tanto, sólo hay que pro- 
bar la desaparición en el frente de combate 
para que se presuma el hecho de la muerte. 
Y fíjese bien la Cámara en lo desconcertan- 
te del criterio de la Secretaría General: la 
persona, según sus criterios, que posee un 
acta de defunción, sin que en ella consten las 
circunstancias de la muerte, puede acreditar 
tales circunstancias mediante acta de noto- 
riedald, pero no es vhlida dicha acta de noto- 
riedad para acreditar el hecho de la muerte 
cuando, según hemos visto, el Decreto-ley 
afirma que acreditar dichas circunstancias, o 
sea, la desaparición en el frente de combate, 
lleva implícita la consideración de falleci- 
miento. 

Consecuencia de todo esto es la imposilbi- 
lidad absoluta de beneficiarse de estas tar- 
días leyes por parte del sector más marginado 
y .pobre ide todos los peticionarios. 

Debemos tener muy presente que el ejér- 
cito republicano fue siempre -salvo conta- 
das excepciones- un ejército en retirada, y 
que, en consecuencia, dejaba sus muertos en 
campo enemigo, donde nadie los conocía, y, 
por tanto, eran enterrados, sin más, en una 
fosa común; que si los familiares de los muer- 
tos disponían, en el año 1939, de algún docu- 
mento acreditativo de su muerte, luchando 
por la causa de la República, estos documen- 
tos eran comprometedores, quemaban en las 
manos de quien los poseía, por el peligro que 
entrañaban, y muchos de ellos fueron des- 
truidos, y, por fin, que la gran mayoría de las 
viudas o hijos o padres de los fallecidos en el 
campo de batalla y cuya defunción no ins- 
cribieron eran los que nada habían de he- 
redar de aquellas víctimas, y como el cer- 
tificado no les devolvía ni al esposo ni al 
hijo, dejaron de hacerlo. 

El problema real que motivó el contenido 
de las circulares tan comentadas es la falta de 
dinero y la falta de confianza que el Gobierno 
ha reflejado, en este caso, de la manera más 
injusta y más despiadada. El Estado no tie- 
ne los recursos suficientes y debe hacer eco- 
nomías; pues bien, se retrasará todavía más 
el 'pago de lo que se debe desde lhace cuaren- 
ta años. El Estado no tiene confianza en los 
ciudadanos, y así lo expresa expidien'do es- 
tas circulares a los Gobernadores Civiles, que, 
en realidad, sólo quieren decir: ((Señores Go- 
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bernadores, mucho cuidado; estas abuelitas 
nos van a engañara. 

De la marginación que han sufrido estas per- 
sonas son culpables todos los gobiernos pos- 
teriores a la guerra civil y, por tanto, no pue- 
de pretender este Gobierno que se conser- 
ven durante cuarenta años documentos y 
pruebas, y que no se mueran y que estén al 
alcance de la mano los testigos de los he- 
chos. ¿Qué autoridad tiene ahora el Gobier- 
no para exigir una prueba absoluta de los he- 
chos para acodar las pensiones? Han de bas- 
tar la presunción racional de que se dice la 
verdad en los expedientes y la notoriedad de 
los hechos en la sociedad española de 1979. 
La solución, si de buena fe se quiere hallar 
una solución, es el acta de notoriedad, o sea, 
el documento elaborado por la fe de Nota- 
rio, que, según el artículo 3." del Reg€amen- 
to Notarial, se cita como órgano de jurisdic- 
ción voluntaria, y, según el artículo 209 del 
propio Reglamento, las actas de notoriedad 
tienen por objeto la comprobación o fija- 
ción de hechos notorios sobre los cuales pue- 
den ser fundados, declarados derechos y le- 
gitimadas situaciones personales y patrimo- 
niales con transcendencia jurídica. O sea, per- 
fectamente idónea a la finalidad prevista en el 
Real Decreto-ley y en el Decreto de prime- 
ros de diciembre. 

Confíe pues el Gobierno al menos en los 
notarios, esta Institución prestigiosa y limpia 
que hace honor a la sociedad española. 

Quizá, señoras y señores, sería el mo'men- 
to de que Gobierno, mayoría y oposición di- 
jeramos de una vez todos a una: Basta ya. 
Nada más. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias señor Mar- 
tí. 'Por quince minutos tiene la palabra el se- 
ñor Barbado González. 

El señor BARBADO GONZALEZ: Señor 
Presidente, señor Ministro, señoras y señores 
Senadores, antes de empezar a contabilizar 
el tiempo quiero hacer constar, en honor a 
la verdad, que se ha cambiado la estrategia 
de esta interpelación. Se me !había dicho que 
isba a disponer de 30 minutos para ello. Como 
se da la circunstancia de que soy nuevo en 
el Senado, no sé resumirme a mí mismo y 
es 'posible que reitere algunos de los argu- 

mentos de mi compañero, y quisiera pedir 
al señor Presidente que solicitara a s u  vez a 
la Cámara que fuera benévola y me conce- 
diera más tiempo del reglamentario para no 
perderme. 

El señor PRESIDENTE: La benevolencia 
sólo la puede utilizar el Presidente y cuente 
con ella. 

El señor BARBADO GONZAEEZ: El Real 
Decreto-ley de 16 de noviembre de 1978, nú- 
mero 35 de la Jefatura del Estado establece la 
concesión de pensiones a los familiares de 
aquellos españoles que habiendo fallecido 
como consecuencia de la guerra civil no tu- 
vieran aún reconocido derecho alguno a pen- 
sión. 

En su preámbwlo dicho Real Decreto-ley 
señala los dos principios básicos que lo ins- 
piran: a) La necesidad de superar las dife- 
rencias que dividieron a los españoles duran- 
te la pasada contienda cualquiera que fuese el 
Ejército en que lucharon. Y ,  consecuente- 
mente: b) La necesidad de establecer igual 
trato para los familiares de aquellos españo- 
les que habiendo fallecido comc consecuencia 
de la guerra 1936-39 no tuvieran aún recono- 
cido derecho alguno a pensión. 

Aunque muy tardíamente -.han transcu- 
rrido cuarenta años durante los cuales ta- 
les derechos han venido ignorándose- hay 
que reconocer que realmente el espíritu de 
justicia y equidad que anima ambos prin- 
cipios se refleja en el articulado del mencio- 
nado Real Decreto-ley, así como a su Dis- 
posición Adicional y en las Disposiciones Fi- 
nales del mismo. Sin embargo, el desarrollo 
reglamentario del Real Decreto-ley ha ve- 
nido a desvirtuar el espíritu que lo inspira 
hasta tal punto que, transcurrido bastante 
más de medio año de su publicacih en el 
«Boletín Oficial del Estado)) de 18 de noviem- 
bre de 1978, las situaciones de injusticia y 
discriminación a cuya solución se dirige con- 
tinúan laceradamente vigente. Y, por desgra- 
cia, si no se pone remedio rápido y eficaz 
para un enorme porcentaje de los hipotéticos 
beneficiarios de los derechos reconocidos en 
el Real Decreto-ley, éste va a quedar en sim- 
ple papel mojado, en una triste pirueta, en 
la última burla con que la vida los despida. 

De los datos estadísticos que he maneja- 
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do, entresaco losgsiguientes que hablan muy 
elocuentemente: en Cabeza #de Buey, donde 
resido, de 39 expedientes que se han trami- 
tado, todavía no se ha resuelto ninguno. En 
Badajoz provincia, según los datos facilitados 
por el Gobierno Civil el 16 de mayo último, 
de 1.710 expedientes tramitados, sólo se ha- 
bían resuelto 68. En Cáceres, el día 5 de ju- 
nio, según datos también del señor Gober- 
nador Civil, de 464 se habían resuelto 89. En 
Tarragona, según el compañero interipelante 
anterior, de los 391 casos que iban presen- 
tados en marzo, sólo se habían resuelto 31. 
Y es que el desarrollo reglamentario del Real 
Decreto-ley ha seguido los siguientes pasos: 
Primero, Real Decreto 2.926/1978 de 1." de 
diciembre por el que se regula la tramita- 
ción de los expedientes; en su Disposición Fi- 
nal Primera autoriza al Ministerio del Interior 
para dictar las instrucciones necesarias al des- 
arrollo y aplicación de  dicho decreto. Segun- 
do, instrucciones emanadas de la Dirección 
General de (Política Interior y dirigidas con 
fecha 16 de diciembre de 1978 a los Gober- 
nadores Civiles. Tercero, toda una serie de 
instrucciones enviadas por los respectivos Go- 
biernos Civiles a lo:; Ayuntamientos. Así, con- 
cretamente, en cuxnto se refiere al Gobier- 
no Civil de Badajoz, las instrucciones fecha- 
das en 20 de diciembre de 1978, 8 de enero, 
19 de febrero y 23 de abril de 1979. 

A lo largo de todo este proceso de desarro- 
llo, interpretación y aplicación ael Real De- 
creto-ley inicial, se  ha ido introduciendo una 
gradual complicación a las normas regulado- 
ras )de la tramitación de los expedientes has- 
ta el punto de que puede afirmarse que muy 
pocas de las personas a quienes el Real De- 
creto-ley contempla como beneficiarios van a 
llegar a la culminación de los trámites. Re- 
cuérdense los datos estadísticos que acabo de 
hacer públicos. Da la impresión de que en los 
Gobiernos Civiles y en el Ministerio del In- 
terior se ha producido una sorpresa ante la 
avalancha de expedientes que se les venían 
encima, cuando se pensaba que a los cuaren- 
ta años de finalizada la Guerra Civil no que- 
darían ya muohos posibles beneficiarios, es- 
pecialmente viudas de <cojos)) fallecidos en 
acción de guerra en Cáceres o en fusilamien- 
tos o «paseos». A mí, que h e  vivido esa tra- 
gedia, no me ha pillado de sorpresa. 

Como ejemplo ilustrativo de estas difi- 
cultades introducidas para la tramitación de 
los expedientes, dificultades que vulneran no 
sólo el espíritu, sino también los preceptos 
sustantivos del Real Decreto-ley, voy a ex- 
poner lo que estimo que constituye la peor 
barrera en la que se van a estrellar la ma- 
yoría de los solicitantes; la voy a exponer 
tras de un pequeño recordatorio de intro- 
ducción: la Disposición Final Primera del 
Real Decreto-ley establece que por el Gobier- 
no se adopten las medidas orgánicas funcio- 
nales y de procedimiento necesarias para lo- 
grar una &caz y rápida aplicación de sus 
preceptos, eficacia y celeridad que se man- 
tienen también como exigencia en la Dispo- 
sición Final Primera del Real Decreto-ley de 
1." de diciembre, e incluso en !las instruccio- 
nes dadas por la Dirección General de Po- 
lítica Interior a los Gobiernos Civiles se re- 
piten los conceptos de eficacia y celeridad. 
Sin embargo, en el aspecto procedimental se 
introduce ya en estas instrucciones del Di- 
rector General de Política Interior una exi- 
gencia que prácticamente está en contradic- 
ción con la pretendida rapidez o celeridad, así 
como con la eficacia tantas veces repetida. 
Consiste en que entre la documentación acre- 
ditativa de la prueba de las alegaciones de 
cada solicitante se ha de incluir ineludible- 
mente el acta de defunción o declaración de 
fallecimiento del causante de los derechos 
que se solicitan. Ese es el cerrojo incapaz 
de abrir puertas a la solución de la mayoría 
de los expedientes. 

Ccmtrastsa esta exigencia con lo que se dice 
en el punto 3 del artículo 1." del Real Decreto 
de 1 de diciembre de 1978, donde se contie- 
nen las normas procedimentales que desarro- 
llan el artículo 7.", párrafo 1, del Real Decre- 
to de 16 de noviembre. Se eskblece en dicho 
punto 3 del artículo 1." que los ((solicitantes 
justificarán documentalmente su derecho, in- 
cluso mediante acta de  notoriedad si se care- 
ciera de otro t ipo de prueba documental)); y 
también, a falta de otra prueba, se admite la 
testifical. Y en el artículo 2.", número 2, se 
establece que ((corresponde al Secretario Ge- 
neral del Gobierno Civil acordar de oficio o a 
instancia de parte, la práctica de aquellas 
pruebas que considere necesarias para la re- 
solución del expediente)). 
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Es lógico que se tometi las debidas garantías 
para que se beneficien de la pensión solamen- 
te las personas que realmente tengan derecho 
a ella, por lo que, cuando puedan existir du- 
das sobre las alegaciones formuladas en los 
expedientes de solicitud, se procederá a prac- 
ticar las pruebas que, en cada caso, se esti- 
men necesarias ; pero la carga de las pruebas 
no puede transferirse a los solicitantes en for- 
ma tal que se desvirtúe la eficacia y celeridad 
de la tramitación del expediente. 

¿Es que +puede alguien preguntas- con- 
seguir un acta de defunción o la declaración 
de fallecimiento de una persona resulta tan 
difícil a quien solicita la pensión causada por 
aquélla? Para muchos, quizá la inmensa ma- 
yoría de los solicitantes en esta ocasión espe- 
cial, resulta dificilísimo. Hay que pensar que 
en los Registros Civiles de las ciudades y pue- 
blos de España están aún por anotar gran nú- 
mero de fallecimientos, así como las circuns- 
tancias, harto dramáticas, en que concurrie- 
ron; o en los casos en que existen anotacio- 
nes, la redacción de las mismas adulteran la 
verdad de los hechos. Así, se dice que algu- 
nos fusilados murieron de hemorragia cere- 
bral, otros de hemorragia producida por arma 
de fuego, y eso hay que demoshrlo despues. 

‘LGI exigencia del acta de defunción o decla- 
ración de fallecimiento como Único documen- 
to que se admite para acreditar la muerte del 
causante, pone e n  juego -según las instruc- 
ciones recibidas en los Ayuntamientos, proce- 
dentes de los Gobiernos Civiles, sobre todo 
en Badajoz- los artículos 193 y 194 del Có- 
digo Civil, y el 2.042 y siguiates de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil. 

Basta la lectuni de estos artículos para po- 
ner de manifiesto cómo se burlan las tantas 
veces repetidas eficacia y celeridad propug- 
nadas. El artículo 2.042 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil, dice textualmente : <&a decla- 
ración de fallecimiento a que se refieren los 
artículos 193 y 194 del Código Civil no re- 
quiere la previa declaración de ausencia le- 
gal. Podra instarse por partes interesadas o 
por el Ministerio Fisoal, aportándose todas las 
pruebas conducentes a la justificacih de los 
requisitos que señalen dichos artículos. El Juez 
acordará, de oficio, la práctica de cuantas 
pruebas estime necesarias y ordenará en todo 
caso la publicación de los edictos, dando cono- 

cimiento de la existencia del expediente, con 
intervalo de quince días, en el “Boletín Ofi- 
cial del Estado”, en un periódico de gran cir- 
culación de Madrid, en otro de la capitalidad 
de la provincia en que el causante hubiera 
tenido su última residencia o, a~ su defecto, 
su último domicilio, y por Radio Nacional. 
Practicadas las pruebas y hechas las aludidas 
publicaciones, el Juez dictará auto declarando 
el fallecimiento, si resultan acreditados todos 
los requisitos que para sus respectivos casos 
exigen los artículos 193 y 194 del Código Ci- 
vil antes citadon. Y yo añado: pero después 
tendrá que dictar probablemente auto de de- 
clamción de fallecimiento del solicitante de 
la pensión, que generalmente oscila sobre la 
edad de setenta años. 

Medítese en lo que para muchas personas 
cuya edad oscila, repito, sobre los setenta 
años, y con posibilidaAes económicas muy 
reducidas, puede significar seguir el proce- 
dimiento prescrito por el mencionado artícu- 
do 2.042 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
con ese cúmulo de publicaciones en periódi- 
cos, boletines y radio, con la necesaria apor- 
tación de las pruebas que cada Juez estime 
necesarias. Creo que las dificultades de tiem- 
po, económicas y de todo tipo que dicho pre- 
cepto legd encierra, harán desistir de sus de- 
rechos a muchos posibles beneficiarios. 

¿Saben SS. SS., sabe el señor Ministro, 
cuánto pide algún abogado para iniciar estos 
expedientes p r a  declarar auto de falleci- 
miento? ¿Se áa dado cumplimiento al prin- 
cipio exprwado en el preámbulo del Real De- 
creto-ley sobre la necesidad de establecer 
igual trato para los familiares de los españoles 
que fallecieron como consecuencia de la gue- 
rra 1936-1939? Ya partimos de la base que 
realmente igual trato no han recibido unos y 
oúros, pues los familiares de los caídos de la 
llamado mona nacional)) gozan de pensiones 
desde hace muchos años, pero esperábamos 
que, por lo menos, desde la publicación del 
tantas veces citado Real Decreto-ley, el trato 
sería igual. Pero, por desgracia, no coinciden 
los propósitos manifestados con los hechos. 
¿Es que a los familiares de los caídos na- 

cionales se les sometió al mismo procedimien- 
to para poder inscribir las defunciones en los 
Regisbros {Civiles? No, puesto que a ellos se 
les aplicó el Decreto de 8 de noviembre de 
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1936, (cBoletín Oficial del Estado)) del 11, que 
desarrolló en disposiciones complementarias 
la Orden del 10 de noviembre de 1936, «Bole- 
tín Oficial» del 13, y esto simplificó al máxi- 
mo la tramitación de los expedientes. Y re- 
cuerdo que fue una medida necesaria en or- 
den a procumr la celeridad y eficacia que to- 
dos reclamaban entonces. En cambio, ahora 
las viudad de los rojos fallecidos en el frente, 
ep1 las cárceles o en los fusilamientos y paseos 
no pueden acreditar su estado de viudez, en la 
inmensa mayoría de los casos, por lo difícil 
que se les está poniendo. 

En resumen, el gran problema que hace in- 
operante el benefactor Decreto-ley de 16 de 
noviembre de 1978 radica en la exigencia 
ineludible del acta de defunción o de la de- 
claración de fallecimiento, que segfin las inS- 
úrucciones recibidas de los Gobiernos Civiles, 
por lo menos del de Badajoz, no puede ser 
sustituida por ningtín otro tipo de prueba. 

La solución, de imperiosa urgencia, puede 
consistir en volver al espíritu y a la letra del 
Real Decreto-ley de 16 de noviembre y del 
Real Decreto de primero de diciembe de 1978, 
facilitando la rápida tramitación de los expe- 
dientes mediante la posibilidad de sustituir el 
acta de defunción o declaración de falleci- 
miento en todos aquellos casos en que no se 
pueda obtener del Registro Civil por cualquier 
medio de pmeba que no lleve implícito el pro- 
cedimiento prescrito por el artículo 2.042 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, ni siquiera 
el expediente gubernativo que muchos jueces 
de una manera autónoma están empleando, en 
vez de seguir este artículo 2.042. 

iLa verdad es que, una vez publicado el Real 
Decreto-ley 35/78, de 16 de noviembre, que 
inctituia las pensiones, y ante la tardanza en 
publicarse las normas reguladoras, empecé a 
sospechar que no iban a cuajar en realidad tan 
hermosas esperanzas. Por eso me atreví a es- 
cribir en el diario <cHoy», de Extremadura, en 
Su edición del 17 de diciembre de 1978, y en 
«Diario 16)) de fecha aproximada, que no re- 
cuerdo (cuando el {cBoletúi Oficial del Estado)] 
no había publicado todavía el Real Decreta 
2.926J1978, de 1 de diciembre) la siguiente 
carta: «Señor Director: Respondiendo a la 
llamada de mi partido, cuyo nombre omitc 
pare evitar que se me tache de oportunismc 
al hacer su propaganda, llevo unas cuanta: 

:emanas dediaado a orientar a los interesados 
;obre la pepanación de presumibles documen- 
os que se les ha de exigir. Me refiero a los 
)eneficiarios del Real Decreto-ley 35/1978, de 
!6 de noviembre, por el que se conceden pen- 
:iones a los familiares de los españoles falle- 
:idos como consecuencia de la guerra 1936- 
1939. 

No es mi intención actuar de interpretador 
le tal Decreto-ley, del que sin duda alguna 
iodría decir bastantes cosas en cuanto al al- 
:ance y amplitud de sus objetivos y, sobre 
:odo, en cuanto a su prolongada dilación. Lo 
que pretendo al escribir estas líneas es llamar 
mpaciente la atención de quien proceda para 
que se dicten, con urgencia, las disposiciones 
2jecutorias que re recomiendan por el propio 
jecreto en su disposición final primera. 

Que es muoha la pisa  de los familiares, 
comprobándolo estoy y plpándolo, por zafar- 
se de su prolongada marginación económica 
y social. 
Y también pediría al Gobierno que fuera 

claro, concreto y realista en sus exigencias de 
justificación del derecho de beneficiario. Que 
son muy pocos, poquísimos, los juzgados que 
han inscrito defunciones de soldados muertos 
en guenra, y menos a b  de desaparecidos de 
una y otra manera. Bastaría con dar validez 
(decía) al testimonio, para mi fehacientísimo, 
de “vox populi”, a falta de otras pruebas de 
más rigor. Que estaría bonito que la viuda de 
un “paseado” no pudiera cobrar subsidio por 
falta de testigos presenciales)). 

¡Cuánto lamento que los temores y presen- 
timiento de aquellas mis cartas publicadas en 
diciembre de 1978 se hayan confirmado! Pero 
aún confío -y digo esto en un paréntesis ex- 
poSicioaml de esta interpelación-, aún confío, 
repito, en que mis temores y presentimientos 
se han de trocar en bellas esperanzas prontas 
a convertirse en hermosas realidades. Aún 
confío en que el señor Ministro ahora interpe- 
lado nos diga : Senadores interpelantes, el Go- 
bierno reconsidera la cuestión y, volviendo al 
espíritu de los Reales Decretos de 16 de no- 
viembre y primero de diciembre, va a dictar 
inmediatamente nuevas normas complemen- 
tarias que resuelvan el problema con urgencia. 

Señor Ministro, perdone que, antes de apun- 
tar brevemente algunas soluciones, reiterán- 
dome, quizá un poco testlarudamente, someta 
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de nuevo a su consideración el siguiente ex 
tracto-resumen de las disposiciones dictada! 
sobre pensiones a familiares de fallecidos co. 
mo consecuencia de la guerra civil. Pretendc 
ponerle de manifiesto, recalándolo, el procesc 
ralentizador y obstruccionista que ha motiva- 
do esta interpelbacih. 

Real Decreto-ley número 35/78, de 16 de 
noviembre. Preámbulo : «La necesidad de su  
perar la diferencia...)), etc. (que yo he leído) 
Disposición final primera: ((Se faculta al Go. 
biemo para dictar las disposiciones precisas 
para 10 ejecución y desarrollo del presente 
Real Decreto-ley y para adoptar las medidas 
orgánicas, funcionales y de procedimiento ne. 
cesarios para lograr una eficaz y rápida apli- 
cacióri de sus preceptos». 

Real Decreto 2.926J11978, de 1 de di- 
ciembre. Artículo primero, punto tres : «Los 
solicitantes justificarán dmmentalmente su 
derecho, incluso mediante acta de motoriedad 
si se careciera de  otro tipo de prueba docu- 
mental. S610 en 10s a s o s  en los que no pueda 
aportarse prueba documental, por causas 0je- 
nas a la voluntad del solicitante, será admi- 
sible prueba testifical». Disposición final pri- 
mera: «Se autoriza 01 Ministerio del Interior 
par,a dictar las instrucciones necesarias para 
el mejor desarrollo v aplicación de este Real 
Decreto, eai orden a conseguir URB mayor efi- 
mcia y celeridad)). 

Normas del Ministerio del Interior, Direc- 
ción General de Política Interior, Secretaría 
General, de 16 de diciembre de 1978. Norma 
primera, apartado segundo : ~Docrimentación 
acreditativa de la prueba de sus alegacicnes 
(se refiere a las dos solicitudes de pensión): 
1.-Acta de defunción o declaración de falle- 
cimiento)). 

Este mismo sentido se reitera en las ins- 
trucciones ,del Secretario General del Gobier- 
no Civil de Badmajoz, que da a todos los Ala l -  
des de la provincia el 20 de noviembre de 1978. 

Instrucciones del Secretario General del Go- 
bierno Civil de Badajoz ci todos los Alcaldes 
de la provincia con fecha 29 de diciembre de 
1979. Primera: «El acta de  defunción o de- 
claración de fallecimiento. Es el único docu- 
mento público que a efectos legales, y según 
la legislación vigente de clases pasivas, acre- 
dita fehacientemente la muerte del causante. 

Normas del Semtar io  General del Gobier- 

no Civil de Badajoz 0 todos los señores Alcal- 
des de la Provincia, de fecha 23 de abril de 
1979. Primera : ((Mencionada declaración de 
fallecimiento está regulada por los artículos 
193 y 194 del Código Civil y 2.042 y siguien- 
tes de la Ley de Enjuiciamiento Civils. Y ya 
conocen ustxies el contenido de este artículo 
2.042. 

Resumiendo, pido al excelentísimo señor 
Ministro hoy interpelado ante esta Cámara 
Alta o Senado, primero, que explique por qué 
abandonando el espíritu de generosidad, ce- 
leridad y eficiscia, inspiradores del Real De- 
creto-ley 35/78, de 16 de noviembre, y Real 
Decreto 2.926/78, de 1 de diciembre, ha dcc- 
embocado o ha permitido desembocar en el 
espíritu obstruccionista y retardada de las 
disposiciones encargadas de desarrollar tales 
decretos. 

Segundo, que reconsiderando la cuestión 
vuelva al espíritu de generosidad, eficacia y 
celeridad iniciales, dictando con urgencia nue- 
vas normas de aplicación y desarrollo más 
ágiles y flexibles que anulen la exigencia 
-como único documento público acreditativo 
de la muerte del causante de pensión- del 
acta de defunción o decl~aración de fallecimien- 
to, según la normativa de la vigente legisla- 
ción de clases pasivas. Podrían dictarse, a 
través de la misma Dirección General de Polí- 
tica Interior, órdenes a los Gobernadores Ci- 
viles pana que se tramitaran las instancias- 
solicitudes de pensimes acreditándose la de- 
función y sus causas con sólo el acta de no- 
toriedad o con sólo las pruebas testificales a 
que alude el artículo 1.0, número 3, del Real 
Decreto 2.926178, de 1 de  diciembre, cuan- 
do no haya inscripciones de fallecimiento 
m los correspondientes Registros Civiles. 

Hago constar que, en este sentido, justo y 
wmano, de no resultar imprescindible (a los 
;fectos del percibo de las pensiones reconoci- 
las por los Reales Decretos tantas veces cita- 
ios), el presentar el certificado de defuncih,  
se pronuncia el ilustrísimo señor Director Ge- 
ieral de los Registros y el Notariado el 30 de 
narzo pasado, al responder a la consulta for- 
nulada por el señor Juez de Distrito número 
mo, enoargado del Registro Civil de Cáceres. 
lquí esta la fotocopia de esa respuesta. 

Tercero. En el supuesto, para mí inimagina- 
)le -y, como se ve, para el Director General 
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de los Registros y el Notariado-, de que por 
expresa decisión mantenida por el Gobierno 
fuera absolutamente necesaria la exigencia del 
acta .de defunción o declaración de falleci- 
miento, podría aplicarse no ya el procedimicn- 
to gubernativo -algo más rápido, pero toda- 
vía lento-, sino el Decreto, no derogado ex- 
presamente, de 8 de noviembre de 1936, que 
agilizó nobablemente la tramitación de pare- 
cidos expedientes en la llamada zona nacional. 

Y cuarto, y en último extremo, señor Minis- 
tro, al que espero no haya que llegar, pues 
supondría un fracaso total y absoluto de esta 
iinterpelación, que el acta de defunción o de- 
claracióki de fallecimiento (yo creo que mejor 
sería no íecorder esta solución extrema, pero 
en fin, si no hubiera más remedio, porque así 
fuera la decisión del Gobierno, en contra de 
la naturaleza jurídica), barrera infmnqueable 
para la mayoría de los posibles beneficiarios, 
se otorgue siempre, y por vía de: urgencia, a 
instancias y requerimiento del Ministerio Fis- 
cal, ahorrando a los interesados, si no mucho 
tiempo, sí mucho dinero. 

Señor Ministro, tenga la seguridad de que 
muchísimos españoles (no sólo los posibles 
beneficiarios, sino los Alcaldes que están ato- 
sigados por las presiones que hacem para su 
agilización, y muohos Jueces que y0 conozco) 
están pendientes 'de este interpelación. Muchas 

El señor ,PRESIDENTE : Gracias, señor Bar- 
bado. 

En nombre del Gobierno, tiene la palabra 
para contestar el señor Ministro del Interior. 

El señor MINISTRO DEL INTERIOR (Ibá- 
ñez Freire): Señor Presidente, señoras y se- 
ñores Senadores, en relación con el tema a 
que se refieren las interpelaciones formula- 
das por los Senadores don Carlos Martí Mas- 
sagué y don Casimiro Barbado González, creo 
oportuno iniciar mi exposición afirmando que 
rebasado hace ya tiempo el horizonte emo- 
cional de nuestra guerra civil, su recuerdo 
ya no nos separa, sino que nos une en un co- 
mún deseo de que aquello no vuelva a repe- 
tirse. 

Con este espíritu se concibió, sin duda, el 
Real Decreto-ley número 35/1978, de 16 de 
noviembre, por el que se conceden pensiones 

a los familiares de los españoles fallecidos 
como consecuencia de nuestra guerra civil. 

Como confirmación de ello deseo subrayar 
lo que ya nos han señalado los señores in- 
terpelantes, que dicho Real Decreto-ley se 
inspira en la necesidad de superar las dife- 
rencias que dividieron a los españoles duran- 
te la pasada contienda, cualquiera que fuere 
el ejército en que lucharon, por lo que es 
necesario establecer igual trato para los fa- 
miliares de aquellos españolos que, habiendo 
fallecido como consecuencia de la guerra, no 
tuvieran aún reconocido derecho alguno a 
pensión. Ese es el espíritu del Real Decreto- 
ley, y con ese mismo espíritu el Ministerio 
del Interior pretende resolver este tema. Por 
eso puedo afirmar a Sus Sefiorías que en la 
resolución de todos los expedientes se está 
adoptando y se adoptará siempre la interpre- 
tación más favorable para los interesados. 

En las interpelaciones se habla de obstruc- 
ción por parte de la Administración en la 
aplicación de las normas que regulan la tra- 
mitación de estos expedientes. Puedo asegu- 
rarles que esta afirmación no es correcta. 
Ni existe obstruccionismo, ni tan siquiera re- 
traso, ni yo toleraría tales negligencias. La 
Dirección General de Política Interior está 
dando la posible celeridad a estos expedien- 
tes, de acuerdo con los recursos disponibles, 
y se dispone en este momento a incremen- 
tarla radicalmente, salvando las hasta ahora 
ineludibles exigencias legales y reforzando 
sus medios materiales. Precisamente han si- 
do estas exigencias, tanto de orden legal co- 
mo de orden material, las que han condicio- 
nado su anterior gestión. 

Para su mejor comprensión conviene dis- 
tinguir claramente dos aspectos de la cues- 
tión. Primero, la justificación del derecho a 
la pensión; segundo, la prueba de la muerte 
del causante de la misma. En cuanto a la pri- 
mera, es decir, a la justificación del derecho 
del solicitante a la pensión correspondiente, 
la causalidad o relación con la guerra civil 
puede probarse por cualquiera de los medios 
expresados en el artículo 1.0, apartado 3, del 
Real Decreto de 1 de diciembre de 1978; es 
decir, mediante acta de notoriedad, si se ca- 
reciera de otro tipo de prueba documental, e 
incluso puede admitirse la prueba testifical. 

En cambio, no ocurre así con respecto a 
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la prueba de la muerte del causante. Para 
esta prueba la legislación vigente exige de 
forma taxativa la inscripción de defunción en 
el Registro Civil o la declaración del falleci- 
miento. Ha sido el cumplimiento imperativc 
de la legislación vigente el que ha impuesta 
el criterio mantenido por la Administración 
en relación con la prueba exigida para acre- 
ditar la muerte del causante. No puede, pues, 
calificarse de antijurídica la actuación de la 
Administración al haber exigido dicho re- 
quisito legal. 

No obstante lo expuesto, los imperativos 
legales citados no han condicionado en nin- 
gtin momento la resolución de los expedien- 
tes. A fin de que Sus Señorías puedan estar 
debidamente informados, tanto del número 
de expedientes como del espíritu que ha pre- 
sidido su resolución por parte del Ministerio, 
interesa destacar que en los últimos cuatro 
meses se han presentado más de 43.500 expe- 
dientes procedentes de todas las provincias 
españolas, y que de los miles de expedientes 
resueltos hasta la fecha, sólo 39 han sido 
desestimados, habiéndose fundado estas de- 
negaciones en no reunir el solicitante la re- 
lación de parentesco con el causante,. previs- 
ta en la norma aplicable, no haber demos- 
trado la relación de viudedad con el mismo 
o no haber probado el nexo de causalidad 
entre la guerra civil y la posterior muerte del 
causante, ocurrida en ocasiones más de 
treinta y cinco años después del final de la 
contienda, lo que evidentemente dificulta con- 
siderablemente la prueba. 

Se ha procurado interpretar siempre con 
amplitud el espíritu del Real Decreto-ley. Por 
otra parte, la no aportación por los interesa- 
dos de los documentos necesarios para la re- 
solución de los expedientes dificulta la tra- 
mitación y resolución de éstos en forma rá- 
pida y eficaz. Pero no por eso se ha para- 
lizado expediente alguno. Se ha seguido siem- 
pre el criterio interpretativo más favorable a 
los interesados, y como consecuencia de ello 
puedo afirmar a Sus Señorías que por el Mi- 
nisterio del Interior no ha sido aplicado 
nunca el artículo 99 de la Ley de Procedi- 
miento Administrativo, sobre la caducidad de 
las actuaciones por paralización debida a 
causa imputable a los interesados, procurando 
en todo momento orientarles y aconsejarles 

de modo sencillo y preciso sobre el modo de 
aportar las pruebas y documentos impres- 
cindibles. 

Siguiendo ese espíritu de colaboración por 
parte de los órganos correspondientes de la 
Administración, huyendo de estériles formu- 
lismos y con vistas a una mayor eficacia y 
celeridad por todos deseada, dado el volumen 
de solicitudes presentadas y por hallarse in- 
completos gran número de expedientes, eil 
Ministerio del Interior ha creado en este mo- 
mento un equipo especial de trabajo, dotado 
de los refuerzos técnicos y personales nece- 
sarios, para lograr la mayor rapidez y efica- 
cia en la sustanciación y resolución de estos 
expedientes. 

Fruto de esta preocupación, y con el fin de 
suprimir una de las dificultades más impor- 
tantes y reiteradamente aquí aludidas, con- 
sistente en la prueba de la muerte del cau- 
sante de la pensión, y agilizar de esta ma- 
nera el procedimiento actualmente estable- 
cido, nuestro Departamento está estudiando 
en este momento, junto con el Ministerio de 
Justicia, la posibilidad de arbitrar un proce- 
dimiento sumario de inscripción en el Regis- 
tro Civil de los fallecidos como consecuencia 
de la guerra. Sobre esta materia, como antes 
he citado, existen en cierta manera los pre- 
redentes del Decreto de 8 de noviembre de 
1936 y la Orden Ministerial del mismo año, 
p e  simplificaban sensiblemente los trámites 
para la inscripción de la defunción de las per- 
sonas muertas como consecuencia de la gue- 
rra de 1936-1939. Precisamente, y para la 
:onsecución de estos objetivos, el Ministerio 
ístá admitiendo como válidos aquellos expe- 
iientes en los que se incluye simplemente la 
nscripción en el Registro Civil de la desapa- 
.ición del causante, de acuerdo con el citado 
lecreto de 8 de noviembre de 1936, aunque 
:Sta circunstancia -hay que reconocerlo- 
:s solamente aplicable a un escaso número 
le peticionarios, pues la inmensa mayoría no 
rocedi6 a inscribir siquiera la desaparición. 
)e shí la necesidad de arbitrar un procedi- 
niento sumario, como ya se está haciendo, 
:obre inscripción de los fallecidos a conse- 
:uencia de la guerra. 

Con la desaparición de este obstáculo le- 
:al - q u e  espero que suceda en brevísimo 
duzo-, con el refuerzo de los medios admi- 
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iiictrativos dedicados a este cometido, que 
como digo se está haciendo en este momen- 
to, y con la agilización de los trámites pro- 
vinciales a que antes se ha hecho referencia 
por el señor interpelante, conseguiremos -es- 
toy seguro- ese sistema rápido y sencillo que 
los señores interpelantes y este Ministro de- 
sean. 

Creo, señoras y señores Senadores, que la 
actuación del Ministerio coincide con el espí- 
ritu del Decreto-ley, cuyo sentido y trascen- 
dencia comparte, y que en ese afán se ins- 
cribe su preocupación por remover los obs- 
táculos técnicos y formales para alcanzar el 
fin propuesto, que no es otro que la no dis- 
criminación de los combatientes de uno y otro 
bando y de sus familiares y la concordia que 
debe resplandecer como fruto de un acto de 
estricta justicia. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mi- 
nistro. 

Los señores interpelantes tienen derecho a 
rectificar. (Pausa.) Tiene la palabra el señor 
Martí Massagué. 

El señor MARTI MASSAGUE: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Senadores, siendo 
quien es el señor Ministro que nos ha respon- 
dido, que ha contestado a la interpelación, no 
podía ocurrir otra cosa que lo que ha ocurri- 
do : hemos oído palabras atentas, amables, in- 
cluso fraternas. 

Antes de que acabara su disertación el se- 
ñor Ministro estaba tomando apuntes para 
contestarle en una serie de conceptos y de cri- 
terios que no me han parecido acertados Pero 
dado el final de su parlamento, no quiero en- 
trar en ninguna nueva discusión. Estoy satis- 
fecho con los proyectos que nos ha presen- 
tado, con las promesas que nos ha hecho, y 
esperamos el buen resultado con una confian- 
za absoluta en el señor Ministro y en el Go- 
bierno. Nada más. 

El señor PRESIDENTE: El señor Barbado 
tiene la palabra. 

El señor BARBADO GONZALEZ: Señor 
Presidente, en realidad sólo voy a decir que 
a los efectos de pensión, no a los efectos ci- 
viles de constancia para posteriores reclama- 
ciones, creo que debía bastar jurídicamente, 
puesto que así lo ha reconocido el ilustrísimo 

señor Director General de Registros y el No- 
tariado, con el acta de notoriedad, que en 
concepto de este señor - q u e  yo asumo- no 
debe ser supletoria del Registro Civil, sino que 
debe tener entidad sustancial para justificar 
la muerte como si constara en el Registro Ci- 
vil. Es una observación que quería hacer cons- 
tar. 

Por otro lado se me acaba de decir que ha 
habido algún funcionario que ha cobrado 
ochocientas pesetas por un impreso para pe- 
dir estas cosas, que por gestiones posterior- 
mente hechas se ha rebajado a 52, y que al- 
gunos Gobernadores Civiles no admiten el ac- 
ta de notoriedad en los expedientes. 

El señor PRESIDENTE: Señoras y seño- 
res Senadores que no perteneciendo al Gru- 
po Catalunya Democracia i Socialisme ni al 
Grupo Socialista deseen intervenir. (Pausa.) 
Sólo el señor Casals, por el Grupo Parla- 
mentario de UCD, que tiene la palabra. 

El señor CASALS PARRAL: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Senadores, es casi 
ya una costumbre parlamentario en esta Cá- 
mara saludar a las señoras y señores Senado- 
res en el momento primero en que se inter- 
viene. No sé si puedo tener esa osadía, des- 
pués de que les someto a la tortura, al inicio 
de todas las sesiones, de oirme con voz can- 
sina como les leo el acta de la sesión ante- 
rior. En realidad, me considero liberado no 
de la salutación, sino de lo que puedan de- 
cirme por esa tortura, porque en definitiva 
el acta es el reflejo de lo que ustedes han 
hecho en la sesión anterior. 

Quisiera, en una breve intervención, hacer 
alguna puntualización. Quisiera puntualizar, 
en primer lugar, al Senador don Casimiro 
Barbado, que durante su brillante exposición 
de la interpelación, por tres veces se ha re- 
ferido a los decretos como decretos dictados 
para las viudas de los rojos. Debo decir a 
Su Señoría, en contra de algunas palabras de 
discriminación que también se han oído en 
la Cámara, que éste es el primer decreto 
en que a las viudas de los fusilados en la zo- 
na roja se les concede pensión. 

Los decretos a los que antes nos ha hecho 
referencia Su Señoría eran en relación a mi- 
litares, al Ejército; pero las viudas de civi- 
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les que fueron fusilados en la otra zona es 
precisamente por este decreto por el que vie- 
nen a recibir la pensión. Esta puntualización 
la quiero hacer Precisamente Porque el es- 
Piritu de las disposiciones que e s t m m  CO- 

mentando, Como muy bien ha dicho el señor 
Ministro, es un espíritu altamente integrador ; 
Y es integrador hasta ese extremo que acabo 
de mencionar. 

Por otra parte, también quisiera rectificar 

vés de lo que dispone la Ley del Registro 
Civil. 

Otra cosa muy distinta es cuando de ese 
acta de defunción no se deduce claramente 
cuáles fueron las causas del fallecimiento. Su 
Señoría nos ha dicho con toda razdn que mu- 
chas de esas actas de defunción dicen «heme- 
rragia internan, y en ese momento es preci- 
samente cuando entran estos nuevos méto- 
dos de prueba, como son el acta de notorie- 

I 

ma, si bien es cierto que en fecha 30 de ma- 
yo se trataba en esta Cámara la interpelación 
que hacía el Senador don Carlos Martí sobre 
el mismo tema. 

En tercer lugar, entrando en el punto que 
parece que es el que más preocupa, en el 
fondo de las interpelaciones, yo diría que hay 
tres hechos que deben ser probados: un pri- 
mer hecho es el del fallecimiento; un segun- 
do hecho es el de las causas del fallecimien- 
to, y un tercer hecho es el de ser beneficiario, 
de acuerdo con lo que dispone el decreto. 

Estamos, señores, entrando en la década de 
los ochenta del siglo xx, y precisamente el 
hecho de la declaración de fallecimiento nos 
viene dado por nuestro Código Civil y por 
nuestra Ley de Enjuiciamiento, que son de la 
década de los ochenta, pero del siglo M Y .  

Por tanto, al Gobierno que tenemos hoy -ni 
tampoco al Partido de UCD, al que tantas ve- 
ces se hace responsable de todos los males, 
aunque hoy no se haya dicho así-, no se 
le puede hacer responsable de esa normativa 
legal que tiene ya un siglo. Tampoco puedo 
hacer responsable de ella al Partido Socialis- 
ta, que tiene ya un siglo, pero quizá sea más 
responsable de ese Código Civil y de esa Ley 
de Enjuiciamiento que las personas que ocu- 
pan hoy el banco azul. 

El hecho del fallecimiento ha de deducirs? 
precisamente del Registro Civil, y tiene que 
tener entrada en el Registro a través de lo 
que dispone el Código Civil, a través de lo 
que dispone la Ley de Enjuiciamiento y a tra- 

fue tomada por Entesa dels Catalans. Quie- 

;ambién debe deducirse del Código Civil. No 
Dbstante, yo celebro enormemente las últimas 
palabras que he oído al señor Ministro al de- 
-irnos que conjuntamente su Ministerio y la 
Dirección General de Registros y del Nota- 
riado estaban estudiando la forma de poder 
arbitrar un procedimiento sumario para que 
rstas personas que, como muy bien se ha di- 
:ho aquí, son de avanzada edad, que tienen 
su ilusión en cobrar una pensión, y que ven 
más fácil motirse antes que llegar a cobrarla, 
puedan rápidamente conseguirlo. 

Yo pido al señor Ministro, por tanto, que 
estas gestiones se aceleren lo máximo posi- 
ble ; que se haga realmente un procedimiento 
sumario fácil y, sobre todo, que no cueste 
dinero a estas pobres personas y que, ade- 
más de la rapidez, se le dé la debida publici- 
dad para conocimiento de las mismas y no 
tengan que acudir a servicios jurídicos ex- 
ternos que, como tales servicios profesiona- 
les, estarán siempre cargados con unos flojos 
o fuertes honorarios. 

Esta es la petición final que quisiera hacer, 
y confío que las palabras del seflor Ministro 
dentro de pocos días puedan tener un reflejo 
oficial en las disposiciones necesarias. Mu- 
chas gracias. 

da por un hecho causado por la mano del 

ELECCION DE LOS MIEMBROS Y CONSTI- 
TUZION DE LA COMISION ESPECIAL DE 
INVESTIGACION SOBRE LA SITUACION 
DEL ORDEN PUBLICO Y LAS ACTIVIDA- 



- 239 - 

SENADO 19 DE JUNIO DE 1979.-NÚM. 8 

! 

DES TERRORISTAS, CREADA POR ACUER- 
DO DEL PLENO DEL SENADO EN SU SE- 

SION DEL DIA 12 DE JUNIO DE 1979 

El señor PRESIDENTE: Queda cerrado el 
debate de la última interpelación. Pasamos al 
punto 3 del orden del día, sobre la elección 
de miembros y posterior constitución de la 
Comisión Especial de Investigación sobre la 
situación del orden público y las actividades 
terroristas, creada por acuerdo del Pleno del 
Senado en su sesión del día 12 de junio de 
1979, publicada en el «Boletín Oficial de las 
Cortes Generales)), número 10, del día 7 de 
junio de 1979. 

Según costumbre que ya viene siendo ha- 
bitual, han sido facilitados los nombres de 
los señores Senadores que integrarán esta Co- 
misión Especial en representación de cada 
uno de los Grupos Parlamentarios que cons- 
tituyen la Cámara. 

Procedo a su lectura para, después, some- 
ter a la Cámara la elección de estos miem- 
bros de la Comisión. 

Por el Grupo Unión de Centro Democrá- 
tico : 

D. 
D. 
D. 
D. 
D. 
D. 
D. 
D. 
D. 
D. 
D. 
D. 
D. 
D. 
D. 

Justino Azcárate Flórez. 
Manuel Boroseta Pont. 
Acenk Alejandro Galván González. 
Mariano Losa Quintana. 
Alfredo Marco Tabar. 
Rafael Martín Hernández. 
Emilio Martín Villa. 
José María Pardo Montero. 
Alfonso Porta Vilalta. 
Francisco Ruiz Risueño. 
Luciano Sánchez Reus. 
José Luis Sánchez Torres. 
José Manuel de Torres Rollón. 
Antonio Uribarri Murillo. 
Manuel Villar Arregui. 

Por el Grupo Socialista: 
D. Alberto de Armas García. 
D. Alfons Cuco Giner. 
D. Juan José Laborda Martín. 
D. Fernando Morán López. 
D. Ramón Rubia1 Cavia. 

Por el Grupo Socialista Andaluz: 
D. José Plácido Fernández Viagas. 
D. Antonio Ojeda Escobar, 

Por el Grupo Catalunya, Democracia i So- 
cialisme : 

D. Rafael Nada1 Company. 

Por el Grupo Senadores Vascos: 

D. José Félix Elosegui Odriozola. 

Por el Grupo Mixto: 

D. Abel Matute Juan. 

¿Pueden darse por elegidos, por asenti- 
miento, puesto que están formulados por Gru- 
pos Parlamentarios, los nombres de los 25 
señores Senadores que acabo de reseñar? 
(Asentimiento.) 

En ese caso, y como vamos a suspender la 
sesión por el tiempo necesario, que no será 
inferior a veinte minutos, presumo que para 
proceder también a la constitución formal de 
la Comisión, mediante la elección de su Me- 
sa, me permito convocar a todos los señores 
que acabo de nombrar para que concurran, 
sin pérdida de tiempo, a la sala de comisio- 
nes, al propio tiempo que invito a los compo- 
nentes de la Mesa de la Cámara y a los seño- 
res portavoces para que concurramos a la 
sala Mañanós, en la seguridad de que sola- 
mente vamos a entretenernos durante cinco 
minutos. Para ambas convocatorias queda 
suspendida la sesión, que se reanudará sobre 
las ocho y media. 

Se reanuda la sesión. 

MOCION DEL CENADO ECPAÑOL 

El señor PRESIDENTE: Antes de entrar en 
el último punto del orden del día, me permito 
someter a la Cámara la moción procedente 
de la Comisión de Asuntos Exteriores del 
Senado, reunida esta mañana, en el curso de 
la cual se ha acordado someter al Pleno di- 
cha moción, a la que daré lectura seguida- 
mente, advirtiendo que de ella ha conocido 
previamente la Mesa, han sido igualmente 
informados los señores portavoces y, por 
consiguiente, el texto que a continuación da- 
ré a concer a la Cámara tiene la aprobación, 
por unanimidad, no solamente de todos los 
componentes de la Comisibn de Asuntos Ex- 
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teriores del Senado, sino también de la Mesa 
y el asentimiento de los señores portavoces. 

Se trata de que esta moción se envíe al Go- 
bierno a efectos de ser trasladada a la Orga- 
nización de Estados Americanos. Literalmen- 
te dice así: «Con todo el respeto que nos 
merece esa Institución, y movidos por la tris- 
teza y el dolor que hoy nos embarga a todos 
los pueblos, y con singular intensidad a Es- 
paña y a los países iberoamericanos, por los 
sufrimientos y la violación de los derechos 
humanos que viene padeciendo el pueblo de 
Nicaragua, nuestra nación hermana, nos per- 
mitimos hacer llegar el acuerdo que, por una- 
nimidad, acaba de aprobar el Senado español 
de pedir a la Organización de Estados Ame- 
ricanos que haga valer toda su autoridad, con 
objeto de que se restaure la paz civil y se ha- 
ga posible la expresión libremente manifes- 
tada de la voluntad del pueblo nicaragüen- 
se». 

¿Esta la Cámara de acuerdo, por asenti- 
miento, como se propone por la Presidencia, 
con el texto de esta moción? (Asentimiento. 
Aplausos.) 

Muchas gracias, tal y como he anunciado, 
contando ya con la aprobación unánime 40- 

rno dice su texto- del Senado español, se 
elevará al Gobierno, para que dé traslado de 
ella a la Organización de Estados America- 
nos. 

Entramos en el dltimo punto del orden del 
día. 

El seflor LABORDA MARTIN: Perdón, se- 
ñor Presidente, para una cuestión de orden. 
¿Cabría un turno de portavoces sobre este 
tema, que consideramos importante? 

El señor PRESIDENTE: Más que nada por 
la hora, porque recuerde el señor Laborda 
que ya en ocasión anterior esta proposición 
no de ley que ahora vamos a considerar, y 
que tiene realmente un contenido muy impor- 
tante, fue diferida a esta sesión por razón del 
tiempo y de la escasez de señores Senadores 
en los escaños. 

Tal vez en otra ocasión, en el próximo Ple- 
no, de alguna manera podría verse por la 
Junta de portavoces y por la Mesa el modo 
de hacer esta intervención de portavoces. No 
habría inconveniente, y creo que todos los 
grupos se solidarizarían con esa proposición. 

Pero entiendo que, por razones de economía 
y, sobre todo, por atender también la peti- 
ción que en la semana pasada nos hizo el 
Grupo Mixto, a través del portavoz señor Cer- 
c ó ~ ,  ahora hay que dedicar la atención que 
merece a esta proposición no de ley. 

El señor LABORDA MARTIN: Aceptamos 
plenamente la decisión de la Presidencia, pe- 
ro quisiéramos subrayar con un poco de so- 
lemnidad esta petición, de manera que la 
Mesa y la Junta de portavoces busquen una 
solución en el próximo Pleno. 

El señor PRESIDENTE: Se buscará y que- 
dará anotado en el acta. 

El señor LABORDA MARTIN: Tiene im- 
portancia desde nuestro punto de vista. 

El señor PRESIDENTE: Yo le ruego que 
si se olvidara en la Junta de Portavoces que 
tendremos con anterioridad al próximo Ple- 
no, lo recuerde el señor Laborda. 

PROPOSICION NO DE LEY SOLICITANDO 
QUE EL GOBIERNO COMPAREZCA ANTE 
EL PLENO DE LA CAMARA PARA FORMU- 
LAR UNA DECLARACION SOBRE CRITE- 
RIOS Y MEDIDAS TENDENTES A CORRE- 
GIR LOS DESEQUILIBRIOS INTERREGIO- 

NALES ACTUALMENTE EXISTENTES 

El señor PRESIDENTE: Entramos en el 
último punto del orden del día, que trata de 
una proposición no de ley del Grupo Parla- 
mentario Mixto solicitando que el Gobierno 
comparezca ante el Pleno de la Cámara para 
formular una declaración sobre criterios y 
medidas tendentes a corregir los desequili- 
brios interregionales actualmente existentes 
(publicada en el ((Boletín Oficial de las Cortes 
Generales)) número 10, del día 7 de junio de 
1979). 

Como dispone el Reglamento, existe la-po- 
sibilidad de un turno a favor y un turno en 
contra. Por favor, ¿quién va a defender la 
proposición no de ley? (Pausa.) Tiene la pa- 
labra el señor Cercós. 

El señor CERCOS PEREZ: Señoras y se- 
flores Senadores, todavía están recientes las 
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palabras pronunciadas en esta Cámara al hi- 
lo del debate sobre terrorismo con la ratifi- 
cación unánime del convencimiento de que 
asegurar la paz ciudadana es un requisito 
imprescindible para consolidar la democracia 
en España. En nombre del Grupo Mixto me 
cabe el honor hoy de presentar ante la Cá- 
mara entre Sus Señorías, una segunda cues- 
tión que estimamos que también es un re- 
quisito fundamental para que realmente Es- 
paña tenga un régimen democrático consoli- 
dado. Me refiero a la necesidad de la supre- 
sión de los graves e injustos desequilibrios 
territoriales que caracterizan el marco pre- 
autonómico español. 

Partimos del firme convencimiento de que 
sólo abordando por encima de partidismos 
ideológicos los problemas de fondo que pre- 
ocupan día a día al ciudadano español conse- 
guiremos no sólo anular la grave tendencia 
a un distanciamiento paulatino entre el pue- 
blo español y sus instituciones representati- 
vas, sino también estimular la ilusión política 
de los ciudadanos por el nuevo régimen de- 
mocrático. El reto que tiene la institución par- 
lamentaria, y en especial este Senado, cuya 
configuración regionalista lo coloca esencial- 
mente por encima de las ideas políticas, es sin- 
tonizar en profundidad y sin interferencias con 
lo que anhela y con lo que le preocupa al ciu- 
dadano español. Y no quepa duda a Sus Se- 
ñorías que al lado del logro de una efectiva 
seguridad ciudadana y directamente relacio- 
nada con ésta, la otra gran preocupación del 
pueblo español es saber a dónde conduce el 
acontecer preautonómico del actual momento 
español. 

Le preocupa al ciudadano y al pueblo el que 
sus representantes políticos puedan no tener 
elaborado ni un modelo claro de lo que habrá 
de ser una nueva realidad regional en España, 
presidida por los principios de equidad y soli- 
daridad interregional, ni los pasos que habrá 
que instrumentar para recorrer con firmeza, 
con seguridad y sin pausas el camino de la 
superación de las disparidades territoriales. Le 
preocupa también al ciudadano el tono de ar- 
tificialidad y de improvisación que caracteri- 
za, en el fondo, muchos comportamientos pre- 
autonómicos que no hunden sus raíces en una 
conciencia regional madura y responsable. Le 
preocupa, en fin, que el Gobierno pueda perder 

el timón de una singladura en la que la equi- 
vocación del rumbo pueda suponer dar al tras- 
te con la democracia. 

No podemos olvidar que junto a las reivin- 
dicaciones políticas y culturales anida en el 
fuero interno de cada ciudadano la justa aspi- 
ración de mejorar su situación presente, y a 
un buen número de españoles lo que les falta 
hoy es bienestar. Para una mayoría de gentes 
democracia y autonomía son sinónimos de fór- 
mulas para salir de la marginación en la que 
han vivido y viven actualmente. De ahí que 
una nueva frustración en el tema autonómico 
podría acarrear una desilución política y social 
por la democracia. 

El artículo 69 de la Constitución define al 
Senado como Cámara de representación terri- 
torial, y hemos de hacer honor a este manda- 
to, compañeros del Senado. La nueva estruc- 
turación regional de España, el nacimiento de 
las autonomías, debe constituir el centro de 
la actividad de esta Cámara y afrontar el pro- 
blema de las autonomías es un objetivo, a jui- 
cio del grupo que represento, indeclinable para 
este Senado. Así lo ha entendido el Grupo Mix- 
to al presentar esta proposición no de ley re- 
cabando la presencia del Gobierno ante esta 
Cámara para que fije su posición ante el grave 
problema de los desequilibrios territoriales. 

Muchas son las preguntas que se hace el 
ciudadano español, que asiste perplejo y con- 
fundido a lo que alguien ha llamado inflación 
autonomista. ¿Equivale autogobierno a auto- 
financiación? ¿Va a aumentar la presión fis- 
cal? ¿HabrA doble imposición? Y cuando des- 
de ciertos medios de comunicación social se 
especula con 200 Consejeros o Ministros de 
los territorios y más de 15.000 funcionarios 
para el aparato bucrocrático de las autono- 
mías, también ese ciudadano español se pre- 
gunta con frecuencia ¿qué reducción de gas- 
tos en el presupuesto de todos los españoles 
compensará estos mayores gastos adminis- 
trativos regionales y en qué parte éstos se 
cubrirán mediante nuevas cargas impositivas 
sobre los ciudadanos de cada ente autónomo? 

Pero entre todas estas cuestiones que ne- 
cesitan respuesta urgente para reducir la 
preocupación de los ciudadanos y la conlfu- 
sión de la lhora presente hay un interro- 
gante general sobre cuya respuesta descan- 
sa, a nuestro juicio, cuál será la orientación 



personal de una mayoría de individuos hacia 
las autonomías. ¿Se avendrán con heohos y 
no con palabras las regiones ricas a ayu- 
dar a las menos favorecidas? ¿O es que se 
piensa que los regiones ricas con las autono- 
mías sigan siendo más ricas y las pobres más 
pobres? 

Porque, señoras y señores Senadores, las 
autonomías deben estar basadas en un equili- 
brio democrático entre los entes autonómi- 
cos y estos entes autonómicos no deben ser 
compartimientos estancos en el marco de 1 -  
unidad de España. Esa sensación, queramos o 
no, es la que hoy por ,hoy se tiene; cada re- 
gión va a lo suyo y es la sensación que tiene 
el ciudadano medio de nuestro país. Ese ciu- 
dadano que, justo es decirlo, y es la verdad, 
no acepta ya en el quehacer parlamentario 
más buenas palabras y lo que quiere son he- 
chos y hechos. 

España presenta hoy graves desequilibrios 
espaciales en la distribución, de la actividad 
económica y de los servicios. La acumulación 
de capital de los años 60 exigió mano de obra 
y capital y las regiones hoy desarrolladas tu- 
vieron mano de obra abundante y sumisa y 
capitales provenientes del campo. Se produ- 
jo la emigración y la desertización de am- 
plias zonas rurales; al par que se enrique- 
cían unas regiones se empobrecían otras y, 
al mismo tiempo, se gestaba el binomio ca- 
racterístico de la realidad española actual: 
concentración urbana industrial frente a zona 
rural deprimida. 

Emigración que, en el período 1955-75 pre- 
senta el siguiente saldo emigratorio: Andalu- 
cía ha perdido 1.400.000 habitantes; Casti- 
lla y León 850.000; Extremadura 576.000 
habitantes; Cataluña ha ganado 1.200.000 ha- 
bitantes; Madrid 1.200.000; Valencia 427.000 
habitantes; pudiendo afirmarse que, de per- 
sistir la actual tendencia, la despoblación, 
por ejemplo, de Castilla la Vieja y Extrema- 
dura será de modo casi seguro irreversible. 

El ahorro, incluso tras dictarse la norma- 
tiva de marzo del año 1977 impulsando la in- 
versión de las Cajas de Ahorro en sus pro- 
pios entornos geográficos, ha seguido flu- 
yendo hacia las regiones desarrolladas merced 
al coeficiente obligatorio al que están su- 
jetas las Cajas de Ahorro y la Banca Pn- 
vada. Así, para ese mismo año 1977 y en el 

ahorro castellano-leonés tenemos en millones 
de pesetas lo siguiente: ahorro total de la re- 
gión; 312.213 millones de pesetas. Puesto en 
manos del Estado por ese coeficiente obliga- 
torio, con un 21 y 25 por ciento: 78.347 mi- 
llones de pesetas. Reintegrado a la región de 
Castilla-León a través del crédito oficial en 
los diferentes sectores en que se ha inver- 
tido: 49.126 millones de pesetas. Aportación 
de Castilla y León al resto de la nación: 
29.221 millones de pesetas. 

De hecho, las seis provincias españolas 
más privilegiadas generaron menos ahorro 
que la inversión recibida, mientras que para 
Zamora el ahorro fue de algo más de ocho 
veces la inversión, Soria y Teruel alrededor 
de cuatro veces y Cuenca quince veces. Las 
regiones más atrasadas están ya hartas de 
que su ahorro se capitalice en las grandes 
urbes industriales. 

Pero la aportación de las regiones más po- 
bres a las más ricas no sólo ha sido de hom- 
bres y de capital, sino también de otros ele- 
mentos fundamentales para el desarrollo, 
como las materias primas y la energía. Así, 
por ejemplo, durante el $período 1965-75 la 
producción energética de Castilla y León su- 
puso el 21,48 por ciento del total nacional, 
mientras que el consumo propio de la región 
fue del 10,37 por ciento. 

La consecuencia de estos irracionales tras- 
vases es la existencia hoy en España de cua- 
tro bolsas de pobreza: una de ellas en el 
Noroeste, dos en el Sudoeste y una cuarta 
entre las provincias de Soria, Cuenca, Teniel 
y Guadalajara, que quizá tienen prolongacio- 
nes hacia otras provincias castellanas. Estas 
zonas subdesarrolladas se corresponden con 
regiones insertas en las características es- 
tructurales y peculiares de la agricultura es- 
pañola. 

Cataluña, Vascongadas y Valencia no tie- 
nen una sola comarca deprimida, mientras 
Andalucía, Castilla la Vieja y Galicia encua- 
dran un elevado nivel de marginación. Ma- 
drid, País Vasco, Navarra, Cataluña y Balea- 
res tienen una renta «per capita)) mayor que 
la media nacional; la del País Valenciano es 
aproximadamente igual que esta media, e! 
resto de las regiones tiene una renta «per ca- 
pitan inferior a la media nacional. De hecho 
entre cuatro regiones acaparan una renta por 
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persona equivalente a la que generan las 
nueve últimas juntas, según un reciente es- 
tudio del profesor Alcaide Inchausti. 

La participación de la renta regional en el 
total nacional ofrece los siguientes porcen- 
tajes, tomando como referencia los años 1955 
y 1975; el total de participación de Cataluña 
ha pasado del 18 al 20 por ciento; Castilla 
y León bajó del 1 1  al 8 por ciento; Ma- 
drid creció del 13 al 17 por ciento; Extrema- 
dura bajó del 2,6 al 1,8 por ciento, mientras 
que esta renta regional en el período 55-75 
ha experimentado los siguientes incrementos, 
es decir, el total de la renta nacional en por- 
centajes: Cataluña, el 226,8 tpor ciento: Ma- 
drid, el 285 por ciento; Valencia, el 225 por 
ciento; Castilla y León, el 117 por ciento, y 
Extremadura, el 105 por ciento. 

Para las cinco provincias con mayor pro- 
ducción por kilómetro cuadrado, Barcelona, 
Vizcaya, Guipúzcoa, Madrid y Valencia, y las 
cinco con menor, Huerca, Guadalajara, Cuen- 
ca, Soria y Teruel, su producción neta en el 
período 1955-1975 ha variado como sigue: 
para las provincias con mayor producción en 
1955, su participación en el producto neto era 
del 39,4 por ciento; en 1975, del 43,5 por cien- 
to. Las provincias menores en 1955 tenían 
el 3 por ciento, y han bajado al 2,l  (por cien- 
to en 1975. Barcelona, Valencia, Madrid y 
Alicante tienen al final de este período el 
36 por ciento de .los establecimientos indus- 
triales, mientras que Soria, Avila, Palencia y 
Guadalajara el 1,5 por ciento. 

Cataluña tenía el 35 por ciento de las in- 
versiones industriales, mientras que, en con- 
junto, Extremadura, más Galicia y León, no 
superaban el 8 por ciento. 

Finalmente, Barcelona, Madrid, Valencia y 
Vizcaya suponían en esa misma fecha al- 
rededor del 50 por ciento del empleo total de 
trabajadores en la industria, mientras que Te- 
ruel, Cuenca, Soria y Avila s610 el 0,5 por 
ciento. 

Ante esta realidad, expresión de los pro- 
fundos desequilibrios interregionales de nues- 
tro país, las inversiones de la Administración 
en las zonas subdesarrolladas han sido, no 
dudamos en calificarlo, tercermundista: ca- 
minos de acceso y vecinales, luz, telaono, 
abastecimiento de agua y saneamientos, etc., 

reflejándose este precario tratamiento en el 
bienestar social de las distintas regiones 

Así, Cataluña y Vascongadas tienen en to- 
das sus casas, en general, agua corriente, 
mientras que el 29 por ciento de Galicia y 
el 39 por ciento en Extremadura no la te- 
nían en 1977. 

También entonces el 85 por ciento de las 
viviendas en Cataluña tenían calefacción, 
frente al 8 por ciento de Extremadura. El 
País Valenciano disponía en el 95 'por cien- 
to de sus casas de servicios de aseo, mien- 
tras el 81 por ciento de León, 25 por ciento 
de Galicia, 50 por ciento de Extremadura, ca- 
recían de ellos. 

De cada cien viviendas en Castilla y León 
en aquella misma (fecha, el 53,4 por ciento 
carecía de agua corriente; el 3 6 3  por ciento 
de aseos, y el 60,2 por ciento de calefacción. 

El artículo 138 de la iConstitución establece 
que «El Estado garantiza la realización efec- 
tiva del principio de solisdaridad consagrado 
en el artículo 2.0 de la Constitución, veland7 
por el establecimiento de  un equilisbrio eco- 
nómico adecuado y justo entre las diversas 
partes del territorio español.. .». 

Por esta razón este Senado tiene que afron- 
tar aquí y ahora el reto de lo concreto, de lo 
tangible, si no, las futuras autonomías serán 
algo condicional y alejadas en los sentimien- 
tos de las gentes de España. 

Recuerdo aquí las palabras de Ortega y 
Gasset, en 1931, referidas a las regiones cara 
a las autonomías: 

«Me interesa hacer capaces a los incapaces 
y todavía no se ha inventado mejor manera 
de enseñar a nadar que arrojar al aprendiz de 
un empujón al agua, quedando detrás la ins- 
pección y cuidado». Y esta Cámara es la que 
tiene que llevar, fundamentalmente, con el 
propio Gobierno la inspección y el cuidado. 

Es necesario partir de una premisa: las 
regiones ricas no pueden seguir siéndolo a 
costa de las pobres, como ha señalado en Vi- 
llalar Juan Manuel Reol, {Presidente del Con- 
sejo de Castilla y León, añadiendo: «¿Cómo 
pueden Castilla 9 aquí añado yo Extrema- 
dura, Galicia y otras regiones de España- 
adquirir una conciencia regional cuando la 
primera necesidad es subsistir, encontrar un 
lugar de trabajo y un sitio para vivir?)). 

El objetivo de equidad y solidaridad inte- 
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rregional no es partidista ni ideol6gico. Per- 
tenece a la categoría de metas que tiene in- 
cardinadas en su techo cultural el ciudadano 
español y que considera por encima de las 
ideas políticas; por ello su logro constituye 
a juicio del Grupo Mixto una condición «cine 
qua non» #para que la democracia arraigue en 
España. O, diuho con otras palabras, no ha- 
brá una auténtica democracia en España si no 
existe justicia distributiva, e igualdad de opor- 
tunidades, es decir, si la solidaridad, desde 
este momento, no pasa de ser una palabra 
bonita con respaldo constitucional a ser un 
hecho tangible para los ciudadanos españoles. 

Es, pues, tan importante el que países con 
una acusada personalidad histórica tengan 
pronto una autonomía plena como que el Es- 
tado acuda en auxilio de las regiones depri- 
midas de 'España, injustamente marginadas 
hasta la fecha y que por sí solas pueden ser 
no sólo incapaces de salir de la situación ac- 
tual de relegación, sino, incluso, asumir la 
responsabilidad de sus propias autonomías. 

Las zonas deprimidas no aceptarán, en nin- 
gún caso, y hablo como hombre nacido en 
una de ellas, que el tratamiento que se dé 
a las autonomías desde esta hora pueda su- 
poner ni el más mínimo incremento de los 
actuales desequilibrios interregionales y es 
para esas áreas deprimidas una exigencia que 
se formule un modelo de desarrollo regional 
que desde este momento tome como obje- 
tivo prioritario la disminución paulatina de 
tales diferencias. 

La convivencia futuro de España debe des- 
cansar sobre un equilibrio territorial progra- 
mado y armonizador y, por tanto, no irra- 
cional, que sustente un marco armonioso de 
autonomías y del que se excluya cualquier 
clasificación futura de las regiones en cate- 
gorías en base a su situación cultural, social 
y económica. 

Quiere ello decir que es preciso anular los 
irritantes desequilibrios actuales en el ca- 
mino que va desde hoy hasta la consolida- 
ción democrática de España. Nuestra opi- 
nión es que basta ya de que la palabra soli- 
daridad pase de boca en boca mientras que 
hasta el momento brilla por su ausencia en 
esos hechos. 
Y quiero recoger el sentir de las zonas mar- 

ginadas de España al recabar que ya desde 

aquí y desde ahora, al par que justamente 
ciertos países alcancen su autonomía, se pro- 
vean urgentemente los mecanismos que anu- 
len, año a año, las desventajas socioeconó- 
micas de ciertas regiones de España, que 
presentan en esa meta de salida de la carre- 
ra que vive el país hacia las autonomías. No 
se trata, pues, s610 de que el camino hacia 
el futuro se recorra ya equilibradamente, sino 
de que el Estado haga al comenzar a andar 
un reconocimiento de deuda, no teórico, sino 
concreto, para con las zonas deprimidas de 
España al par que asuma el compromiso de 
la anulación efectiva y urgente de tales di- 
ferencias. 

Las cuestiones surgidas en el orden eco- 
nómico, al hilo de las transferencias admi- 
nistrativas, requieren un planteamiento pre- 
vio, del que no hay rastro alguno en nuestro 
país. 

Asimismo, el hecho de que en las próxi- 
mas fechas nos enfrentemos en esta Cámara 
con la distribución y reparto del fondo de 
Acción Coyuntural para el año 1979, con un 
importe de 80.000 millones de pesetas, incre- 
mentado por el Congreso, dentro del primer 
Presupuesto del Estado tras la puesta en 
maroha de diversos entes Preutonómicos, hace 
que resulte muy urgente el disponer de crite- 
rios objetivos y la adopción de medidas para 
empezar a paliar las diferencias interregio- 
nales. 

Porque creo, señoras y señores Senadores, 
que estaremos todos de acuerdo en que es 
fundamental objetivar el problema para 
saber claramente cuáles deben ser las priori- 
dades en las ayudas y qué cuantía deben al- 
canzar éstas. ¿O es que se piensa como más 
conveniente que, Presupuesto a Presupuesto, 
convirtamos esta Cámara en un marco de es- 
caramuzas para que la balanza se incline a 
favor de aquellas fuerzas políticas o regiona- 
les más numerosas? Esto no sería solidaridad, 
es evidente. 

La asignación de recursos y la adopcidn de 
medidas tendentes a lograr el equilibrio te- 
rritorial necesitan de un modelo integrado de 
desarrollo regional fundamentado en una or- 
denación racional del territorio, y del estable- 
cimiento de criterios, o módulos, revisables 
periódicamente y que, siendo fiel reflejo de la 
situación real de las regiones y zonas depri- 
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midas, sean el elemento objetivo para las 
acciones que se lleven a cabo. En este sen- 
tido, la asignación a Andalucía, región de- 
primida, de más de 50.000 millones en el pa- 
sado Consejo de Ministros, 16gicamente al 
margen del Fondo de Acción Coyuntural, nos 
lleva a pensar que el Gobierno ya dispone 
de una fundamentada tabla de prioridades, 
que urgen que haga pública, así como los cri- 
terios que han presidido su elaboración, y 
que son de esperar las asignaciones propor- 
cionales correspondientes, en las próximas 
fechas, para las restantes regiones subdes- 
arrolladas de España. 

No entraremos en el tipo de modelos; de 
gravedad de simulación, de optimización, etc., 
que pueda ser utilizado, pero sí en los que 
deben ser pilares de ese modelo, si realmente 
se pretende acabar con los desequilibrios te- 
rritoriales. Son éstos: las Haciendas locales, 
el crédito oficial, el control de recursos pro- 
pios y la empresa pública. 

Comprendemos las dificultades para eva- 
luar las grandes diferencias existentes entre 
las regiones y para medir las interrelaciones 
entre ellas; pero estimamos imprescindible es- 
tablecer criterios objetivos que midan el des- 
arrollo, distintos del nivel de renta, tan sim- 
ple y por sí solo tan enmascarador de situa- 
ciones reales de depresión. Con las pondera- 
ciones oportunas deben ser considerados 
factores fundamentales también: ,la progresi- 
vidad de la población, esto es, la tasa mig-ra- 
toria neta por mil habitantes; el equilibrio co- 
<lectivo, con el grado de electrificación y ener- 
gía disponible, así como de abastecimiento de 
agua y saneamientos; la diversificación de la 
actividad económica, ponderando el porcen- 
taje de actividad en el sector agrario; la in- 
fraestructura de comunicaciones, valorada 
como kilómetros asfaltados por cien kilóme- 
tros cuadrados y como el número de líneas te- 
lefónicas por mil habitantes; y, finalmente, 
los servicios colectivos (médicos, farmacéu- 
ticos, veterinarios, etc., por habitante). 

La solidaridad pasa por la regulación que 
se haga de las Haciendas locales. Evidente- 
mente, debe darse un tratamiento desigual 
a los diversos entes preautonómicos para lo- 
grar el equilibrio entre todas las entidades 
inferiores. 

Si el sistema tributario de las regiones es 

flexible, las regiones con niveles de renta y 
patrimonio más reducido tendrán recauda- 
ciones más bajas. El Fondo de Compensación, 
aprobado en cada Ley de Presupuestos anual, 
debe no sólo contribuir a paliar, año a año, 
las diferencias interregionales existentes hoy, 
sino que debe jugar un papel complementa- 
rio de la tributación regional si se quiere 
que sirva al principio de solidaridad. 

Deben arbitrarse medidas para impedir la 
traslación #de las cargas fiscales, establecidas 
por el sistema financiero propio de cualquier 
ente autónomo de regiones desarrolladas, ha- 
cia las regiones o zonas deprimidas. Asimis- 
mo, hay que articular mecanismos que ar- 
monicen el régimen de la Seguridad Social 
partiendo del hecho de que en las regiones 
privilegiadas se encuentra la mano de obra 
joven emigrada, mientras que en las zonas 
deprimidas se encuentran envejecidas socio- 
lógicamente. 

Desde la óptica de las regiones subdesarro- 
lladas el sistema de conciertos no resulta con- 
veniente si se quiere llegar a una regionaliza- 
ción justa. Como señ$ala Calvo Ortega, hoy se- 
ñor Ministro y Profesor de Derecho Financie- 
ro: de una parte, si los conciertos se mantie- 
nen únicamente para algunas regiones, aqué- 
llas se sentirán agraviadas comparativamente; 
de otra, si se generalizan los conciertos, la 
relación Estado-Regiones no estará basada en 
la equivalencia de prestaciones para llegar a 
un régimen justo. 

En la raíz de los desequilibrios late también 
la ausencia de control de los recursos regio- 
nales. Es indispensable la desaparición del co- 
lonialismo interior, o lo que es lo mismo, 
urge hacer efectiva la capacidad de cada re- 
gión deprimida para disponer de una parte 
importante de los recursos que genera en su 
propio territorio, 

El credito oficial debe jugar un papel 'muy 
importante en la superación de los desequili- 
brios territoriales. Para que salgan del subdes- 
arrollo las zonas marginadas es necesaria una 
industrialización que aproveche los recursos 
del territorio y genere un valor añadido que 
mejore el nivel de renta de la zona. 

Hay que ser conscientes de que la relega- 
ci6n y el abandono de ciertas áreas del país 
han llevado su subdesarrollo a cotas elevadas 
que resulta imprescindible que sea el propio 



Estado quien cebe la bGmba de su deoirrollo, 
ya que la iniciativa privada se ve inoapaz de 
acometer planes de ex.pansión industrial y mu- 
cho más para financiarlos. 

sembró de industrias y factorías a las ZmaS 
periféricas de España e ignoró a otras com- 
pletamente, como ha sido el caso de Castillci 

dades establecidas, así como la coordinación 
de aquélla con la política global y sectorial y 
sus relaciones con la política de d e n a c i ó n  del 
territorio. 

4.0 Medidas p a n  el equipamiento tendente 
a la supresih de las diferencias interregio- 
nales. 

Un Propósito incuesticmble de ir Poniendo 
fin a las diferencias interregionales debe des- 
cansar sobre el principio de objetivar la deci- 

a una planificación previa y al establecimiento 
parlamentario de unas prioridades y no ser 
manipulables por presiones localistas ni regio- 
nalistas. 

En fin, Señorías, para que haya justicia, 
equidad y solidaridad en la política de auto- 
nomías h,ay que planificar ese futuro y aquí 
debe estar quizá la tarea primordial del SI- 
nado, a juicio del Grupo Mixto, a través de 
una Comisión de Administración Territorial 
que urge crear. No queremos que se deduzca 
de estas palabras que deban frenar su marcha 
hacia la autonomía los países o regimes más 
avanzados, sino que, interpretando el sentir de 
un0 inmensa mayoría de españoles, es urgente 
que el Gobierno y el ihrlamento que rigen el 
rumbo del país tengan muy claro hacia dónde 
vamos en el terreno de las autonomías para 
no generar nuevas y mayores distorsiones. 

Esta prqosición no de ley del Grupo Mixto, 
tiene el fin de urgir al Gobierno para que ex- 
ponga ante el Pleno de esta Cámara los cri- 
terios y medidas para acabar con los desequili- 
brios interregionales. En particular sería im- 
portante que se informase a la Cámara sobre 
los siguientes extremos: 

1." Los criterios que se utilizan pava eva- 
luar las diferencias interregionales espñolas, 
así como la evolución de los actuales ,desequi- 
librios en el tiempo atrás. 

2." Los objetivos de la política regional es- 
pañola, los parámetros utilizados y las priori- 

ciero para combatir las &ferencias jnterregio- 
nales, así corno sobre la distrihción de aquel. 

6." Informiición también sobre la coordi- 

miento geográfico, como el de sus empresas 

seguir para coordinar la .programación regio- 
nal con la que se pudiem establecer a nivel del 
Estado, tendente a impedir nuevas distorsio- 
nes entre los territorios y a superar los actua- 
les desequilibrios. 

Estimamos que las respuestas a todas estas 
cuesticaes deberían ser tenidas en cuenta a la 
hora de elaborar el próximo proyecto de ley 
sobre financiación de los entes autonbmicos, 
cuya remisión al Parlamento ha anunciado el 
Gobierno. 

Hay que crear pues, bien y urgentemente, 
las bases para una auténtica política autonó- 
mi03 para que, en primer lugar y ante todo, 
haga efectivo el bienestar al que tienen un de- 
recho irrenunciable los habitantes de las re- 
giones y zones deprimidas de España. La falta, 
tudavía, en numerosas zonas de España, de 
sgua corriente en los domicilios, de teléfonos, 
de saneamientos, de caminos de accesa y veci- 
nales debe constituir la primera piedra de 
toque de la nueva política awtonómica. La su- 
peración de estas situaciones haría entender 0 
la totalidad de los ciudadanos españoles que 
la solidaridad es algo más que una .palabra. 

Por el ccmtrario, entendemos en el Grupo 
Mixto que, sin una solidaridad justa, auténti- 
ca, suficiente y eficaz, no serían viables las 
autonomías de los pueblos y países españoles. 
Quizá -y es lo más grave-, no resultara 
factible mantener la unidmad de España. Quizá 
no otra cosa quería -yya termino- expre- 

Pcr último, juzgamos muy interesante que 
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sar el poeta vasco Celaya, en uno de sus ver- 
sos que refiere a Castilla, pero yo pongo al 
lado de Castilla a Extremadura, Galicia y 
otras zonas más. 

<&astilla, o te conquistamos venciendo tu 
muerte muerta, c) acabarás por llevamos al 
“nada vale la pena”» (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cer- 
c ó ~ .  En este ambiente de ovación unánime 
-casi unánime, me advierte el señor Vicepre- 
sidente-, me resulta difícil preguntar si hay 
algún turno en contra. (Pausa.) Señores por- 
tavcces que desean tomar la palabra pana cu- 
brir el turno corresponaiente. (Pausa.) (Por su 
orden de solicitud, tiene la palabra el Senador 
señor Ollora, del Grupo de Senadores Vascos. 

El señor OLLORA OCHOA DE ASPURU: 
Señor Ministro, señoras y señores Senadores, 
como circunstancial portavoz del Grupo Par- 
lamentario Vasco, nos parece acertada, opor- 
tuna y certera esta proposición no de ley, pre- 
sentada por el representante del Grupo Mixto, 
señor Cercós. 

Creo que es hora de que en esta Cámara, y 
por el Gobierno, conozcamos de una vez qué 
piensa sobre este importantísimo problema y 
qué medidas va a arbitrar para resolverlo. 

Creo, sincenamente, que poco se puede aña- 
dir a la descarnada exposición realizada por el 
señor Cercos. 

Quizá puedan proceder algunas precisioi-ie: 
complementarias de tipo técnico que expli- 
quen que también en las que convencional- 
mente se califican de regiones ricas no todo 
es país de Jauja, y la actuación pública tam- 
poco ha sido de éxito. 

Tambien puede echarse de menos entre to- 
das esas argumentaciones, independientemen- 
te de estos procesos de subdesarrollo, oír que 
las clases rectoras de cada región aprendan a 
vivir y a luchar en su propia región. 

Pero en cualquier caso, estando de  acuerdo 
con el fondo de la proposición, quizá conven- 
ga, en el tiempo que se me concede, hacer 
unas pequeñas precisiones de tipo técnico. 

El problema del desequilibrio regional, esto 
es, de las disparidades de desarrollo, es un 
problema serio, un problema difícil, un pro- 
blema com,plejo, un problema que se presenta 
en todos los países desarrollados, independien- 

.emente incluso de su modelo de organización 
:conómica. Es un problema en el que, incluso 
iquelloc países con más experiencia en el 
:ratamiento de esta cuestión, no han logrado 
nasta ahora resultados de éxito. 

Curiosamente en aquellos Estados en que 
M e  problema se da can menor agudeza son 
xquellos que tienen un sistema político más 
iesconcentmdo. Un sistema en que las ins- 
tancias de poder están repartidas a diferentes 
iiveles. 

En la época actual asistimos a lo que se en- 
tiende por una quiebra del Estado clásico. Las 
Funciones fiscal-financieras que tradicional- 
mente son asumidas por los Estados, están 
progresivamente pasando a manos, a instan- 
cias, supraestatales o infraestatmales. 

De todo ello, y para atenuar y atender a 
este serio problema técnico, hay una solución 
que se sonoce con el nombre de (proceso de 
descentralización incesante». En otras pala- 
bras, y ésta será la tarea de esta Cámara, en 
un plan serio de autonomía política y econó- 
mica, y en una poltica regional solidaria desde 
la óptica de Estado. Un plan de autonomía 
política y económica serio. Y no me citen las 
preautmomías. Es una política regional so- 
lidaria desde una óptica de ‘Estado instrumen- 
tada, entre otras medidas, a través de ese 
Fondo de Compensación. 

Como pueden SS. SS. imaginarse, como por- 
tavoz circunstancial de un Grupo hipersensi- 
bilimdo por este tema, no podemos menos de 
celebrar esta proposicih no de ley y adhe- 
rimos a la mismia, como representante de un 
Grupo nacionalista que, luchando por sus de- 
rechos, siempre estará al lado (de aquellos que 
traten de salir del subdesarrollo. (ApZausos.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra, 
por el Grupo Parlamentario Gatalunya, Demo- 
cracia i Socialisme, el Senador señor Subirats. 

El señor SUBIRATS PIÑANA! Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Senadores, siempre 
es positiva la presencia de miembros del Go- 
bierno en el Senado para formular declaracio- 
nes que nos ilustren sobre asuntos puntuales ; 
en particular, cuando se  trata de temas como 
el contemplado en la proposición de ley de 
la semana anterior sobre el orden público, ma- 
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teria en la que el Gobierno ejerce facultades 
discrecionales. 

Tema diferentz es el de los desequilibrios 
interterritoriales y su corrección, que, al am- 
paro del articulo 1311, 1, de la Constitución, 
se reserva a la ley. 

Textualmente, la Constitución señala que : 
«El Estado, mediante ley, podrá planificar la 
actividad económica, equilibrar y armonizar el 
desarrollo regionah. 

'Por consiguiente, cuando el Gobierno debe 
actuar ejerciendo facultades regladas, está 
claro que el poder ejecutivo ha de ajustarse a 
lo establecido por el poder legislativo. Y no 
me parece afortunado pedirle d Gobierno uns 
declaración sobre las medidas que piensa 
adoptar pam corregir los desequilibrios inter- 
territoriales, porque nos podría contestar, y 
con razón, que el Gobierno está a la espera 
de lo que decidamos las Cortes para llevarlo 
a cabo. 

Hemos de ser celosos de las competencias 
del poder legislativo, sin introducir motivos 
de confusión. Todo ello sin restar importancia 
a las opciones que el Gobierno pone de mani- 
fiesto cuando, a través de la ley, a través de 
proyectos de ley de incidencia territorial y, 
sobre todo, mediante el proyecto de Ley de 
Presupuestos, muestra una tendencia, pero 
sólo una tendencia, porque la opción última 
corresponde al Congreso y el Senado aproban- 
do, rechazando o modificando los proyectos 
de ley de que se trate. 

Por otra parte, el problema es insoslayable 
y espero que al hilo de su planteamiento hoy, 
al margen del reparo formal expresado, sus- 
citará pronto debates, tanto en la Comisión 
como en el Pleno, con la esperanza de que los 
temas territoriales de contenido económico 
compartan, por lo menos, paritariamente el 
protagonismo que las materias relacionadas 
con la seguridad ciudadana tienen en esta 
Cámara. 

Deseo hacer un par de puntuaiizariones. Pri- 
mera, se ha planteado el tema como si se tra- 
tara de una alternativa: objetivos de ámbito 
estatal frente a objetivos de las nacionalidades 
y regiones. Pienso que no es así. #Pienso que 
de lo que se trata es de la opci6n entre des- 
arrollo polarizado y desarrollo equilibrado. 
Conocemos las posturas ldoctrinales, tanto de 
Hirschman en favor de la polarización, como 

de Myrdal apostando por el crecimiento equi- 
librado, y de los argumentos respectivos se 
concluye que el modelo capitalista favorece 
el desarrollo polarizado, maximizando los be- 
neficios al amparo de las economías externas 
que haya en las áreas industriales y de servi- 
cios. Un desarrollo equilibrado requeriría un 
modelo económico alternativo, una potencia- 
ción del sector pdblico que, .desde luego, no 
se postula por el interpelante. 

Segunda y última. Si el modelo económico 
establecido propicia los desequilibrios y los 
movimientos emigratorios, como ha ocurrido 
secularmente al socaire del centralismo, dotar 
de escuelas y maestros, pongamos por caso, a 
las zonas que se van despoblando, regateando 
su construcción y dotaciones en las áreas in- 
dustriales con el pretexto de su prosperidad, 
nos conducirá al absurdo de ver cómo en los 
territorios de emigración maestros y escuelas 
se quedan sin alumnos, mientras que los ni- 
ños y las niñas en las zonas de inmigración ni 
tienen escuelas ni tienen maestros. Muchas 
gracias. {Aplausos.) 

El señor 1PRESIDENTE: Gracias, señor Su- 
bimts. Procede notificar a ,la Cámara que ha- 
biéndose cumplido las cinco horas de dura- 
ción normal de ¡a sesión que venimos cele- 
brando, pero estando dentro de una proposi- 
cidn no de ley, por el artículo 139, la Presi- 
dencia, haciendo uso de las hcultades que este 
artículo le reserva, da por prorrogada la se- 
sión hasta el término de esta proposición no 
de ley, porque, evidentemente, no va a durar 
más de dos horas. Así pues, tiene la palabra 
el señor Estrella, por el Grupo Socialista An- 
daluz. 

El señor ESTRELLA PEDROLA : Señor Pre- 
sidente, señor Ministro, señoras y señores Se- 
nadores, el Grupo Socialista Andaluz del 
PSOE lógicamente ve positiva cualquier ini- 
ciativa tendente a promover un debate sobre 
un tema respecto al que los andaluces tene- 
mos que estar por fuerza muy sensibilizados. 
Es el tema de los desequilibrios regionales. 

Quizá -y algunos de estos puntos de des- 
acuerdo los acaba de manifestar mi compañe- 
*o de Partido, el Senador señor Subirats- 
;endríamos que poner algunas pegas a los 
ilanteamientos hechos y también a los omiti- 
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dos por el señor Cercós, pero precisamente en 
este d e h t e  sería donde podría plantearse la 
confrontación de criterios. 

El señor Cercós, en su planteamiento, hacía 
algunas preguntas sobre la viabilidad de las 
actuales autonomías, sobre la estructura que 
va a tener el Estado español formado por entes 
autonómicos, y creo que algunos de esos pro- 
blemas que él p1anteab.a ya han sido respcn- 
dhdos por nuestro Grupo en anteriores sesio- 
nes, en las que hemos hecho al Gobierno dis- 
tintas interpelaciones y sugerido proposicio- 
nes de ley. 

Por ejemplo, en lo que se refiere al tema de 
los funcionarios de los entes autonómicos, 
creo que está claro que no se tmta de crear 
una nueva estructura administrativa, una nue- 
va estructura burocrática, sino que se trata de 
aprovechar la estructura existente. Ese sería 
el objeto de las transferencias. 

El que se produzcla este debate es tanto más 
interesante para nosotros cuanto que muchas 
de las peguntas que hemos planteado aquí 
sobre esta materia se han quedado sin la res- 
puesta qJe de esta deliberación pudiera quizá 
surgir. 

Los socialistes andaluces somos conscientes 
de que al hablar #de desequilibrio, automática- 
mente se está formulando una comparación. 
Y somos conscientes también de que toda 
comparación que se realice resulta, como dice 
nuestra sabiduría popular, odiosa. Odiosa pii- 
ra el que es superior en los términos de la 
comparación, en tanto en cuanto implica para 
él quizá un cierto complejo de culpabilidad, 
en la mayoría de los casos infundado, y en 
otros aspectos implica un sentimiento de he- 
gemonía, más infundado aún. Pero estas com- 
paracicnes son tanto más odiosas desde el 
punto de vista del inferior, porque es quien pa- 
dece precisamente el término negativo de la 
comparación y porque es el que se ve some- 
tido a la creación de un sentimiento de com- 
plejo de inferioridad, de un sentimiento de 
marginación. 

Sobre Andducía se han dicho muchas co- 
sas, algunas ciertas, pero la inmensa mayoría 
de ellas totalmente falsas, totalmente falaces, 
insensatas y en muchos casos frívolas. Mi 
compañero de Grupo, Plácido Fernández Via- 
gas, hace unos meses recordaba una de estas 
frases que se ha? dicho de manera insensata 

sobre Andalucía. Un escritor que decía más o 
menos: «Dios hizo Andalucía y luego rompió 
el molde». Creo, señoras y señores Senadores, 
que no es preciso apelar al sentimiento de 
solidaridad para que todos los españoles nos 
alegremos de que rompiera el molde, porque 
señoras y señores Senadores, Andalucía cons- 
tituye el prototipo del subdesarrollo, ha cons- 
tituido la encarnación de un sentimiento de 
inferioridad. Un sentimiento de inferioridad 
que está plenamemte justificado por el papel 
que le ha correspondido jugar durante los ú1- 
timos años y también, por supuesto, durante 
los últimos siglos. Un papel que hlri estado 
limitado fundamentalmente al de ser sumi- 
nistradora de recursos, suministradora de ma- 
no de obra, suministradora de capitales y tam- 
bién, por supuesto, al de ser área de mercado 
para otras economías exteriores en el mismo 
sentido en que mi compañero, el señor Subi- 
rats, hacía referencia al modelo de desarrollo 
capitalista, en que el desarrollo genera, a su 
vez, su propia área dependiente de subdesa- 
rrollo. 

Este sentimiento de inferioridad aue se ha 
provocado en los territorios marginados de 
nuestro Estado resulta bastante peligroso. Re- 
sulta peligroso porque puede provocar, y de 
hecho provoca, en ocasiones, sentimientos 
irracionales ; sentimientos de pensar que la 
culpa de los males )de un pueblo subdesarro- 
llado, de un puebla marginado, la tiene otro 
pueblo que está en desarrollo. Lo; socialistas 
somos conscientes de que las causas de ese 
subdesarrollo, de esa marginación, no se ha- 
llan en los pueblos, sino en los sistemas, y 
también, por sunuesto, en los valedores de 
esos sistemas, que son los responsables ante 
la historia. Por eso, señoras y señores Senado- 
res, a los socialistas les preocupan los senti- 
mientos irracionales de xenofobia que se pue- 
den plantear en algunos territorios margina- 
dos, y que de hecho -y en las pasadas elec- 
ciones hemos tenido pruebas de ello- han 
surgido, de los que se ha hecho bandera por 
algunos Grupos políticos llevando el deba- 
te, llevando el tema de  las causas reales del 
subdesarrollo fuera de su marco real. 

Mañana, en el Congreso de los Diputados 
se va a celebrar un debate sobre este mismo 
tema, y nosotros esperamos, pero no muy con- 
Irencidos, que en ese debate no se produzcan 



SENADO 

- 250 - 
19 DE JUNIO DE 1979.-NÚM. 8 

desviaciones de la razón real del subdesarro- 
llo, que en ese debate no se haga demagogia, 
sino planteamientos serios, constructivos, que 
permitan, en definitiva, ofrecer alternativas 
reales a un problema tan gmve como es el 
de los desequilibrios regionales, un problema 
que existe, por supuesto ; de eso somos todos 
conscientes ; lo es la propia Constitución, que 
lo reconoce en su artículo 2.", que consagra 
la necesidad de !,a solidiridad; que en su ar- 
tículo 138 también establece el reconocimien- 
to de esos desequilibrios y la necesidad de que 
se articule era soli<daridad, que, para nosotros, 
quizá no es más que la contrapartida de una 
solidaridad forzosa, que pueblos como el an- 
daluz y el extremeño u otros pueblos han 
tenido que est,ar prestando voluntariamente 
durante muchos años. 

Pero los desequilibrios no solamente exis- 
ten, sino que, además, se hallan en un pro- 
ceso constante de agudización. Es sabido de 
todos que la distancia entre el mivel de renta 
de las provincias más desarrollaldas y el nivel 
de renta de las provincias menos desarrolla- 
das está en constante aumento. La diferencia 
es cada vez mayor. Esto es consecuencia de 
un modelo ecmómico al que ha estado some- 
tido y está sometido hoy todavía nuestro Es- 
tado, que está basando en la política del máxi- 
mo beneficio en el menor tiempo posible, un 
modelo económico que lleva en sí el margen 
de los propios desequilibrios 

Si decimos que Andalucía es una región que 
está mal dotsda económicamente, si decimos 
que Andalucía es una región que tiene pro- 
blemas de falta de infraestructura, y no sólo 
viaria, sino administrativa, estaremos, quizá, 
apuntando algunos de los datos. Si decimos 
-y, el otro día, un compañero de mi mismo 
Grupo hacía referencia a este dato- que el 
que una empresa multinacional que va a crear 
más d e  diez mil puestos de trabajo en nuestro 
país no se haya podido asentar en Andalucía 
debido, básicamente, a esa carencia de infm- 
estructura, estamos dando, simplemente, el 
último dato de una cadena acumulada en que 
Andalucía podría estar sacando constan temen- 
te su memoria de agravios Pero no venimos 
aquí a hacer esa memoria de agravios, porque 
-ya lo he dicho antes- los socialistas no en- 
focamos los desequilibrios desde esa perspec- 
tiva de los agravios comparativos. 

Si decimos que a principios de siglo Anda- 
lucía producía el 90 por ciento del cobre y el 
70 {por ciento del plomo y el 20 por ciento del 
hierro de España, y que esa industria minera, 
creada con capital extranjero, por supuesto, 
tenía como contrapartida el desarrollo inci- 
piente de una industria siderúrgica, el desarro- 
llo de otras actividades industriales, como la 
industria textil, y que esa industria se viene 
abajo en muy pocos años y se produce un des- 
plazamiento del eje industrial hacia el Norte, 
estaremos, quizá, afrontando las causas más 
recientes del último fracaso del intento de in- 
dustrialización de Andalucía, del intento de 
sacar a Andalucía de sw subdesarrollo. 

Quizá el indicador más claro de la situación 
de subdesarrollo de los pueblos (y el señor 
Cercós hacía, acertadamente, referencia a ello) 
es la población. Andalucía, que ha perdido en 
lo que va de siglo, casi dos millones de habi- 
tantes (el señor Cercós hablaba, desde 1955, 
creo recordar, de un millón cuatrocientos mil), 
puede decir bastante de esto. Y no ya desde la 
perspectiva demagdgica que se usaba en 
1956, por ejemplo, cuando se creaba el Insti- 
tuto Nacional de Emigración, y se argumen- 
taba la creación del Instituto y apertura de 
fronteras diciendo que es un derecho inalie- 
nable de toda persona el decidir libremente 
dónde desea trabajar y al mismo tiempo se 
daba la circunstancia de que los países eu- 
ropeos desarrollados reclamaban la mano de 
obra activa de nuestros trabajadores. 

Los andaluces no han necesitado que les 
convenzan con argumentos para salir de  su 
tierra. Se han visto en muchos casos expulsa- 
dos por factores como el crecimiento demo- 
gráfico de la propia región, como el no creci- 
miento de la explotación de los recursos, etc. 

En definitiva, Andalucía ha visto cómo su 
participación en !a población nacional pasaba 
de un 20 por ciento en 1940 a un 17 en la ac- 
tualidad. 

Decía antes que las comparaciones son odio- 
sas, pero quizá es bueno recordlar algún dato. 
En España hay una serie de provincias que 
ocupan en total el 6,5 por ciento de la superfi- 
cie española y que tienen en su territorio el 
37 por ciento de la poblacih. Se trata de un 
indicador de desequilibrio y se trata de una 
gran concentración de población que se ha 



realizado fundamentalmente con la aportación 
de los emigrantes extremeños, gallegos y an- 
daluces, por supuesto, y no los que han sido 
en menor medida. 

#La emigracibri ha sido fundamentalmente la 
válvula de escape a un problema secular en 
Andalucía: el problema del paro. Creo que 
este problema es de sobra conocido por Sus 
Señorías. Tan sólo quiero recordar un dato y 
es que en la actualidad se estima que en An- 
dalucía con ese 17 por ciento de la población 
española tiene el 37 por ciento del p r o  nacio- 
nal y, por supuesto, con unos niveles de renta 
mucho más bajos que el resto de los territo- 
rios del Estado. Por eso cuando se habla de 
hambre en Andalucía no se está haciendo nia- 
guna figura retórica, sino describiendo una 
cruda realidad. Por eso mañana en Andalucía, 
convocada por las Centrales Sindicales im- 
portantes, tendrá lugar una jornada de lucha 
activa contra el paro para reclamar y exigir 
soluciones a este problema tan acuciante, a 
este problema que no admite ya espera en 
Andalucía. 

En Andalucía hay recursos propios y antes 
había referencia a los mineros. También son 
conocidas de todos las capacidades agrícolas 
de la zona del Guadalquivir, etc. 

En Andalucía el problema es que no hay in- 
versión y no sólo que no la hay, sino que ade- 
más los propios recursos de Andalucía están 
dedicándose la subvencionar el desarrollo de 
otros territorios. Anualmente salen de Anda- 
lucía 80.000 millones de pesetas destinados a 
financiar el desarrollo de otros territorios. Pe- 
ro en Andalucía también nos encontramos con 
una estructura empresarial totalmente mini- 
fundista que no está en condiciones, por su- 
puesto, de hacer frente a situaciones de crisis 
como la actua! y, en consecuencia, resulta que 
Andalucía ostenta también, una vez más, el 
triste primer lugar en otro concepto, en el 
concepto de desaparición de puestos de tra- 
bajo. Desde 1973 a 1977 en Andalucía han 
desaparecido 190.000 puestos de trabajo. 

Podríamos seguir hablando de otros indica- 
dores, pero hago gracia a SS. SS. de ello. Creo 
que el señor Cercós ha abundado bastante en 
el tema. Tan sólo señalar problemas como el 
de la pesca, un sector clave de la economía 
andaluza, que se encuentra prácticamente con- 
gelado, pariahado por razones de política in- 

ternacional, por razones también de una titu- 
beante política del Gobierno -y de Gobiernos 
anteriores, hay que retonocerlo- en esta ma- 
teria. 

Andalucía es proverbialmente conocida co- 
mo región de latifundismo. Y es cierto; hay 
un 2 por ciento de propietarios que poseen 
el 50 por ciento de la superficie y es, al mismo 
tiempo, también una región que tiene serios 
problemas de minifundismo con el consiguien- 
te bajo rendimiento de las explotaciones. 

Finalmente podríamos hablar de otros sec- 
tores como el Turismo, en que Andalucía, 
una vez más, junto con la emigración, ha con- 
tribuido a financiar el desarrollo español; pero 
ahora se encuentra con este sector que es un 
sector de características muy aleatorias, un 
sector sometido a todas las crisis coyuntura- 
les y que su principal logro ha sido destruir 
por completo el medio ambiente en Andalucía. 

Si a esa situación agregamos el retorno de 
muchos emigrantes andaluces que se marcha- 
ron a Europa y que ahora se ven obligados 
a volver, y que reclaman un puesto de tra- 
bajo que no se les puede ofrecer, creo que el 
cuadro es totalmente desolador, y que confir- 
ma las palabras que hace tan sólo unos días 
escribió un periodista diciendo que Andalucía 
hoy es todavía ayer. 

En definitiva, señoras y señores Senado- 
res, tenemos que acometer los desequilibrios 
regionales, pero acometerlos con un sentido 
de integración, con ese sentido de integra- 
ción del que hablaba mi compañero el señor 
Prats el otro día al referirse al  tema del terro- 
rismo: integración a nivel social, integración 
entre y para acercar los niveles sacioeconómi- 
COS, para acercar los índices de vida de los 
sectores de la población más marginados y de 
aquellos sectores que están más favorecidos , 
para eliminar totalmente las diferencias entre 
estos sectores sociales. Integración también a 
nivel territorial para eliminar (no tendente 
a hacer efectiva y reducir, como decía el tex- 
to original de la proposición) radicalmente 
los desequilibrios regionales. Y en esto nos- 
otros pensamos que, efectivamente, el Sena- 
do tiene un papel, en lo que se refiere a la 
distribución de recursos y, por supuesto, una 
vez que se incorporen los Senadores proce- 
dentes de los territorios autonómicos, ese pa- 



- 252 - 
19 DE JUNIO DE 1979.-NÚM. 8 

- 
SENADO 

pel sobre esta materia habrá de incrementar- 
se. 

La Constitución establece los cauces que 
tiene el Estado para ir eliminando este des- 
equilibrio regional, como, por ejemplo, el 
fondo de compensación que prevé el artículo 
158 de la Constitución. También la Constitu- 
ción establece cuál es el papel que le corres- 
ponde al Estado, que es hacer este principio 
de solidaridad sin que se produzcan privile- 
gios económicos ni sociales. Igualmente la 
Constitución da al Estado un instrumento, en 
el artículo 131, que es la planificación. 

En este sentido, los andaluces tendríamos 
que recordar en nuestro memorial de agravios 
que la planificación que hemos conocido aho- 
ra esperamos no vuelva a repetirse ; esos po- 
los de desarrollo de los que podremos re- 
cordar, por ejemplo, el de Huelva, el de ma- 
yor éxito, que ha producido efectivamente 
industrialización y también un alto índice de 
contaminación, y esos polos de desarrollo que 
sólo han producido miseria, como, por ejem- 
plo, el de Sevilla, en el que en los primeros 
cuatro años de funcionamiento el índice de 
población activa provincial en la industria dis- 
minuye, o el polo de Granada, en el que s610 
se han creado 800 puestos de trabajo, mien- 
tras que en Valladolid se han creado alrede- 
dor de 20.000. 

En definitiva, es necesaria una acción pú- 
blica, y en este sentido quiero disentir de las 
palabras del señor Cercós cuando planteaba 
que el Estado debe cebar la bomba, entiendo 
que para incitar a la empresa privada. Creo 
que la empresa privada en las regiones sub- 
desarrolladas, marginadas, ha demostrado SO- 

bradamente su desinterés, si no su incapa- 
cidad. Corresponde al Estado descubrir estos 
desequilibrios, no para crear una riqueza y 
luego transferirla a la empresa privada, sino 
para crear unos servicios públicos, un bien 
público al servicio del conjunto de la socie- 
dad de ese territorio. 

Esta iniciativa pública en Andalucía, hasta 
ahora, ha sido mínima y ridícula. En este te- 
rritorio, con un 17 por ciento de la población 
española, el INI sólo ha invertido hasta aho- 
ra el 8,5 por ciento del total de sus inversio- 
nes, Teniendo en cuenta que la inmensa ma- 
yoría de ellas se han centrado en dos provin- 
cias, Cádiz y Huelva, nos encontramos con 

que las provincias de la Alta Andalucía s610 
han recibido el 0,78 por ciento de estas inver- 
siones del INI. 

Pero también la Constitución señala que 
la planificación se debe de hacer de acuerdo 
con las previsiones de las Comunidades Au- 
tónomas, y esto, en Andalucía, es fundamen- 
tal. El problema de Andalucía es un proble- 
ma estructural, no es un problema que se re- 
suelva con parches, que se resuelva con solu- 
ciones parciales; no es un problema que se 
resuelva con la aprobación de 54.000 millo- 
nes (y aclaro al señor Cercós que no se trata 
de la asignacián de nuevos recursos, sino de 
algo ya previsto); se ha refundido simple- 
mente la previsión para un trienio en dos 
años, aplicando de esta manera el acuerdo del 
Consejo de Ministros de acelerar las inversio- 
nes ya previstas en Andalucía. 

Por tanto, las soluciones que requiere An- 
dalucía son soluciones de carácter estructural 
y para ello, para resolver Andalucía sus pro- 
blemas en general como región, y para resol- 
ver también esos grandes desequilibrios in- 
trarregionales que existen en Andalucía, esas 
bolsas de pobreza como son, por ejemplo, La 
Alpujarra o la Sierra de Huelva, la Sierra de 
Sevilla o la de Filabres, en Almería, para eso 
Andalucía necesita ante todo poder político, 
para instrumentar la solidaridad y los recur- 
sos propios, con el fin de acabar con la injus- 
ticia social. Sin ese poder político, de nada ser- 
virá cualquier otra acción que se pretenda 
ejercer. 

Por lo tanto, y con esto acabo, señoras y 
señores Senadores, solidaridad por una par- 
te y, por otra parte, también poder político, 
para que de una vez por todas la unidad que 
durante muchos años fue etiqueta de homo- 
geneidad impuesta, sea realmente garantía de 
autorrealización de los puebpss libres y uná- 
nimemente aceptada para que enlazando con 
palabras pronunciadas, hace un rato en esta 
Cámara, el pueblo andaluz, y todos los pue- 
blos, puedan reencontrar no sólo su propia 
personalidad, sino también la dignidad que en 
justicia les corresponde. Muchas gracias. 
(Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Es- 
trella. 
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Por el Grupo Parlamentario Socialista tie- 
ne la palabra el señor Biescas Ferrer. 

El señor BIESCAS FERRER: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Senadores, en re- 
presentación del Grupo Socialista voy a apo- 
yar, en esta mi primera intervención ante la 
Cámara, la toma en consideración de la pro- 
posición no de ley del Grupo Parlamentario 
Mixto solicitando que el Gobierno comparez- 
ca ante esta Cámara para formular una de- 
claración sobre criterios y medidas tenden- 
tes a corregir los desequilibrios interregiona- 
les actualmente existentes en España. 

El problema de los desequilibrios regiona- 
les, íntimamente ligado con la cuestión pre- 
autonómica’ y autonómica, esperamos que se 
aborde reiteradas veces en esta Cámara si 
queremos que se configure realmente como 
la Cámara de representación territorial, y es- 
peramos que este problema sea abordado con 
rigor en los planteamientos y generosidad en 
las soluciones que puedan instrumentarse, si 
aspiramos a que la solidaridad entre los di- 
ferentes pueblos de España sea algo más que 
una expresión retórica. 

El funcionamiento económico del sistema 
capitalista genera graves desigualdades en la 
distribución de la renta a nivel familiar. Si 
analizamos las estadísticas disponibles sobre 
cómo se distribuye la renta entre los distin- 
tos estratos de población, podremos ver en 
estas diferencias una constatación clara de 
la existencia de distintas clases sociales en 
España. Hay también fuertes diferencias sec- 
toriales, y ahí está, por ejemplo, la situación 
marginada de la agricultura, que puede medir- 
se en su participación en la renta con res- 
pecto a los sectores no agrarios, dando todo 
ello lugar, a raíz del funcionamiento de este 
sistema capitalista, a graves desigualdades re- 
gionales. 

Las estadísticas disponibles reflejan con ni- 
tidez esta situación que hace, por ejemplo, 
que la renta «per capital) de la provincia que 
se encuentra en el último lugar de la lista esté 
en la relación de 1 a 2,4 con la provincia si- 
tuada en la escala superior, y con una ten- 
dencia en los últimos años a incrementarse 
los desequilibrios regionales, tendencia que 
no es suficientemente medida a través de in- 

icadores convencionales, como, por ejemplo, 
1 de la renta «per capital). 

Paradójicamente, en la medida en que exis- 
en una serie de movimientos migratorios, al 
fectar a los estratos de poblacidn con me- 
Lores ingresos, lo que ocurre es que en este 
livisor que se utiliza para calcular la renta 
:per capital) disminuye el denominador en 
ina proporción mayor de lo que lo hace el 
iumerador. Son las familias con menores ni- 
reles de renta las que tienen que abandonar 
,u lugar de origen, y esta disminución del nú- 
nero de habitantes no viene acompañada por 
ina caída paralela del volumen de renta, por- 
lue, como digo, hay una configuración de 
s t e  grupo social que tiene que emigrar que 
iace que la disminución del nivel de renta en 
ina provincia, como consecuencia de los mo- 
rimientos migratorios, sea muy inferior. 

Entonces, tenemos que este indicador no 
?s suficientemente representativo y, en cam- 
Iio, hay otros bastante más valiosos como, 
)or ejemplo, el grado de concentración de la 
-enta y de la riqueza en torno a determinadas 
provincias. Los señores Senadores que me 
ian precedido han dado ya datos suficiente- 
nente elocuentes, como, por ejemplo, el he- 
:ho de que en el año 1955 las cinco provin- 
:ias con más alta producción acumulaban en 
España el 40 por ciento de la renta, y en el 
3ño 1975 llegaban ya al 44,5 por ciento. Por 
-1 contrario, las treinta últimas, que entre 
todas generaban el 39,5 por ciento, han ba- 
jado veinte años después sólo al 36,90 por 
ciento. 

Al utilizar estas cifras desgraciadamente 
no se pueden citar datos oficiales, que no 
existen, sino las series elaboradas por una 
entidad privada, el Banco de Bilbao. Quiero 
poner en conocimiento de esta Cámara el gra- 
vísimo problema estadístico que hoy tiene 
planteado nuestro país, como consecuencia 
de la forma improvisada en que se ha des- 
mantelado la antigua Organización Sindical, 
hecho que ha afectado a los servicios sindi- 
cales de estadística, sin que su función haya 
pasado a ser desarrollada por ningún otro ór- 
gano de la Administración, por lo que en es- 
tos momentos corremos el riesgo de que a 
corto plazo la fiabilidad de las estadísticas 
sobre la distribución espacial de la renta dis- 
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ponible en España disminuya considerable- 
mente. 

¿Cuáles han sido los mecanismos a través 
de los cuales se han manifestado estas ten- 
dencias desequilibradoras en la distribución 
espacial de la renta y de la riqueza, que son 
inherentes al funcionamiento del sistema ca- 
pitalista? Aunque la cuestión de las trans- 
ferencias interregionales de recursos es muy 
compleja en su estudio y conflictiva, desde 
luego en las conclusiones que de ella se des- 
prenden se podrían resumir en cinco los fac- 
tores más importantes que explican estos des- 
equilibrios. 

El primero es, indudablemente, la actuación 
del sistema financiero. Por una parte, la Ban- 
ca privada canaliza ahorros que se invierten 
allí donde va a ser más rentable a corto pla- 
zo, aprovechando las economías externas que 
se generen, y en su actuación en nuestro país 
la Banca privada tiende a desplazar una par- 
te importante de los ahorros de las regiones 
con menores niveles de renta, que terminan 
invirtiéndose en zonas más industrializadas. 
Pero, además, habría que añadir la actuación 
de otros intermediarios integrantes del sis- 
tema financiero, que en cambio deberían ac- 
tuar de una manera distinta, de acuerdo con 
su propia naturaleza. Es éste el caso concre- 
to de las Cajas de Ahorro, cuyo funciona- 
miento actual está regulado por el Decreto 
Fuentes Quintana de agosto de 1977, que sus- 
trajo del necesario debate parlamentario la 
regulación de estas instituciones que canali- 
zan aproximadamente la tercera parte de los 
recursos financieros del país. No se dejó in- 
tervenir en aquel momento al Parlamento, y 
aunque en el citado decreto se emprendía 
tímidamente un camino regionalizador de las 
inversiones de estas entidades, lo cierto es 
que la Orden del Ministerio de Economía de 
27 de abril del presente año, dentro de lo 
que en el argot económico se ha denominado 
((paquete Leal)), ha supuesto un freno impor- 
tante al desacelerarse el proceso de reduc- 
ción de los coeficientes de inversión obligato- 
ria, que a partir de ahora sólo disminuirán a 
0,lO por ciento mensual, en lugar de 0,25 por 
ciento establecido por el Decreto Fuentes 
Quintana. 

Como consecuencia de esta medida, que 
quizá haya pasado prácticamente inadverti- 

da para amplios sectores del país, aproxi- 
madamente 1.500 millones de pesetas, a lo 
largo de este año, en lugar de poder ser dis- 
puestos directamente por las Cajas de Aho- 
rro y, como consecuencia de ello, invertidos 
en sus respectivas zonas de actuación, van a 
seguir siendo utilizados en conceder créditos 
a tipo de interés más bajos que los del mer- 
cado a las grandes empresas de este país, a 
las grandes empresas privadas, que una vez 
más están utilizando a las Cajas de Ahorro 
como Bancos baratos. 

El segundo mecanismo a la hora de expli- 
car estos desequilibrios regionales es el que 
se recoge a través de la actuación de la pro- 
pia Administración Pública, debido a que exis- 
te una diferencia entre los ingresos obteni- 
dos por el sector público que se soportan 
realmente en cada región y los gastos que 
se llevan a cabo en la misma. El tema es muy 
complejo y yo creo que se debatirá mucho 
más a fondo en esta Cámara. Ahí está, por 
ejemplo, la cuestión de la traslación de la 
carga fiscal que se puede realizar de un es- 
pacio a otro y la dificultad que entraña una 
medición correcta de estos flujos, pero en 
cambio hay mecanismos que han actuado de 
forma claramente desequilibradora y cuya ac- 
tuación se puede conocer con cierta exacti- 
tud. Es el caso del Instituto Nacional de In- 
dustria, que con el pretexto de actuar en ba- 
se a objetivos fundamentalmente sectoriales 
ha captado también recursos por la vía de 
los coeficientes obligatorios de las Cajas de 
Ahorro, que luego ha invertido sin tener en 
cuenta cuál era su origen. 

En el caso concreto de mi región, de Ara- 
gón, por ejemplo, puede verse cómo se ha 
contribuido aproximadamente con el 6 por 
ciento de los recursos que ha obtenido el Ins- 
tituto Nacional de Industria por la vía de la 
colocación d,e emisiones en el mercado inte- 
rior, mientras que en cambio sólo se han per- 
cibido unas contraprestaciones en forma de 
inversión del 1,9 por ciento, es decir, tres 
veces menos de los recursos captados, y, ade- 
más se ha creado muy poco empleo, el 1,20 
por ciento del total de las cifras creadas por 
este ««holding» estatal, porque en el caso 
concreto de Aragón sus inversiones se han 
dirigido hacia sectores muy intensivos de ca- 
pital y con escasa generación de empleo. 
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En este sentido, al hablar de la empresa 
pública nos parece muy grave el incumpli- 
miento del compromiso adquirido por el Go- 
bierno al firmar, junto a todos los partidos 
con representación parlamentaria, en los Pac- 
tos de la Moncloa, el compromiso de enviar, 
antes del 30 de junio de 1978 (es decir, den- 
tro de muy pocos días podremos celebrar este 
primer año de incumplimiento) a las Cortes 
el proyecto de Estatuto de la Empresa Pú- 
blica. Entre otros objetivos recogidos en los 
Pactos de la Moncloa - q u e ,  como digo, de- 
bería haberse plasmado en un proyecto an- 
tes de junio de 1978- estaba la regionaliza- 
ción efectiva de las inversiones. Esperamos 
que otros calendarios legislativos reciente- 
mente hechos públicos por el Gobierno ten- 
gan más éxito en su realización. 

Otro mecanismo de desequilibrios regiona- 
les -sería el tercero- lo integraría las trans- 
ferencias de recursos que tienen su origen en 
la protección al sistema productivo a través 
de los aranceles. Este elemento ha tenido su 
importancia fundamental en los arranques del 
proceso industrializador, y ha generado unos 
desequilibrios acumulativos a lo largo del 
tiempo, ya que, como sabemos, el proceso 
industrializador se polarizó en España en tor- 
no a áreas muy concretas. 

El cuarto mecanismo a que es necesario re- 
ferirse es la reproducción en el interior de 
España de una serie de rasgos típicos del 
comercio internacional que provocan el sub- 
desarrollo : la exportación de materias pri- 
mas y de productos energéticos por parte de 
las zonas con menores niveles de renta hacia 
las zonas industrializadas, perdiéndose la po- 
sibilidad de aprovechar el valor añadido que 
genera la elaboración de productos finales. 
Distintas leyes como, por ejemplo, la que en 
1951 unificó las tarifas eléctricas en España 
en beneficio de los grandes monopolios del 
sector eléctrico, han dificultado todavía más 
el aprovechamiento «in situ» en este caso de 
los recursos energéticos, a la vez que se fa- 
vorece el despilfarro de energía por la pérdida 
que supone su transporte a grandes distan- 
cias, pérdidas que no son contabilizadas en 
el funcionamiento del sistema y que contri- 
buyen, como digo, con esta regulación del 
sector eléctrico a acentuar los desequilibrios 
regionales. 

Por último, dentro de estas causas, es ne- 
cesario referirse a las consecuencias econó- 
micas de los procesos migratorios, debido a 
que, como también se ha señalado, una parte 
importante del gasto público realizado en las 
regiones deprimidas se dedica a financiar pre- 
cisamente la formación de capital humano, 
que acaba trasladándose a través de los mo- 
vimientos migratorios hacia las zonas más 
industrializadas. Unos procesos migratorios 
a los que desde luego nos podemos referir 
en términos estrictamente económicos, pero 
esta forma de medirlos sería claramente in- 
suficiente porque, además, es necesario te- 
ner en cuenta los elevadísimos costos socia- 
les que han comportado unos movimientos 
que se aceleran en España tras el Plan de 
Estabilización y que hicieron que sólo en el 
período de 1964 (desde la puesta en marcha 
del 1 Plan de Desarrollo) hasta 1970, una de 
cada diez familias españolas tuviera que aban- 
donar las zonas rurales para dirigirse normal- 
mente a los suburbios de las grandes ciuda- 
des o a la emigración. 

Las raíces de estos desequilibrios regiona- 
les son, por tanto, profundas, y las actuacio- 
nes encaminadas a rectificar «a posteriorin 
los resultados del funcionamiento del siste- 
ma capitalista forzosamente han de ser insu- 
ficientes, aunque desde luego estas actuacio- 
nes son necesarias. Y ahí está, por ejemplo, 
la inclusión por primera vez en el Presupues- 
to del Estado del fondo de compensación in- 
terterritorial, sobre cuya distribución regio- 
nal esta Cámara debe pronunciarse. Tendre- 
mos que discutir en base a qué criterios se 
realiza esta distribución, porque éste es uno 
de los objetivos que nos ha encomendado la 
Constitución, y en este sentido deberán reali- 
lizarse los debates oportunos para contribuir 
a que de una vez se establezcan unos crite- 
rios que plasmen esta solidaridad a la que 
tantas veces nos hemos referido. 

Aunque podrían citarse muchos más datos 
que intentan reflejar la magnitud del proble- 
ma de los desequilibrios regionales en Espa- 
ña, es necesario insistir en la insuficiencia que 
tienen las cifras para reflejar con exactitud 
la realidad que en este caso se esconde de- 
trás de ellas: niveles de paro muy superio- 
res en las áreas deprimidas a las ya de por 
sí altas cifras medias que existen en España, 
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desigualdad de oportunidades, envejecimien- 
to de la población, amenaza de tener que 
abandonar la tierra en que se ha nacido, es- 
casas posibilidades de desarrollo personal por 
el hecho de ser de unas zonas determinadas. 

En definitiva, los desequilibrios regionales 
son una manifestación más de las muchas 
desigualdades que existen en nuestra socie- 
dad, contra las que estamos dispuestos a lu- 
char los socialistas a través de una interpre- 
tación progresista de la Constitución que, co- 
mo ha recordado en su anterior intervención 
el Senador Subirats, dice en su artículo 131, 
que el Estado, mediante ley, podrá planifi- 
car la actividad económica general para aten- 
der a las necesidades colectivas y equilibrar 
y armonizar el desarrollo regional. 

Por supuesto que los socialistas no estamos 
planteando la necesidad de una planificación 
integral, como tampoco creemos que se pue- 
da hacer aquí un canto a las excelencias del 
funcionamiento del libre mercado establecien- 
do una contraposición simplista entre plani- 
ficación y libre mercado. 

Ya hemos visto cómo el Gobierno inter- 
viene activamente en la asignación de recur- 
sos financieros. De lo que se trata es de de- 
terminar cuál va a ser ese grado de interven- 
ción. Por supuesto que nosotros vamos a 
plantear que sea mayor, pero sobre todo de- 
terminar qué objetivos se pretenden conse- 
guir con estas intervenciones del Gobierno 
en la actividad económica. Por ejemplo, en el 
año 1976 nada menos que el 38 por ciento de 
la financiación total que llegó a la economía 
española se hizo no a través del mecanis- 
mo de mercado, sino por la vía de los circui- 
tos privilegiados de financiación, es decir, que 
esta intervención es un hecho claro y que no 
se puede hacer una apología del funciona- 
miento del libre mercado a través de la de- 
fensa de una ficción que no existe. La inter- 
vención está ahí y nosotros lo que estamos 
planteando es la necesidad de que se alteren 
los objetivos en base a los cuales se dis- 
tribuyen estos recursos, y que en definitiva 
el Gobierno diga cuáles son sus criterios y las 
medidas que piensa poner en marcha para 
corregir los desequilibrios regionales. 

El Partido Socialista, que dedicó una ex- 
tensa y detallada parte de su programa elec- 
toral a abordar este problema, apoya ahora 

la toma en consideración de la proposición 
no de ley presentada por el Grupo Mixto, en 
el convencimiento de que, de esta forma, con- 
tribuiremos a erradicar progresivamente una 
de las muchas injusticias existentes en la so- 
ciedad española : los desequilibrios regiona- 
les. Nada más. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor 
Biescas. 

Para finalizar esta ronda de portavoces tie- 
ne la palabra el titular del Grupo de Unión 
de Centro 'Democrático, señor Villodres. 

El señor VILLODRES GARCIA: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Senadores, el ter- 
mino solidaridad es uno de los más utilizados 
en la Constitución. En el artículo 2." de la 
Constitución se reconoce y garantiza el de- 
recho a las autonomías de nacionalidades y 
regiones y la solidaridad entre todas ellas. El 
artículo 138 dice que el Estado garantiza la 
aplicación efectiva del principio de solidari- 
dad. El artículo 156, referido a las autono- 
mía financiera de los entes autonómicos con 
dos principios: coordinación con la Hacien- 
da estatal y solidaridad entre todos los espa- 
ñoles. El artículo 158, en el número 2, dice 
que para corregir desequilibrios interterrito- 
riales se constituirá un Fondo de compensa- 
ción a distribuir por las Cortes entre los di- 
versos territorios autonómicos y provinciales. 

Pero además de estas referencias expre- 
sas al principio de solidaridad, la realidad es 
que en muchos preceptos y en muchos artícu- 
los aparece implícita la solidaridad. El 130 
dice que los poderes públicos procurarán el 
desarrollo de todos los sectores económicos, 
en especial la agricultura, ganadería, pesca y 
artesanía, y a una mejor distribución de la 
renta. El artículo 131 habla de equilibrar y 
armonizar la distribución de la renta. Y así 
sucesivamente. Y se cierra con el artículo 
155, donde se establecen los mecanismos de 
garantía para el supuesto de que una comu- 
nidad no cumpla con sus obligaciones. 

Me olvidaba, y también es muy importan- 
te, el artículo 40, el de los principios recto- 
res de la política económica y social, capítu- 
lo 3.0 del título 1 de nuestra Constitución, 
derechos y deberes fundamentales, que dice 
que los poderes públicos se preocuparán del 



progreso social y económico y de una mejor 
distribución personal y sectorial. 

El artículo 155 establece el mecanismo de 
garantías diciendo que cuandD una Comuni- 
dad no cumpla con sus obligaciones, el Go- 
bierno se dirigirá al Presidente del ente, y si 
éste a su vez no cumple el mandato, con 
la aprobación por mayoría absoluta del Se- 
nado, se tomarán estas medidas. 

Es decir, que la solidaridad es una preo- 
cupación constante en la Constitución. Tam- 
bién puede ser que la falta de fe, tal vez la 
falta de confianza en algunos momentos del 
legislador, le haya obligado a repetir y a rei- 
terar tanto este término. Porque ahora nos 
encontramos con llevar a la realidad el prin- 
cipio de solidaridad. La solidaridad no es más 
que el camino que nos va a conducir desde la 
libertad a la igualdad bajo el imperio de la 
justicia. 

En nuestro país es muy necesaria esta so- 
lidaridad, porque está formado por territorios 
con grandes diferencias económicas y cul- 
turales, y es necesario corregir estos graves 
desequilibrios. Ahora bien, la realidad es que 
las fuerzas naturales del mercado tienden más 
a aumentar, más que a disminuir, las dife- 
rencias entre las regiones. Son los llamados 
desequilibrios acumulativos de las regiones. 
Serán necesarios, por tanto, grandes esfuerzr s 
por parte de todos para contrarrestar este 
efecto negativo del mercado libre en el des- 
arrollo de una región subdesarrollada, por- 
que no podemos olvidar que, una vez que una 
región ha superado a otras, se ponen en mar- 
cha fuerzas contraproducentes al desarrollo 
de éstas. 

Pero es que estos graves desequilibrios en 
nuestro país se han agravado, porque las ac- 
ciones públicas en favor de las áreas sub- 
desarrolladas fueron desechadas y se aplica- 
ba a las regiones más desarrolladas o con 
mejor potencial económico. Es de gran impor- 
tancia en este punto el informe de los ex- 
pertos del Banco Mundial, que en el año 1962 
aconsejaron al Gobierno la selección de un 
número limitado de regiones, con sus ma- 
yores perspectivas de desarrollo y con una 
libre movilidad de capital y de mano de obra, 
para acelerar el desarrollo de estas regiones. 

La política económica en nuestro país, 
orientada al aumento del pr,-Aucto interior 

bruto y el olvido de la actividad económica 
espacial, nos ha conducido a esta situación. 

Efectivamente, el desarrollo de los años 60 
y primeros de los 70 ha sido un desarrollo 
fuertemente desigual, territorial y sectorial- 
mente. La concentración en áreas urbanas ha 
originado que en nuestro país da tercera par- 
te de la población viva en ciudades de más de 
cien mil habitantes. 

También ha sido deformadora la concen- 
tración sectorial, con una gllorificación siem - 
pre de la industrialización a costa del medio 
rural. Con este planteamiento no es de ex- 
trañar que nos encontremos en la actualidad 
en nuestro país con estos graves desequili- 
brios regionales. Algunas veces, como se ha 
dicho aquí, nos puede llegar a confundir el 
índice de renta cper capita», porque regio- 
nes subdesarrolladas que siguen tan subdes- 
arrolladas o más no han disminuido este ín- 
dice; pero no nos engañemos, no ha sido por- 
que en estas regiones subdesarrolladas hayan 
aumentado los puestos de trabajo o se haya 
incrementado la riqueza nacional, sino porque 
la emigración, al disminuir el denominador 
del cálculo aritmético, nos ha llevado a esta 
conclusión. 

Dentro de unos días en esta Gámara vamos 
a tener la oportunidad de llevar a la realidad 
el principio de solidaridad. El pasado viernes 
en el Congreso de los Diputados se aprobó 
el proyecto de Ley de los Presupuestos Ge- 
nerales del Estado que, en su artículo 19, es- 
tablece unas dotaciones para la política socio- 
económica. Una de 55.000 millones, elevada a 
75.000 millones, para obras públicas a reali- 
zar y a programar por el Gobierno, conforme 
al artículo 57 de la Ley General Presupues- 
taria. Este es el conocido Fondo de Acción 
Coyuntural. Pero, además, 20.000 millones 
para distribuir en inversiones en las regio- 
nes, y aquí en estos 20.000 millones tiene 
prioridad el Senado. Por tanto, en el Senado, 
dentro de unos días, vamos a tener la oportu- 
nidad de iniciar la distribución geográfica de 
estos 20.000 millones y llevan a la realidad 
este principio de solidaridad. 

En relación con la solidaridad, nosotros en- 
tendemos que no es un concepto unidimensio- 
nel de corregir desequilibrios económicos. La 
solidaridad implica otros planteamientos : la 
calidad de la vida, la asistencia sanitaria, la 
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asistencia social, los niveles de inlfraestruc- 
tura. ¿Cómo se cuantifica, que, en definitiva, 
es el fundamento de esta proposición no de 
ley? ¿Cuáles son los criterios para hacer dec-  
tivo este principio de solidaridad? Los cri- 
terios pueden ser diversos: población, su- 
perficie, el inverso de la ((renta per capita)). 
La regionalización de la ((renta per capita) 
presenta dificultades por la difícil adscrip- 
ción de algunas rentas empresariales y pro- 
fesionales a un territorio, pero el inverso de 
la ((renta per capita)), que es un índice bá- 
sico tradicional, universalmente aceptado, su- 
pone que una mayor ((renta per capita)) im- 
plica una menor transferencia. 

Otros índices importantes de que se ha ha- 
blado aquí. Uno es el índice de emigración, y 
otro puede ser el del paro, bien en cifras 
absolutas, bien en porcentaje que presenta en 
relación con la población activa. 

De la intervención del señor Cercós me ha 
llamado la atención el que al dar los datos 
estadísticos siempre se saltaba los datos 
de Andalucía, y también se echó de menos 
un comentario, una referencia a otra región 
subdesarrollada, a otra bolsa de pobreza 
como es Canarias, porque, señor Cercós, el 
panorama en Andalucía es sombrío, es deso- 
lador, lo conozco de una forma más directa 
que por los datos estadísticos, e igual ocu- 
rre en Canarias, y en otras regiones subdes- 
arrolladas de nuestro país. 

También el señor Subirats hacía un co- 
mentario sobre las emigraciones que utilizan 
unos servicios, y decía que las regiones des- 
arrolladas pueden tener déficit de infraes- 
tructura. Siempre las regiones desarrolladas 
tendrán déficit de infraestructura, por la pro- 
pia esencia del concepto, porque será la di- 
ferencia entre unos servicios deseados y la 
realidad de unos servicios con medios finan- 
cieros escasos. 

El Gobierno comparecerá para hacer una 
declaración sobre estos criterios, pero estoy 
totalmente de acuerdo con el señor Subirats 
en que el núcleo fundamental de la argumen- 
tación de la solidaridad entra en el marco 
del desarrollo constitucional, y está esencial- 
mente en las Cortes Generales y muy espe- 
cialmente en esta Cámara. 

Por último, y ya termino, quiero rogar a 
la Presidencia que, al amparo del artículo 

48 de nuestro Reglamento Provisional, se 
constituya la Comisión Especial de Autono- 
mías, cuyo primer trabajo debe ser el de ini- 
ciar los estudios para elaborar unos crite- 
rios objetivos encaminados a corregir los 
graves desequilibrios interterritoriales de 
nuestro país. 

Nada más. #Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: La presidencia y la 
Mesa, en cuyo nombre hablo, acogerá la pe- 
tición y ruega al Grupo que la presenta que 
la formule por el cauce reglamentario ade- 
cuado. 

Señoras y señores Senadores, ¿procede que 
pongamos a votación la proposición no de 
ley o, como yo creo, entendemos que real- 
mente se toma en consideración y se acepta 
por asentimiento? (Asentimiento.) 

En tal caso queda aceptada la proposición 
no de ley, (formulada por el Grupo Parlamen- 
tario Mixto, que ha sido objeto de debate, por 
asentimiento de la Cámara, y como viene in- 
cardinada en el párrafo a) del artículo 137 del 
Reglamento, cumplirá la Presidencia el con- 
tenido del artículo 140 y dará cuenta seguida- 
mente al Gobierno. 

COMUNICACIONES DEL CONGRESO Y iSE- 
SIONES EXTRAORDZNARIAS DE LA 

CAMARA 

El señor PRESIDENTE: Antes de le- 
vantar la sesibn, y porque viene intima- 
mente ligado con muchas de las intere- 
santes cosas que acabamos de oír, vamos 
a dar cuenta al resto de la Cámara que toda- 
vía soporta su permanencia en los escaños, 
que ,hemos recibido sendas comunicaciones 
de la Presidencia del Congreso, por la prime- 
ra de las cuales (ambas son de fecha de hoy 
y acaban de ser registradas esta misma tar- 
de) se nos comunica que «el Pleno del Con- 
greso de los Diputados, en sus sesiones de los 
pasados días 12, 13 y 15 de los corrientes, 
a p r a ,  con el texto que figura publicado en 
el “Boletín Oficial de las Cortes Generales” 
número 1-111, Serie A, de fecha 19 de junio 
de 1979, el proyecto de Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para el ejercicio de 
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1979, en el que se ha integrado el proyecto de 
Ley de Modificación del mismo. 

De otra parte, y a los efectos previstos en 
el artículo 90 de la Constitución, he de co- 
municar a V. E. que dicho proyecto de ley ha 
sido tramitado, a petición del Gobierno, por 
el procedimiento de urgencia)). 
Y la segunda comunicación notifica que el 

propio Pleno del Congreso de los iDiputados, 
en su sesión del pasado día 15 de los corrien- 
tes, aprobó, con el texto que figura en el 
((Boletín Oficial de ,las Cortes Generales nú- 
mero 3-111, de la Serie A, de fecha 19 de ju- 
nio de 1979, el proyecto de ley de distri- 
bución del crédito de 75.000 millones de pe- 
setas consignado en el artículo 19 de la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado para 
1979, así como el de 20.000 millones de pese- 
tas, también consignado en el citado artículo, 
concretando las inversiones en que uno y 
otro han de materializarse. 

aDe otra parte -se añade-, y a los efec- 
tos previstos en el artículo 90 de la Cons- 
titución, he de comunicar a V. E. que dicho 
proyecto de ley ha sido tramitado, a petición 
del Gobierno, por el procedimiento de ur- 
gencia)). 

Ello significa que la Cámara se ve abocada 
a la necesidad de conocer, tratar, deliberar y 
en su caso aprobar o enmendar, si procede, 
ambos proyectos de ley en el plazo de veinte 
días que otorga la Constitución. 

Por consiguiente, estando a día 19 de ju- 
nio, y sin perjuicio de que inmediatamente se 
movilice la Comisión de 'Presupuestos para 
iniciar el trabajo correspondiente, a cuyo 
efecto la Presidencia está autorizada por la 
Mesa para, tan pronto como se reciba la 
comunicación oportuna y se publique en el 
((Boletín Oficial)) de nuestra Cámara, pasarla 
al #Presidente de la Comisión de Presupuestos, 
sin necesidad de tener que reunir la Mesa 
de la Cámara, los veinte días han de finalizar 
después de que llegue el día 30 de junio, fe- 
cha en que debe terminar el período ordina- 
rio de sesiones. 

Saben SS. SS. que el artículo 73 de la 
Constitución, después de establecer que las 
Cámaras se reunirán anualmente en dos pe- 
ríodos de sesiones: el primero, de septiembre 
a diciembre, y el segundo, de febrero a junio, 
permite, por el apartado 2, que las Cámaras 

puedan reunirse en sesiones extraordinarias 
a petición del Gobierno, de la Diputación Per- 
manente o de la mayoría absoluta de los 
miembros de cualquiera de las Cámaras. Las 
sesiones extraordinarias deberán convocarse 
sobre un orden del día determinado y serán 
clausuradas una vez que éste haya sido ago- 
tado. 

Previendo lo que esta tarde se ha consu- 
mado, la Mesa sugirió a los señores porta- 
voces, y éstos aceptaron de buen grado, pro- 
poner a la propia Mesa por conducto de la 
Presidencia, para que sea sometido al Pleno 
antes de levantar esta sesión, el escrito fir- 
mado por los portavoces de los seis Grupos 
Parlamentarios en que se divide esta Cáma- 
ra, cuyo texto es el siguiente: 

«Los portavoces de los Grupos IParlamen- 
tarios constituidos en el Senado tienen el ho- 
nor de solicitar a V. E. que someta a la con- 
sideración del Pleno de la Cámara que ésta, 
en los terminos previstos por el artículo 73, 
2, de la Constitución, quede convocada en se- 
sión extraordinaria a partir del 1." de julio de 
los corrientes, con el siguiente orden del 
día: I 

1.0 Proyecto de Ley de Presupuestos Ge- 
nerales del Estado para el ejercicio de 1979 
(en el Dictamen del Pleno del Congreso de 
los Diputados se ha integrado el proyecto de 
Ley de 'Modificación del de Presupuestos Ge- 
nerales del Estado para 1979). 

2." Proyecto de ley de distribución del 
crédito de 75.000 millones de pesetas, con- 
signado en el artículo 19 de la Ley de Presu- 
puestos Generales del Estado para 1979, así 
como el de 20.000 millones de pesetas, tam- 
bien consignado en el citado artículo, con- 
cretando las inversiones en que uno y otro 
han de materializarse (el título de este pro- 
yecto de ley ha sido modificado por el Pleno 
del Congreso de los Diputados al haberse 
elevado la cantidad de 55.000 millones de pe- 
setas originariamente prevista a la de 75.000 
millones). 

3." Distribución del Fondo de Compensa- 
ción Interterritorial. 

Señoras y señores Senadores, supongo que, 
dado que la petición viene formulada por 
los portavoces, debidamente acreditados, de 
los seis Grupos Parlamentarios puede enten- 
derse que el 'Pleno de la 'Cámara, por asen- 
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timiento, y ni siquiera por mayoría absoluta, 
es decir, por unanimidad, acepta y, ,por con- 
siguiente, se acuerda así, abrir desde ahora 
esta sesión extraordinaria a partir del 1 de 
julio, con sujeción al orden del día que aca- 
bo de leer, en la inteligencia de que, una 
vez que este orden del día haya sido ab- 
solutamente concluido, se levantará, o se dará 
por concluida esa sesión extraordinaria, a 
tenor de lo que previene la Constitución, y sin 
perjuicio de otra sesión que, tal vez, sea ne- 
cesario abrir como consecuencia de urgentes 
necesidades legislativas que se puedan plan- 
tear. 

Así lo entiende la Cámara y así lo inter- 
preta la Presidencia. 

Solamente desearía avisar a los señores 
Senadores, sobre todo a los Presidentes de 
Comisiones, para que lo tengan presente, en 
relación con la posible convocatoria de Comi- 
siones, que está previsto que el próximo Heno 
tenga lugar los próximos días 28 y 29 del 
presente mes. 

Sin otra cosa que tratar se levanta la se- 
sibn. 

Eran las diez y cuarenta v cinco minutos 
de la noche. 



Año 1979 NEim. 8 

APENDICE 1 

Interpelación de don Juan Francisco Delgado Ruiz, del Grupo Parlamentario Socidista, 
sobre criterios del Gobierno sobre enseñanza de la Educación Física, preparación 
del correspondiente profesorado y adecuación y futuro de los Institutos Nacionarles 
de Educación Fkica. 

A la Mesa del Senado: 

Juan Francisco Delgado Ruiz, Senador por Albacete y perteneciente al Grupo Par- 
lamentario Socialista del Senado, haciendo uso del derecho que le confiere el articu- 
lo 135 del Reglamento provisional del Senado, formula al Gobierno la siguiente inter- 
pelación: 

La Educación Física ha sido prácticamente olvidada en los centros de EGB, BUP 
y PP, y en muchos casos lo que se hace daña la integridad física y psíquica del alumno. 
El profesorado existente es muy reducido. En la actual Ley de Educación se contempla 
tal enseñanza, pero ésta no se cumple, ni en cuanto al profesorado, ni en cuanto a re- 
serva de espacio e instalaciones adecuadas. 

Hasta la fecha el Gobierno se ha inhibido de tal responsabilidad y no ha respondido 
con claridad a cuantas peticiones y preguntas le han sido formuladas desde los diversos 
sectores, inclusive en la anterior legislatura fue preguntado el Gobierno y éste se negó 
a responder. Por otro lado, los Institutos Nacionales de Educación Física presentan una 
anómala situación y su definición académica está poco clara, así como su gestión. 

La falta de claridad y criterios coherentes nos hace preguntar al Gobierno: 
¿Qué criterios tiene el Gobierno para la impartición efectiva de la Educación Física? 
¿Qué criterios tiene el Gobierno para la preparación del profesorado, adecuación y 

futuro de los INEF? 

Palacio del Senado, 20 de mayo de 1979.-Juan Francisco Delgado Ruiz. 
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APENDICE 2 

Interpelación de don José Vicente Beviá Pastor, del Grupo Parlamentario Socialista 
del Senado, sobre urgente aprobación del Decreto de bilingüismo en el País Valen- 
ciano. 

A la Mesa del Senado: 

José Vicente Beviá Pastor, Senador por Alicante del Grupo Parlamentario Socia- 
lista del Senado, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 135 y siguientes del Re- 
glamen to provisional de la Cámara, formula al Gobierno la siguiente interpelación: 

El País Valenciano constituye una comunidad netamente diferenciada no sólo por 
poseer unas características socioeconómicas específicas, que subrayan la unidad de 
todo su ámbito territorial y marcan claramente sus diferencias respecto a los otros 
pueblos de España, sino porque tiene una cultura e historia propias, que ha permitido, 
pese a más de dos siglos de desinformación y opresión cultural, la pervivencia de la 
conciencia de constituir una nacionalidad. Sin duda alguna, ha sido la lengua propia 
de la mayoría de las comarcas del País Valenciano el factor que ha permitido la per- 
manencia en este sentimiento de comunidad diferenciada; una lengua que ha resistido 
el secular proceso de castellanización de las clases dirigentes valencianas y su radical 
exclusión de los campos de la enseñanza y de la Administración. Por ello el renaci- 
miento cultural producido fundamentalmente en la década de los sesenta en el País 
Valenciano se ha apoyado sobre todo en la recuperación del idioma y sólo podrá des- 
arrdlarse en plenitud esta cultura, en una situación de normalización lingüística, cuan- 
do el País Valenciano sea verdaderamente bilingüe y no diglósico. 

La  autonomía a la que aspiran los valencianos no viene marcada exclusivamente 
por unas cotas de libertad y bienestar, inalcanzables sin esa aproximación poder-pue- 
blo, que sólo un Estado no centralista puede permitir, sino que ha de ser, a la vez, un 
verdadero acto de "restauración histórica". 

Así lo entendió el Consell del País Valenciano y desde el primer momento esta- 
bleció como lenguas para sus actuaciones oficiales el valenciano y el castellano (ar- 
tículo 5.0 de su Reglamento de Régimen Interior), e inmediatamente inició las gestiones 
para que, al igual que había ocurrido con otras nacionalidades con la regulación me- 
diante decreto de la incorporación de su lengua respectiva al sistema de enseñanza, 
se publicara, con la mayor urgencia posible, el correspondiente Real Decreto de bi- 
lingüismo, que incorporara de forma flexible, pero sistemática, el valenciano al sistema 
escolar dentro de su ámbito territorial. 

El 27 de septiembre de 1978 tenía el Consell aprobado ya el borrador del decreto 
y negociado, muy poco después, con la Administración, en el seno de la ponencia de 
Educación y Cultura de la Comisión Mixta de Transferencias Administración del Es- 
tado-Consejo del País Valenciano, para ser aprobado en el Consejo de Ministros antes 
del 9 de octubre, Día Nacional del País Valenciano. Tras más de ocho meses, y pese 
a las reiteradas reclamaciones del órgano preautonómico valenciano, no se ha produ- 
cido aún la aprobación del repetido decreto. 

Por ello esta interpelación tiene como objeto que el Gobierno explique: 
- Cuáles han sido las causas que han originado el retraso "sine die" de la aproba- 

ción del Decreto de bilingüismo para el País Valenciano. 
- Si tiene prevista su aprobación y publicación inmediatas, para que el próximo 

curso 1979-80 pueda procederse a la incorporación efectiva y normalizada del valen- 
ciano al sistema escolar, dentro del ámbito territorial del País Valenciano. 

Palacio del Senado, 29 de mayo de 1979.-José Vicente Beviá Pastor. 
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APENDICE 3 

Interpelación de don Carles Martí Massagué, del Grupo Parlamentario Catalunya, De- 
mocracia i Socialisme, sobre tramitación de los expedientes de concesión de pensio- 
nes a los familiares de los fallecidos como consecuencia de la guerra civil. 

A la Presidencia del Senado: 

Carles Martí Massagué, Senador perteneciente al Grupo Parlamentario Catalunya, 
Democracia i Socialisme, formula al Gobierno, mediante el presente escrito y con arre- 
glo al artículo 135 y siguientes del Reglamento provisional del Senado, la siguiente 
interpelación. 

Motivación 

En virtud del Real Decreto-ley 35/1978, de 16 de noviembre, se conceden pensiones 
a los familiares de los españoles fallecidos como consecuencia de la guerra civil 1936-39, 
esto es, que las pensiones alcanzan no tan sólo a los familiares de los españoles que, 
habiendo participado en la guerra civil, hubieren muerto en acciones bélicas o como 
consecuencia inmediata de las heridas en campaña, sino también a los familiares de 
aquellas- personas que sin haber participado en acciones de guerra hubieren muerto 
violentamente por acción directa y consciente del hombre y de los que hubieren sido 
ejecutados durante la guerra o con posterioridad a la misma por hechos ocurridos en 
ella, y finalmente también quedan amparados por la citada disposición legal los fami- 
liares de quienes, sufriendo privación de libertad, hubieren fallecido en aquellas épocas 
como consecuencia de enfermedad adquirida en prisión. 

Para facilitar la tramitación de expedientes de concesión de pensiones previstas en 
el mencionado Real Decreto-ley, se dictó el Decreto número 2.926/1978, de 1 de diciem- 
bre, por el Ministerio del Interior, en el cual se establece la forma y lugar en que han 
de presentarse las solicitudes, especificando en el número 3, de su artículo l.O, que los 
solicitantes justificaran documeitalmente su derecho, incluso mediante acta de noto- 
riedad si se careciere de otro tipo de prueba documental, y en los casos en que no 
pudiere aportarse prueba documental por causa ajena a la voluntad del solicitante, 
será admisible la prueba testifical. 

Quede, pues, bien claro que el legislador para probar los hechos no ha acudido al 
expediente para su inscripción en el Registro Civil, o en todo caso al expediente gu- 
bernativo para la declaración con valor de simple presunción establecido por el ar- 
tículo 96 de la Ley de Registro Civil, al objeto de conseguir un sistema rápido y sencillo 
para fijar los hechos que dan lugar a la pensión. Pero desgraciadamente una cosa es 
la letra y el espíritu de la ley y otra muy distinta la realidad proveniente de la inter- 
pretación de la Dirección General de Política Interior y de los Gobiernos Civiles, expre- 
sada en sus circulares dirigidas a los Alcaldes en las que se afirma que el acta de de- 
función o declaración de fallecimiento es indispensable y no puede ser sustituida por 
otro documento, y cuando no existe debe procederse a la inscripción de defunción fuera 
de plazo mediante el oportuno expediente gubernativo ante el correspondiente Juzgado 
de Distrito de la residencia del solicitante. 

Ello significa gastos y tiempos. Tengamos en cuenta además que se trata de solici- 
tantes de edad muy avanzada, con escasos medios económicos o en la más absoluta 



indigencia, escasa cultura y muchas veces emigrados que han perdido su vinculación 
con el pueblo de origen. 

Pero aquel criterio es antijurídico, ya que caprichosamente deroga, en primer lugar, 
lo dispuesto en el decreto que se acaba de referir, y en segundo lugar, deroga también 
el contenido del párrafo 3 de la Disposición adicional del Real Decreto-ley 35/1978, al 
disponer que serán considerados como fallecidos en acción de guerra los desaparecidos 
en el frente de combate. 

En apoyo de nuestra tesis nos queda decir que la Dirección General de Justicia 
en fecha 30 de marzo de 1979, y como consecuencia de una consulta formulada por el 
Juez de Distrito número 1 de Cáceres, opina en términos exactamente iguales a los 
nuestros. 

El acta de notoriedad prevista en el tan repetido número 3 del artículo 1." del De- 
creto de l de diciembre sólo será válida para probar los motivos de la deducción cuando 
los interesados disponen del acta de fallecimiento, cuando en realidad puede abarcar 
una cosa y otra de acuerdo con la letra y espiritu del artículo 209 y siguientes del Re- 
glamento Notarial. 

En consecuencia, solicito del Gobierno: 

Que la Secretaría General de Política Interior curse las correspondientes órdenes 
a los Gobernadores Civiles para que puedan tramitar las instancias correspondientes, 
acreditando la defunción y las causas de la misma por medio de prueba testifical prac- 
ticada ante un funcionario público, ya sea en el Ayuntamiento o en el Juzgado de Paz 
o de Distrito, o también que puedan acreditarse las circunstancias anteriores por medio 
de acta de notoriedad. Y por fin que explique la incomprensible demora en la trami- 
tación de los expedientes, pues por lo que afecta a la provincia de Tarragona, de 391 
enviados, se resolvieron solamente 31 en fechas anteriores al 1 de marzo, y-después 
de esta fecha no se ha resuelto ningún otro. 

Pdacio del Senado, 29 de mayo de 1979.Xarles Marti Massagué. 
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APENDICE 3 

Interpelación de don Casimiro Barbado González, del Grupo Parlamentario Socialista 
del Senado, sobre tramitación de los expedientes de concesión de pensiones a los 
familiares de los fallecidos como consecuencia de la guerra civil. [Acumulada a la 
anterior en el orden del día.) 

A la Mesa del Senado: 

Casimiro Barbado González, Senador por Badajoz del Grupo Parlamentario Socia- 
lista del Senado, al amparo de lo dispuesto en los artículos 135 y siguientes del Regla- 
mento provisional de la Cámara, formula la siguiente interpelación al Gobierno: 

El Real Decreto-ley de 16 de noviembre de 1978, número 35/1978 (Jefatura del Es- 
tado), en su artículo 1." establece que "los familiares de los españoles que habiendo 
participado en la guerra española, 1936 a 1939, hubieran muerto en acciones belicas 
o como consecuencia inmediata de las heridas en campaña tendrán derecho a las pen- 
siones reguladas por el presente Real Decreto-ley, siempre que no lo tuviesen ya reco- 
nocido por la misma causa". 

Los beneficios derivados de este Real Decreto-ley se extienden, por expresa decla- 
ración de la Disposición adicional, "a los familiares de aquellas personas que sin haber 
participado en acciones de guerra hubieran muerto violentamente por acción directa 
y consecuente del hombre y de los que hubieran sido ejecutados durante la guerra de 
1936 a 1939 o posteriormente por hechos ocurridos en la misma". 

El reconocimiento de estos derechos se fundamenta, según el preámbulo del Real 
Decreto-ley, en "la necesidad de superar las diferencias que dividieron a los españoles 
durante la pasada contienda, cualquiera que fuere el ejército en que lucharon...". 

Y por la primera de las Disposiciones finales se faculta al Gobierno para adoptar 
las medidas orgánicas, funcionales y de procedimiento necesarias para lograr una efi- 
caz y rápida aplicación de sus preceptos. 

El "Boletín Oficial del Estado" número 299, de fecha 15 de diciembre de 1978, publica 
el Real Decreto 2.926/1978, de 1 de diciembre, por el que se regula la tramitación de 
los expedientes de concesión de pensiones a los familiares de los fallecidos como con- 
secuencia de la guerra de 1936. E inspirándose en el espíritu de consecución de una 
eficaz y rápida aplicación de los preceptos establece en su artículo 3." que "los solici- 
tantes justificarán documentalmente su derecho, incluso mediante acta de notoriedad, 
si se careciera de otro tipo de prueba documental". Incluso admite, si bien excepcional- 
mente, que en los casos en que no se pueda aportar prueba documental por causas 
ajenas a la voluntad del solicitante, se acepte la testifical. Y la primera de las Dispo- 
siciones finales de este Real Decreto número 2.926/1978, de 1 de diciembre, autoriza 
al Ministerio del Interior para dictar las instrucciones necesarias a su mejor desarrollo 
y aplicación en ordei a conseguir una mayor eficacia y celeridad. 

Está claro que tanto el Real Decreto-ley 35/1978, de 16 de noviembre, como el Real 
Decreto 2.926/1978, de 1 de diciembre, se inspiran en el loable deseo de hacer realidad, 
pronta y eficazmente, los beneficios de pensión concedidos a los familiares de fallecidos 
como consecuencia de la guerra civil. 

Pero ya en las instrucciones dictadas a los Gobiernos Civiles por la Secretaría Ge- 
nerd de la Dirección General de Política Interior del Ministerio del Interior, con fecha 



16 de noviembre de 1978, se introducen unas normas ralentizadoras de la celeridad y 
eficacia propugnadas por los Reales Decretos citados. Son éstas: la exigencia, para las 
viudas, de presentar una certificación del Registro Civil en su estado de viudez y la 
presentación, en todo caso, por el familiar beneficiario del acta de defunción o decla- 
ración de fallecimiento de su esposo, hijo o padre; documentos imposibles de unir, en 
vía de apremio, al expediente-solicitud de las pensiones, ya que en la inmensa mayoría 
de los casos no hay constancia en los Registros Civiles de tales fallecimientos ocurridos 
en circunstancias tan trágicas. 

La Secretaría General del Gobierno Civil de Badajoz reitera en sus instrucciones 
a los Ayuntamientos de la provincia enviadas el 16 de diciembre de 1978 las anteriores 
exigencias de certificación de estado de viudez, acta de defunción o declaración de 
fallecimiento. Y en otra circular de la misma Secretaría General del Gobierno Civil, 
fechada con la del 19 de febrero de 1979, se agudiza el tono obstructivo y retardador 
iniciado por la Dirección General de Política Interior al recalcar que ‘el acta de defun- 
ción o declaración de fallecimiento es el único documento público que, a efectos legales 
y según la legislación vigente de clases pasivas, acredita fehacientemente la muerte 
del causante. En base a ello este documento debe exigirse siempre, no pudiendo ser 
sustituido por ningún otro”. 

Como culminación del espíritu obstructivo y retardador de estas normas de desarro- 
llo, que contrasta con el ampliamente generoso y propugnador de eficacia y celeridad 
del Real Decreto-ley 35/1978, de 16 de noviembre, y Real Decreto 2.92611978, de 1 de 
diciembre, la Secretaría General del Gobierno Civil de Badajoz -y ha de entenderse 
que las de todos los Gobiernos Civiles de España- remite, para cumplimentar la exi- 
gencia del acta de defunción o declaración de fallecimientos, a los artículos 193 y 194 
del Código Civil y 2.042 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, mitigando el 
impacto negativo producido en los beneficiarios con la declaración de que se puede 
aplicar, en estos casos, el beneficio de pobreza a los expedientes de jurisdicción volun- 
taria de obtención de la declaración de fallecimiento, ante el Juzgado correspondiente, 
cuando los interesados sean pobres en sentido legal. 

Teniendo en cuenta que la aplicación de tales artículos del Código Civil y de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, con diversas y periódicas publicaciones de edictos, supone una 
tramitación muy lenta y muy cara, se requiere al Gobierno 

a) Para que explique por qué, abandonando el espíritu de generosidad, celeridad 
y eficacia inspiradores del Real Decreto-ley 35/1978, de 16 de noviembre, y Real Decre- 
to 2.926/1978, de 1 de diciembre, ha desembocado en el espíritu obstruccionista y re- 
tardador de las disposiciones encargadas de desarrollar tales Reales Decretos. 

Para que se pronuncie sobre la conveniencia de volver al espíritu de genero- 
sidad, eficacia y celeridad iniciales, dictando, con urgencia, nuevas normas de aplica- 
ción y desarrollo más ágiles y flexibles. 

b) 

Palacio del Senado, 29 de mayo de 1979.-Casimiro Barbado González. 
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